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[bookmark: _Toc366755199]Nº 040-2023
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas cuatro minutos del veintiséis de setiembre de dos mil veintitrés.
[bookmark: _Toc84564292]Sesión ordinaria con asistencia del presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, del vicepresidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano, del secretario, máster Rodrigo Arroyo Guzmán, y del tesorero, licenciado Parris Quesada Madrigal; todos integrantes de este cuerpo colegiado.
También asisten el máster Oslean Mora Valdez, la licenciada Ingrid Moya Aguilar, los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, en su orden, director interino, subdirectora interina y asesores jurídicos interinos, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
El director 1, doctor Alexander Arguedas Vindas, y el director 2, licenciado Freddy Chacón Arrieta, se encuentra ausente con justificación.
[bookmark: _Toc146272598]ARTÍCULO I
Documento N° 936-2023
Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Indica el doctor Juan Carlos Segura Solís, presidente de la JUNAFO, que se va a conocer el artículo V, de último y de manera privada.
Por unanimidad, se acordó: Tener por modificado el orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
[bookmark: _Toc146272600]ARTÍCULO II
Documento N° 937-2023
Aprobación del acta N° 37-2023, correspondiente a la sesión celebrada el 12 de setiembre de 2023.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el acta N° 37-2023, correspondiente a la sesión celebrada el 12 de setiembre de 2023.
[bookmark: _Toc146272604][bookmark: _Toc146272612]ARTÍCULO III
Documento N° 920-2023
[bookmark: _Toc143871234][bookmark: _Toc144117558]En sesión N° 036-2023 del 31 de agosto de 2023, artículo XXII, se tomó el acuerdo que literalmente dice: 
“Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0499-JP/DJA-2023 del 03 de agosto de 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Olga Castro Saborío, cédula de identidad 01-0453-0255 en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Luis Gerardo Montero Loría cédula de identidad 01-0391-1053, cuyo deceso acaeció el 14 de abril del 2023.

1. Origen

Esta Dirección, en fecha 24 de abril del 2023 (6 días hábiles posteriores a la muerte), recibió la gestión de la señora Olga Castro Saborío, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su cónyuge. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante. 

1. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N.° 23-000240-0979-TS y recibido por esta Dirección el 18 de julio de 2023, suscrito por la Licenciada Cinthia Paola García Rojas, Perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Castro Saborío.

1. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

“(…) La persona solicitante Olga Lucía Castro Saborío, es costarricense, con cédula de identidad 1-0453-0255, nacida el 22 de julio de 1955, de 67 años de edad, cuenta con grado de escolaridad de primaria completa, viuda, pensionada por vejez, vecina de Alajuelita. Solicita el beneficio de pensión en calidad de cónyuge sobreviviente, tras el deceso de su consorte Luis Gerardo Montero Loría, quien fue jubilado judicial y falleció el 14 de abril de 2023.

Según la investigación social realizada se conoció que, la señora Castro Saborío se mantuvo casada durante 47 años con el señor Luis Gerardo Montero Loría (jubilado judicial fallecido). En cuanto a la dinámica relacional de pareja se describió un vínculo conyugal estable sin que se reporten separaciones.

La pareja procreó un grupo filial de cinco miembros, a saber: Yensie Lucía, David Gerardo, Andrea, Magally y Andrés de apellidos Montero Castro; de los cuales dos residen con la persona solicitante.

Durante la relación matrimonial destacó el señor Montero Loría como principal proveedor del hogar a través de su trabajo como criminólogo en el departamento de dactiloscopía, en tanto la señora Castro Saborío se mantuvo laborando al inicio de la relación como miscelánea para diferentes empresas de limpieza; sin embargo, debido a problemas en su salud debió renunciar, siendo que a partir de ello fue dependiente económicamente de su consorte hasta el momento del deceso.

Según información brindada por la persona valorada y grupo filial entrevistado, prevalecieron limitaciones económicas durante toda la relación de pareja debido a que el señor Montero Loría fue una persona desorganizada económicamente tanto con su salario como con el dinero de su jubilación, debido a que acostumbró a solicitar múltiples préstamos a diferentes entidades financieras por haber presentado ingesta etílica, adicción al tabaco y otra serie de deudas que generaron implicaciones negativas en la situación socioeconómica del hogar impidiendo satisfacer adecuadamente las necesidades básicas.

[bookmark: _GoBack]Por lo anterior, la pareja debió implementar diferentes estrategias de sobrevivencia, tales como residir con su hijo Andrés Montero Castro para que éste asumiera el pago de la renta de la vivienda donde se han mantenido residido desde hace aproximadamente 20 años y de esta forma también les brindara soporte económico para suplir otras necesidades básicas relacionadas a la alimentación y servicios públicos; dinámica que se ha mantenido hasta la actualidad. Aunado a ello, se reportó que la señora Castro Saborío desde el año 2002 debió gestionar un proceso de pensión alimentaria en contra de su cónyuge con el fin de obtener liquidez del monto de la jubilación; siendo que según el expediente judicial (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), tramitado en el Juzgado Contravencional de Alajuelita se fijó un monto mensual de ¢73,451.95 a favor de la persona actora, el cual indicó que destinó para sus gastos personales y familiares.

Por otra parte, respecto a la situación de salud de la persona solicitante, según dictamen médico HNGGDRBC-484-2023 presenta los siguientes diagnósticos: "(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)".

Además, se registró "Fisiatría recomienda buscar opciones de hidroterapia" (Hospital Nacional de Geriatría y Gerontología Dr. Raúl Blanco Cervantes, 03/07/23, Dra. Kulzer).

Derivado de su condición de salud, la señora Castro Saborío demanda necesidades específicas tales como el uso de tratamiento medicamentoso, el cual es provisto por la Caja Costarricense de Seguro Social y uno en específico debe ser costeado por ésta, además de suplementos nutricionales (ensure y glucerna), productos macrobióticos, uso de anteojos y bastón, ungüentos, hidroterapia y terapia física.

Previo al deceso del señor Montero Loría se conoció que el grupo familiar estuvo conformado de la siguiente forma:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Respecto a la organización económica del grupo familiar en mención se identificaron siete fuentes de ingresos mensuales provenientes de la jubilación de la persona fallecida por un monto de ¢113,635.35, pensión por vejez y alimentaria de la señora Castro Saborío por ¢82,000.00 y ¢73,451.95 respectivamente, además del ingreso del hijo Andrés Montero Castro producto de su actividad laboral como electricista ¢350,000.00 (monto variable, ya que depende de los contratos efectuados), ¢12,000.00 de la venta de helados que realiza la nuera desde su hogar, ¢70,000.00 de las becas estudiantiles que reciben dos de sus nietas y ¢100,000.00 que brinda el progenitor de sus tres nietas (hijas de la señora Magally Montero Castro).

Se refiere que, a través del monto de la jubilación de la persona fallecida ésta suplía sus necesidades personales (artículos de higiene, cigarrillos y bebidas etílicas), además de la alimentación y golosinas para sus nietas y nieto. En tanto la señora Castro Saborío a través del dinero de sus pensiones adquiría sus necesidades específicas (suplementos nutricionales, productos macrobióticos y anteojos), además de la compra de alimentos.

Respecto al pago del alquiler y pago de servicios públicos fue asumido por el hijo Andrés Montero Castro, quien además debía encargarse de la educación de su prole y manutención de su esposa.

En cuanto a la hija Magally se indica que no brindó ningún tipo de aporte económico al hogar debido a que no cuenta con un empleo fijo que le permita obtener ingresos suficientes, siendo que a través de su labor ocasional como empleada doméstica y soporte económico que brinda el progenitor de sus hijas lo ha destinado para la manutención de sus hijas y compra de sus alimentos.

[bookmark: _Int_5evQbJO4]Además, señaló en constancia que según su disponibilidad económica brinda ayuda en especie a la persona solicitante (alimentos). Cabe destacar que, respecto a los demás integrantes del grupo filial, se les imposibilitó brindar soporte económico de manera consistente a la pareja, debido a que debían asumir sus respectivas obligaciones familiares y personales. Aunado a ello, se identifica que las hijas desempeñan oficios domésticos no remunerados y el otro hijo realiza trabajos informales como ayudante de electricidad.

Por lo anterior, realizaron aportes en especie según su disponibilidad económica (alimentos, artículos de higiene personal y traslado a citas médicas). Y que según lo reportado por la persona valorada al momento de la valoración social se mantiene la misma dinámica.

En cuanto a la organización económica previo al fallecimiento del señor Montero Loría se indica a continuación en el siguiente cuadro:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

Del cuadro anterior, se visualiza una diferencia negativa de ¢63,135.7, que solventaron a través del aporte ocasional en especie que brindaron los demás integrantes del grupo filial.

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Es importante indicar que, en los egresos mensuales no se contemplaron las sesiones de terapia física e hidroterapia que requiere la persona solicitante, debido a que se les imposibilitó costearlas.

Posterior al deceso de la persona jubilada judicial, la señora Castro Saborío conforma el mismo grupo familiar junto a su hijo, su hija, nuera, nietas y nieto.

[bookmark: _Int_lEFRXcl1]En torno a las condiciones habitacionales del inmueble que habita la persona solicitante junto a su grupo familiar, mediante valoración social domiciliaria se visualizó deterioro en su infraestructura, construida la mayor parte en madera y otras partes en concreto; consta de sala-comedor, baño, servicio sanitario, cocina, cuarto de lavado, cinco dormitorios, lo que evidenció indicadores de hacinamiento. Se encontró equipada con poco menaje y electrodomésticos de uso básico (refrigeradora, lavadora, sartén y ollas). La residencia se localiza en zona urbana de fácil acceso, con disponibilidad de recursos públicos tales como: suministro de agua potable, servicios eléctricos, recolección de basura; y comunales, entre ellos: transporte público, centros educativos, comercios, servicios de salud, entre otros.

En el ámbito vecinal no se logró obtener información a través de las personas vecinas, ya que indicaron desconocer tanto a la persona valorada, como a su cónyuge fallecido y grupo familiar actual.

Al momento de la valoración pericial, la señora Castro Saborío indicó suplir sus necesidades básicas y específicas a través de su pensión por vejez y el monto de socorro mutuo otorgado por el Poder Judicial, además del soporte económico que brinda su hijo Andrés y su hija Magally. La persona solicitante negó ser beneficiaria subsidios estatales, así como de programas sociales y ayudas por parte de organizaciones no gubernamentales.

Por otra parte, mediante consulta digital efectuada en el Registro Nacional se conoció que la persona solicitante no cuenta con bienes inmuebles y/o muebles inscritos a su nombre.

Al momento de la valoración la situación socioeconómica del hogar de la persona adulta mayor solicitante se constituye de la siguiente manera:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

Del cuadro anterior se visualiza disminución de los ingresos al no percibirse el monto de la jubilación de la persona fallecida ni el monto de la pensión alimentaria, lo que genera una diferencia negativa de ¢250,223.00 que al momento de la valoración social es solventada a través del monto de socorro mutuo, el cual es temporal.

Finalmente, la expectativa de la señora Castro Saborío hacia el presente proceso, es que se apruebe su solicitud de obtener un beneficio de la pensión de su cónyuge fallecido con el fin de satisfacer adecuadamente sus necesidades específicas para su calidad de vida, además de brindar soporte económico a su hijo Andrés quien ha fungido como principal proveedor del hogar y tiene a cargo personas menores de edad en condición de dependencia material (…)” 

1. Normativa atinente al caso

La Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N.° 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“[…] Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

1. El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“[…] Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

1. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Luis Gerardo Montero Loría era de ¢ 1,117,931.71 (un millón ciento diecisiete mil novecientos treinta y un colones con 71/100) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) mensuales líquidos.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Castro Saborío, de aprobársele la pensión, es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢894,345.37 (ochocientos noventa y cuatro mil trescientos cuarenta y cinco colones con 37/100) mensuales en bruto.

· En el dictamen socioeconómico se reportan egresos básicos mensuales del grupo familiar conformado por su hijo, hija, nuera, nietas y nieto por un monto de ¢864,223.00 (ochocientos sesenta y cuatro mil doscientos veintitrés colones 00/100). 

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 24 de abril del 2023, un total de 6 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Montero Loría. 

1. Conclusiones

· El peritaje socioeconómico practicado a doña Olga demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor Luis Gerardo Montero Loría, este fue quien asumía los gastos del hogar, por lo que la señora Castro Saborío dependía de los ingresos de su esposo, siendo que ella ha sido ama de casa, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente, lo convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N.° 228 de dicha Ley. 

· De acuerdo con las certificaciones aportadas por la señora Castro Saborío, se constató que es beneficiaria de pensión bajo el régimen de Invalidez Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social por un monto de ¢82,000.00 (ochenta y dos mil colones con 00/100) mensuales, por lo que cuenta con ingresos por esta vía.

· La Trabajadora Social encargada del peritaje, en sus conclusiones indica textualmente:

“(…) la señora Olga Lucía Castro Saborío mantuvo una relación conyugal estable, con la persona jubilada judicial fallecida, de quien dependió económicamente durante el tiempo en que perduró el vínculo matrimonial.

Los hallazgos de la investigación señalan que, la persona fallecida presentó dificultad para la administración del dinero de su jubilación, lo que conllevó a que la señora Castro Saborío gestionara un proceso de pensión alimentaria con el fin de tener liquidez económica y de esta forma satisfacer las necesidades básicas del hogar.

Se identifica que previo y posterior al deceso del señor Montero Loría, el mayor ingreso económico al hogar se ha constituido en el monto que obtiene su hijo Andrés a través de la actividad laboral que desempeña como electricista, siendo el principal proveedor del hogar. Al momento de la valoración pericial se detecta que los ingresos mensuales están conformados por la pensión por vejez de la persona solicitante, becas estudiantiles de las nietas, ingreso de la venta de helados efectuada por la nuera y soporte económico por parte del progenitor de las nietas; sin embargo, dichos ingresos son insuficientes para suplir adecuadamente las necesidades básicas del hogar y específicas de la persona solicitante derivadas de sus diagnósticos médicos.

Posterior al deceso del señor Montero Loría el grupo familiar enfrenta mayor limitación económica al dejar de percibir el monto de su jubilación y de la pensión alimentaria; lo que ubica en vulnerabilidad económica a la persona adulta mayor solicitante (…)”

En este sentido, el gestionar la pensión, implica para la persona adulta mayor, tener la posibilidad de contar con recursos para hacer frente a su vida; considerando que, en el marco de su edad y su condición de salud, requiere atención médica que implica, además, adquirir medicamentos en el ámbito privado.

[bookmark: _Int_ohtTOsrV]Teniendo en cuenta lo anterior, la persona adulta mayor, enfrenta condiciones de vulnerabilidad, situación que conforme pasen los años, puede generarles mayor dependencia a terceros, ya que la pensión que recibe por medio del IVM no es suficiente para sufragar sus gastos, razón por la cual, cobra importancia el que cuente con otro ingreso adicional para satisfacer sus necesidades.

· Conviene destacar, que el objetivo de un beneficio económico por pensión, procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N.°228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera.

· Del análisis del estudio de pensión que nos ocupa, es importante destacar que este informe corresponde exclusivamente a la señora Castro Saborío, quien es la persona gestionante que cumple con los requisitos legales para optar por el beneficio, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Luis Gerardo Montero Loría, razón por la cual, se determina que los ingresos y egresos a considerar del estudio socioeconómico, son únicamente aquellos que ésta presente y se excluyen los atinentes al resto del grupo familiar que reside en la misma casa, toda vez que los hijos son mayores de 25 años de edad, no presentan condiciones de discapacidad y los restantes familiares no se encuentras cubiertos por el ámbito de aplicación de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (como las nueras y los nietos).

· Es por los motivos antes expuestos que, para efectos de la definición del porcentaje de pensión y tomando como referencia lo indicado en el estudio remitido por el Departamento de Trabajo Social, se contemplarán únicamente los siguientes ingresos y egresos mensuales:
· 
(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

· Tal como se visualiza en el cuadro, se excluyen los ingresos percibidos por los demás integrantes del grupo familiar, únicamente se mantiene el monto de pensión que percibe doña Carmen. Asimismo, se excluyen los rubros de educación y de teléfonos móviles de nietas y del nieto. De esta forma, se concluye, que la señora Castro Saborío, reporta gastos mensuales por un monto total de ¢373,221.00 (trescientos setenta y tres mil doscientos veintiún colones con 00/100). 

· [bookmark: _Int_mEprZ0Yj]Es menester indicar que siendo que el grupo familiar que vive con doña Olga es numeroso, el monto que se consideró pertinente señalar por concepto de “alimentación y artículos de limpieza” corresponde al valor vigente de la canasta básica que el INEC refiere como costo per cápita mensual para la zona urbana, lo anterior, tomando en consideración, lo amplio del grupo familiar y que no es fácil segregar dicho gasto.

1. Recomendaciones 

1. Considerando que la señora Olga Castro Saborío no cuenta con ingresos propios y demostrado que dependió completamente de los ingresos de su cónyuge (jubilado judicial), los cuales al momento de su muerte comprendían la suma de ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) mensuales líquidos y que actualmente ella reporta un monto de egresos mensuales proporcionales por ¢373.221.00 (trescientos setenta y tres mil doscientos veintiún colones 00/100), se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne a la señora sea el 41,73% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba su esposo fallecido, el cual equivale a ¢373,210.32 (trescientos setenta y tres mil doscientos diez colones con 32/100) mensuales en bruto y ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos mensuales. Seguidamente el detalle:
1. 
(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

Lo anterior a partir del 15 de abril del 2023, día después de la muerte del jubilado.

1. Cabe destacar que dicho porcentaje se define en proporción a lo reportado en el estudio N.° 23-000240-0979-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por la señora Castro Saborío en cuanto a sus ingresos y egresos mensuales, esto con el fin de que pueda solventar sus gastos y conservar un estilo de vida estable.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

1)	Dictamen Socioeconómico: 

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

2)	Medios de notificación:

(…)”

- 0 -

Manifestaciones:

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, señala: “Estoy de acuerdo en que sea un 80% por el informe del Departamento de Trabajo Social que se adjunta, aquí están hablando de un 41,73% del 80%, yo no estoy de acuerdo, ahí está muy claro todo lo referente a la dependencia económica”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “En este caso don Juan Carlos, igual que el anterior, aquí tengo anotado, incrementar ese 41,73% a un 60%, basado en eso mismo, en el informe técnico al que usted hace referencia. Gracias”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Lo someto a votación, don Rodrigo propone un 60% y yo propongo un 80%”.

Los integrantes Arguedas Vindas, Hernández Solano, Quesada Madrigal y Arroyo Guzmán votan por otorgar un 60% del 80% el monto bruto de jubilación que devengaba el señor Luis Gerardo Montero Loría.

Por su parte, el integrante presidente Segura Solís vota por otorgar un 80% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el señor Luis Gerardo Montero Loría.

Considerando:

Con base en las manifestaciones plasmadas anteriormente, por parte de las personas integrantes de este órgano colegiado, tomando en consideración que, aunque en el informe remitido mediante oficio N° 0499-JP/DJA-2023 del 03 de agosto de 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, se recomienda asignar un 41,73% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el señor Gerardo Montero Loría, a la señora Olga Castro Saborío, en calidad de cónyuge sobreviviente; esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se separa de dicha posición, debido a que, analizando la información detallada en el informe técnico se visualiza con claridad que existe una dependencia económica y que, por lo tanto, se debe otorgar el 60% del 80% para que la señora Castro Saborío pueda cubrir a cabalidad la totalidad de sus egresos.

Se acuerda: Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Olga Castro Saborío, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Luis Gerardo Montero Loría, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0499-JP/DJA-2023 del 03 de agosto de 2023, de conformidad con los artículos 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por mayoría de votos, esta Junta dispone: 1.) Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Castro Saborío, con los cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma 9544), otorgándole el 60% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el señor Montero Loría al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 15 de abril del 2023. 2.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda.

Voto de minoría: El integrante presidente Segura Solís vota por otorgar un 80% del 80%, del monto bruto de jubilación que devengaba el señor Montero Loría al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan.

Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese”.

- 0 -
La Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, hizo de conocimiento de la señora Olga Castro Saborío el acuerdo supra citado, mediante oficio N° 0669-JUNAFO-2023 el 08 de setiembre del 2023.
Aunado a lo anterior, conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, escrito del 13 de setiembre del 2023, suscrito por la señora Olga Castro Saborío, pensionada judicial, que dice:
“Reciban un cordial saludo de parte de mi persona Olga Castro Saborío, cédula 104530255 la presente es para la apelación y hacerle saber la inconformidad que tengo con la resolución de mi pensión, ya que no estoy de acuerdo con el 60% aprobado por la junta ya que creo que tengo todo el derecho de obtener el 80% y no solo por los 47 años de matrimonio que tuve con quién fue mi esposo Luis Gerardo Montero Loría sino también por los serios gastos que tengo personales actualmente, como comento la profesional Cintia araya estoy en caso de vulnerabilidad actualmente dependo de vivienda y servicios básicos y alimentación que me da mi hijo Andrés Montero Castro.

Pido por favor vuelvan a analizar el caso ya que la idea con esta pensión sería independizarme y poder pagar yo misma una casa o ya sea comprar una y con el 60% considero se me hace difícil e inclusive imposible, más los gastos de mis artículos personales, lo que busco es una calidad de vida por mi edad de 68 años que creo merecer.

Aparte mis gastos básicos tengo gastos médicos fuera de la casa por ello adjunté mi epicrisis de todo lo que padezco y no Solo lo de la caja del seguro social me brinda. Tengo gastos como suplementos terapias anteojos prótesis dentales tanto superiores como inferior.

La profesional Cintia Araya hizo una visita a la vivienda que actualmente vivo y fue testigo de las condiciones de la que yo no tengo nada favorable.

Espero se considere el caso por parte de la Junta, así como el doctor Juan Carlos segura Solís que está de acuerdo con darme el 80% y no el 60% me despido agradeciendo con el tiempo que se tomen en analizar nuevamente con el debido proceso.

Cualquier tipo de documento que deseen con gusto se los haré llegar”.
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Manifestaciones:
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, expresa: “Bueno, ya ustedes lo leyeron, es una cuestión de porcentaje de una pensión por cónyuge sobreviviente. 
En aquel momento el acuerdo fue por mayoría, otorgarle un 60% y yo voté por minoría darle el 80%, ella tiene una pensión de ₡82.000 (ochenta y dos mil colones) por vejez, y tenía una pensión alimentaria por ₡73.451,95 (setenta y tres mil cuatrocientos cincuenta y un mil colones con noventa y cinco céntimos), ella no se encuentra de acuerdo con el porcentaje otorgado.
Vean que el informe del Departamento de Trabajo Social y Psicología venía con un 41,73% entonces, en primer lugar, no es apelación el recurso, habría que decirle que el recurso se puede readecuar a una reposición o reconsideración contra el acuerdo que nosotros tomamos, y no sé qué opinan ustedes al respecto, si rechazárselo o qué.
Se le concede el uso de la palabra al máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO: “Creo que lo primero que tenemos que aclararle por lo que ella pone en la narrativa. Aclarar que el ajuste que nosotros hacemos, tomamos un elemento técnico que es la parte de Trabajo Social y la otra que es la recomendación que hacen los compañeros de la Dirección de la JUNAFO, el primero, es la visita y todos los datos y el segundo donde se plantea mediante las diferencias, el porcentaje que se podría asignar, eso fue lo que nosotros conocimos.
Y el ajuste que nosotros hacemos, más bien es retomando esos datos y viendo la posibilidad de que ella no quedara tan descubierto el tema de los gastos y demás, como no hay elementos más nuevos, yo por lo menos mantendría el 60% tal y como lo habíamos aprobado”.
El integrante presidente Segura Solís, dice: “Si alguno desea tomar la palabra referente al tema, y si no, entonces el acuerdo sería; indicarle a la señora doña Olga Castro Saborío, que no tiene recurso de apelación el acuerdo, sino que es una reconsideración o reposición, de conformidad con la Ley General de la Administración Pública, y que de acuerdo con el informe del Departamento de Trabajo Social y Psicología, no existen elementos nuevos que modifiquen el acuerdo tomado por nosotros en la sesión N° 36-2023 del 31 de agosto del 2023, artículo XXII, por lo tanto, se rechaza el recurso y se da por agotada la vía administrativa”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Es importante aclararle a la persona gestionante que los acuerdos que adopta esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no tienen recurso de apelación, considerando que la competencia atinente al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder judicial, este órgano es el único que tiene competencia para resolver, es decir, no tiene superior jerárquico en la materia, debido a esto, se tiene por improcedente el recurso planteado, así mismo, en lo que respecta a la solicitud presentada, no existen elementos adicionales al informe del Departamento de Trabajo Social y Psicología que modifiquen el acuerdo tomado por esta Junta, en consecuencia, se rechaza el recurso presentado por la señora Olga Castro Saborío y se mantiene lo resuelto en la sesión N° 36-2023 del 31 de agosto del 2023, artículo XXII. 2.) Por lo anterior, esta Junta Administradora da por agotada la vía administrativa, en cuanto a que la etapa recursiva se tiene por finalizada. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la gestionante.
Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc146272607]ARTÍCULO IV
Documento N° 939-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, el oficio N° 0251-SAF/DJA-2023 del 18 de setiembre del 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la JUNAFO, en el cual informan lo siguiente:
“El pasado 21 de agosto de 2023, se recibió en esta Dirección, oficio del señor Miguel Ángel Ramírez Badilla, que para lo que interesa en su petitoria, indicó lo siguiente: 

“[…]

Yo me pensione a partir del 1 de agosto del 2023, pero la CCSS me indica que las cuotas laboradas con ustedes no me las acreditan y me indican tengo que hacer un reembolso de más de ¢130000, mi pregunta es la siguiente que pasa con el millón y resto qué ustedes aportan de obrero patronal y que ustedes no me pudieron integrar a mi pensión. […]”

Para efectos del caso, es importante tomar en consideración algunos elementos, de los que a continuación se detallan:

I. Antecedentes:

1) El MBA Ubaldo Carrillo Cubillo, Director de la Administración de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS), mediante oficio N.º GP-DAP-0499-2023 del 18 de abril de 2023, solicitó el traslado de las cuotas aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, del exfuncionario judicial Miguel Ángel Ramírez Badilla, tal y como se detalla a continuación:
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2) Con oficio N.° 0140-SAF/DJA-2022 del 23 de junio de 2023 se le comunicó a la CCSS, las diferencias entre el cálculo actuarial de ese Régimen de Pensiones - Jubilaciones y el dato obtenido por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, según procedimiento que se tenía en ese momento aprobado por la JUNAFO en sesión N.º 32-2021, artículo VI celebrada el 4 de agosto de 2021. El resultado de la estimación de liquidación actuarial efectuada por el FJPPJ, se muestra a continuación:
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Descripción generada automáticamente]

A la fecha de presentación de este informe, no se ha recibido de parte de la CCSS, solicitud para el traslado de los recursos calculados por esta Dirección en la liquidación actuarial correspondiente, por lo cual los recursos determinados continúan bajo custodia del régimen del FJPPJ.

3) La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), aprobó el cambio de procedimiento respecto a las diferencias entre el monto cobrado por la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) como administrador del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) y la liquidación actuarial determinada por esta Institución para el traslado de cuotas obrero – patronales y estatales aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), conforme lo aprobado en sesión N.° 027-2023 del 4 de julio de 2023, artículo V, que para lo que interesa reza:

“1.) Tener por recibido y aprobar el oficio N° 0118-SAF/DJA-2023 del 29 de mayo de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino, y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa de Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en relación al cambio de procedimiento de traslados de las cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – FJPPJ al Régimen del IVM administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS, con la salvedad de que, en el punto 2 del informe, incluir que para todos los efectos dicha cifra será la que acuerde el FJPPJ trasladar a la CCSS, independientemente de las diferencias que existan…” 

En virtud de lo expuesto, el procedimiento establecido y aprobado por la JUNAFO en el acuerdo citado, corresponde a:
 
1. Se recibe de la CCSS el oficio con el monto calculado de liquidación actuarial (cobro inicial).
2. La Dirección de la JUNAFO realiza el estudio actuarial y se conoce el monto a trasladar, se procede a remitir independientemente de los resultados (diferencias cálculo CCSS y FJPPJ) a la JUNAFO.
3. En caso de que la JUNAFO apruebe el traslado de cuotas, se realiza la transferencia de los dineros a la CCSS como administrador del Régimen del IVM.
4. Se procede a comunicar formalmente a la CCSS el monto del traslado efectivo realizado, número de oficio de gestión inicial y cantidad depositada, para la conclusión del trámite respectivo.

4) Mediante sesión N.° 036-2023 del 31 de agosto de 2023, artículo VIII, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), aprobó trasladar los dineros de los casos incorporados con oficio N.° 0240-SAF/DJA-2023 que se mantienen en custodia del FJPPJ y que corresponden a casos de traslados de cuotas con diferencia entre el monto cobrado y el determinado actuarialmente por el FJPPJ según el procedimiento anterior, conforme se detalla a continuación

“Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibido y aprobado el oficio N° 0240-SAF/DJA-2023 del 24 de agosto de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la JUNAFO, mediante el cual comunican el cumplimiento de la disposición de esta Junta sobre comunicar a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), el cambio de procedimiento avalado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), respecto a las diferencias entre el monto cobrado por la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) como administrador del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) y la liquidación actuarial determinada por esta Institución para el traslado de cuotas obrero – patronales y estatales aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ). 2.) En consecuencia, autorizar a la Dirección de la JUNAFO para que realice el traslado de los recursos indicados al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM), de conformidad con el nuevo procedimiento y en apego a lo que establece el artículo número 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.”

5) Al respecto, el caso que nos ocupa del señor Ramírez Badilla, se encuentra dentro de los aprobados por la JUNAFO para traslado al IVM, sin embargo; según se logró confirmar mediante correo fechado 14 de setiembre de 2023 con el Lic. Eric José Picado Espinoza, funcionario de la Dirección de Administración de Pensiones de la CCSS, el señor Ramírez Badilla tiene como condición de “pensionado” en el régimen del IVM desde el 7 de marzo de 2023, por lo que de aplicarse el traslado de los dineros al régimen del IVM según lo expuesto en el punto N.° 4 de este documento y dicho régimen considerase esos montos para la pensión del caso que nos ocupa, ya éste se podría catalogar como una “mejora de pensión”.

Sobre este particular, es importante rescatar lo dictaminado en el acuerdo tomado por la JUNAFO según sesión N.° 32-2021 del 04 de agosto de 2021, artículo VI, que para lo que interesa indica:

“…2) Este cuerpo colegiado es del criterio que: a) Conforme al criterio legal vertido por el Despacho Lara, Gamboa & Asociados, el art. 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece la posibilidad de traslado de las cuotas hacia otros regímenes de pensión del primer pilar previamente a otorgar el beneficio de jubilación o pensión, por cuanto de dicho criterio se extrae “… claramente se coligue la Jubilación se prevé como un hecho futuro, por lo que, tal traslado solo sería posible previo a su otorgamiento. Contrario sensu, una vez otorgado ese derecho tal traslado no sería posible.” b) La administración no podrá realizar el traslado de recursos a ningún otro régimen de pensión básico, con el objetivo de “mejorar su pensión en dicho régimen” por cuanto este elemento no está considerado dentro de las posibilidades establecidas en la Ley Orgánica del Poder Judicial. c) El momento procesal oportuno para solicitar el traslado de recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a cualquier otro régimen de pensión básico será al momento “en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión” y no posterior a dicho otorgamiento, por lo cual los administradores de otros regímenes de pensión básicos deberán tomar nota para sus trámites internos. d) Un Reglamento interno de la Caja Costarricense de Seguro Social como administrador del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte no se encuentra por encima de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por lo cual una modificación en el mismo no podrá tener efectos que obliguen a este régimen al traslado de recursos de ninguna naturaleza que vaya en contraposición de los intereses de este régimen del primer pilar...” (el resaltado no corresponde al original).

Debido a lo anterior, se destaca que la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) no podría dar trámite a gestión alguna que se justifique como una “Mejora del monto de pensión”, ya que, aunque el artículo N.° 46 del Reglamento del Seguro del IVM lo autorice, esto va en contraposición de lo establecido en el artículo N.° 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual indica lo siguiente:

“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.” (el resaltado no corresponde al original).

II. Análisis del caso:

6) Conforme lo consultado por el señor Ramírez Badilla y las características de su caso, le sería imposible en este momento a la Dirección de la JUNAFO, dados los acuerdos de la JUNAFO expuestos y la normativa que aplica, trasladar a la CCSS como administrador del IVM, los recursos determinados en la liquidación actuarial realizada por el FJPPJ, considerando que el exservidor judicial, se encuentra pensionado por el régimen del citado (IVM), conforme se destacó anteriormente.

No obstante, a lo citado, es importante considerar que la solicitud realizada por la CCSS al régimen del FJPPJ fue previa al otorgamiento de la pensión al señor Ramírez Badilla, siendo que conforme a su consulta los dineros aportados al régimen del FJPPJ no le estarían siendo acreditados a su pensión y de igual forma no es posible reconocer una jubilación de este régimen, por lo que sus aportes no le serían reconocidos en ningún régimen del primer pilar, perdiendo el acceso a éste beneficio.

Adicionalmente, el artículo 46 del Reglamento del Seguro del IVM, le obliga a cancelar la diferencia establecida entre la liquidación actuarial del FJPPJ y el monto cobrado por la CCSS para acceder a los recursos aportados al régimen del FJPPJ dentro del cálculo de su pensión.

III. Petitoria:

Analizar la solicitud presentada por el señor Miguel Ángel Ramírez Badilla, para definir para este caso y futuros que mantengan las mismas características, si se mantienen en los registros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, los dineros producto del cálculo de la liquidación actuarial determinada por el citado Fondo o si es posible trasladar los recursos al régimen del IVM en el entendido que la solicitud fue previa al otorgamiento de su pensión en ese régimen.

Por lo antes expuesto y conforme a los elementos señalados, resulta necesario contar con un acuerdo del cuerpo colegiado que usted preside que faculte a esta Dirección concluir con el requerimiento del solicitante y dar por cerrado este trámite, para el caso de referencia.

En espera de que la información respectiva le sea de utilidad …”.
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Manifestaciones:
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, comenta: “No sé al respecto que desean ustedes hacer, si enviárselo a la Asesoría Jurídica para que nos brinde un dictamen, porque lo que está pidiendo es un criterio, ¿no?”.
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, dice: “Lo que sucede con este caso y los molesto precisamente, porque es un caso atípico, no se nos había presentado, no tenemos un antecedente, entonces cuando son casos así, les he pedido a los compañeros que por favor mejor vengamos ante este cuerpo colegiado y que marque la pauta de cómo tratarlo.
Si ustedes ven los elementos, se le ha tratado de dar alguna respuesta a don Miguel, pero también tenemos que cuidarnos del plazo de ley, que establece justamente los 10 días hábiles para poder responderle, y de alguna forma ante esta tramitación, se los traemos a ustedes para que puedan valorarlo, y si tienen algún valioso criterio al respecto.
Es una posición sana, si ustedes deciden que necesitan ese apoyo jurídico para poder definir, y no me atrevo en este momento a darle un criterio porque sería auto responderme la pregunta yo mismo, entonces no tiene sentido, pero creo que es importante, que como les menciono, ustedes sepan que es un caso atípico, que no es algo que normalmente nosotros hayamos visto anteriormente y, por eso es que se les está trayendo el asunto para que ustedes nos marquen la pauta básicamente”.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, menciona: “Con lo que dice don Oslean, me parece bien que lo pasemos a la Asesoría Jurídica don Juan Carlos”.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, indica: “Antes de decir eso, nada más solicitarle a don Oslean la aclaración. Aquí lo que tenemos es que el señor ya está pensionado por la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS, y ahora quiere que le traslademos las cuotas, ¿así es?”.
El máster Mora Valdez, responde: “Perdón, tal vez por ahí debí haber empezado, disculpe don Rodrigo. Este caso es atípico, ¿por qué razón? Resulta ser que el señor en este momento ya se encuentra jubilado por parte del Régimen del IVM, en su momento, antes de la jubilación, se le había hecho una solicitud de traslado de recursos, se le contestó a la CCSS indicándole cuánto era lo que a nuestra liquidación actuarial correspondía y lo (inaudible) en aquel momento el procedimiento, nos quedamos a la espera de que la CCSS hiciera la confirmación.
La CCSS nunca hizo la confirmación, simplemente lo dejó ahí, y entonces, ¿qué sucede? Que en ese ínterin entre que la CCSS no ha respondido, y entre el ínterin que nosotros ya tenemos el monto calculado de lo que vamos a trasladarle, el señor obtiene un cambio en su estatus, deja de ser gestionante y se convierte ya en jubilado. En el momento en que ya se convierte en jubilado, tiene una condición distinta que en otras tesituras de parte de ustedes se ha aclarado, de que una persona puede solicitar el traslado mientras tramita su derecho jubilatorio, cuando ya la persona consolidó su derecho jubilatorio, no debería poder solicitar el traslado.
Vea que aquí tenemos un elemento diferente a los demás, ¿cuál es? Que sí hizo la solicitud y sí hizo la formalización previo a, entonces personalmente pensaría que esa condición de haber hecho el trámite previo a, es un factor determinante, porque realmente el señor no tiene la culpa de que administrativamente no nosotros, sino el Régimen de la CCSS no haya hecho lo que tenía que haber hecho, esa es al menos mi creencia, y disculpen si no la comparten, pero pensaría que eso no es culpa del señor, sino es culpa del administrador del Régimen y que, por lo tanto, lo que correspondería de alguna manera es efectivamente realizar el traslado, por cuanto el señor sí hace la solicitud previo a la jubilación, sí hace el trámite ante la CCSS previo a la jubilación, y lo que hizo falta fue un último paso, que incluso hoy el procedimiento ya ese último paso no lo tiene, porque determinamos que justamente ese último paso estaba creándonos problemas y que no estaba en nuestra ley hacer ese último paso.
Nosotros debimos haber procedido de inmediato a hacer el traslado punto, la CCSS tenía que ver cómo se cobraba lo que tenía que cobrarse eventualmente, y las cantidades de diferencia. Básicamente es eso, esta es una condición que como les digo, si fuera que está haciendo la solicitud ahorita, ya jubilado, de automático la Administración se lo rechaza porque ya está jubilado, es extemporánea, si hubiese hecho la solicitud ahorita y no estuviera jubilado, se le traslada y se hace el trámite normal porque estaría haciéndolo previo a la jubilación, pero lo que tiene de especial este caso es que está como un mix en ambas condiciones, eso es básicamente lo diferente de este caso”.
El licenciado Diego Mora Araya, asesor jurídico interino de la JUNAFO, expresa: “Me queda una duda, nos va a tocar hacer el criterio y quiero estar claro con este punto. Veo que la CCSS mediante el oficio del 18 de abril hizo la solicitud de traslado y el señor se encuentra jubilado desde el 7 de marzo, es decir, está primero la jubilación y luego la solicitud de la CCSS, entonces ¿no sé si fue que la CCSS lo tramitó posterior a que se jubilara este señor o qué? No me queda claro ese dato”.
El integrante presidente Segura Solís, comenta: “Pareciera ser que se le fue a la CCSS, ¿verdad?”.
El máster Mora Valdez, refiere: “¡Buen detalle Diego!, pero para serte muy honesto, nosotros hasta septiembre que hacemos la consulta es que la CCSS nos dice que él está jubilado desde el 7 de marzo, cuando hacen la solicitud en el mes de abril nos indican que es para el trámite de jubilación, no que ya la persona estaba jubilada, entonces nosotros le damos un trámite normal a esta gestión, es básicamente por eso.
Y la cuantía no es significativa porque estamos hablando acá de un traslado de poco más de un millón trescientos mil colones, el tema es el precedente que se estaría eventualmente generando si se hace de una u otra manera.
El licenciado Mora Araya, señala: “Bueno, ahí habría que tener claridad de en qué momento hizo la gestión este señor, porque si lo hizo en abril, cuando la CCSS lo está solicitando a la Junta, estaría extemporánea, pero habrá que revisar esos detalles nada más”.
El integrante Arroyo Guzmán, manifiesta: “Gracias a don Oslean y don Diego. Entonces don Juan Carlos me adhería a la posición suya en cuanto a solicitar el criterio de la Asesoría, y la pertinencia sobre el trámite que ha realizado tanto la CCSS como el señor”.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, añade: “Agregaría un poco más, que se haga la indagatoria correspondiente por parte de la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, ver jurisprudencia al respecto y trasladar el riesgo a quien corresponda, porque es muy importante, porque en este caso pareciera que somos nosotros, pero pediría que en ese informe quede dónde se cometió la situación especial, porque es importante decirle también a la persona que fue lo que sucedió, entonces creo que ahí podemos decir que fue un trámite de nosotros, fue de la CCSS, fue de quien fuera, decirle la verdad de lo que sucedió y decirle qué procedimiento se sigue respecto a eso.
Porque en este caso hay cosas nuevas, para nosotros es nuevo, pero seguramente eso en otro régimen ya ha sucedido, entonces es muy importante ver jurisprudencia y poder tener una respuesta más acorde y directa, para que la persona se sienta satisfecha en ese caso. A veces lo hacemos muy legal porque así es, pero también caer un poco en decirle, bueno, pasó lo siguiente y la solución va a ser esta”.
El integrante presidente Segura Solís, indica: “Entonces el acuerdo que tomamos es pasarlo a la Asesoría Jurídica para que rinda el dictamen correspondiente”.
El integrante Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, consulta: “¿A ese le ponemos plazo, lo dejamos en la fila? Porque no es tampoco tan complicado, pero no sé si le vamos a poner plazo”.
El licenciado Eduardo Chacón Monge, asesor jurídico interino de la JUNAFO, interviene: “Con permiso, como es un tema de traslado de cuotas y normalmente está relacionado con el otorgamiento de un beneficio o los cálculos, le vamos a dar prioridad”.
Se acuerda:	Una vez analizado el tema anterior, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocido el oficio N° 0251-SAF/DJA-2023 del 18 de setiembre del 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la JUNAFO. 2.) Previamente a resolver lo que corresponda, solicitarle a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, que rinda un criterio en relación con la situación del señor Miguel Ángel Ramírez Badilla, su pertinencia y sobre el trámite que ha realizado tanto la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS como el señor Ramírez Badilla.
Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc143009553][bookmark: _Toc146272617]ARTÍCULO V
Documento N° 608-2023 / 933-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, oficio N° 0074-AJ/DJA-2023 del 18 de setiembre de 2023, suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, asesores jurídicos interinos de la Dirección de la JUNAFO, que dice literalmente:
“En atención al acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión ordinaria N° 030-2023 celebrada el 27 de julio de 2023, artículo III, comunicado mediante oficio N° 0582-JUNAFO-2023, de fecha 08 de agosto de 2023, en donde se remite el recurso de apelación presentado por la señora Bertila María Gutiérrez Villafuerte, en contra del acuerdo tomado en sesión N.º 26-2023 del 27 de junio del 2023, artículo XX, se procede a manifestar lo siguiente:

I.- SOBRE LA PROCEDENCIA DEL RECURSO:

Previo al pronunciamiento sobre el fondo, se requiere el examen de procedibilidad del recurso interpuesto, de conformidad con el artículo 37 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, se desprende claramente que, contra los acuerdos de la Junta Administradora, podrá interponerse recurso de reconsideración, en el plazo de tres días hábiles a partir de comunicado el acuerdo adoptado. Así pues, tenemos que el acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 026-2023 del 27 de junio del 2023, artículo XX, objeto del presente recurso, fue notificado vía correo electrónico a través del oficio N° 0495-JUNAFO-2023 el 03 de julio del 2023, es decir, contaba la parte interesada con plazo hasta el día 10 de julio del 2023, para impugnar dicho acuerdo. Ahora bien, el recurso de apelación interpuesto por la señora Gutiérrez Villafuerte, fue presentado en fecha 10 de julio de 2023, por lo que el mismo se tiene como presentado en forma oportuna, no obstante, se hace ver a la parte recurrente que su gestión se tramitará como recurso de reconsideración y no como recurso de apelación, por cuanto las resoluciones del órgano colegiado que se representa, carecen de dicho remedio procesal.

Bajo el anterior contexto, examinadas las formalidades sobre la legitimación y la temporalidad de la presentación del libelo impugnatorio, se determina que es admisible el recurso y en consecuencia se procede al análisis de los motivos de impugnación.

II.- ANTECEDENTES:

Para dirimir el tema bajo estudio en el presente escrito, es imperativo tener conocimiento de los antecedentes que acompañan la gestión de la jubilada judicial, es por lo anterior, que se expone lo siguiente:

1. [bookmark: _Hlk143064312]En sesión N° 026-2023 del 27 de junio del 2023, artículo XX, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:

“(…)

Se acuerda: Con base en los argumentos anteriormente expuestos, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocida la gestión de la señora Bertila [sic] María Gutiérrez Villafuerte, pensionada judicial, presentada mediante escrito recibido el 8 de junio del 2023, donde solicita al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, abstenerse de realizar cualquier rebajo de instituciones bancarias o cooperativas sobre su pensión. 2.) Indicarle a la señora Gutiérrez Villafuerte, que esta Junta Administradora no media en este tipo de asuntos, debido a que el objeto de la presente solicitud es de carácter personal, por lo anterior, en caso de tener alguna disconformidad, deberá gestionar lo pertinente con la entidad en donde formalizó la operación crediticia. Asimismo, se le informa a la gestionante que las decisiones que toma esta Junta Administradora sobre este tema están apegadas al ordenamiento jurídico, véase el voto N° 7515-2008 emitido por la Sala Constitucional, en donde estipula que el proceder del Departamento de Financiero Contable no es arbitrario, debido a que el gestionante otorgó su consentimiento para las respectivas deducciones. 3.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, tomará nota para los fines correspondientes.

Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese”.

2. La Secretaría General de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, hizo el acuerdo anterior de conocimiento de la señora Gutiérrez Villafuerte, mediante oficio N° 0495-JUNAFO-2023 comunicado el 03 de julio del 2023.

3. La señora Bertila María Gutiérrez Villafuerte, mediante escrito físico presentado el 07 de julio del 2023, interpuso recurso de apelación en contra del acuerdo en sesión N° 026-2023 del 27 de junio del 2023, artículo XX. 

4. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N. ° 30-2023, celebrada el 27 de julio del año en curso, artículo III, al conocer la gestión de la señora Gutiérrez Villafuerte, acordó:

“…Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar a la Asesoría Jurídica, para que remita criterio jurídico sobre lo indicado por la señora Bertila María Gutiérrez Villafuerte, pensionada judicial, en el recurso presentado en contra de lo dispuesto por esta Junta en sesión N° 026-2023 del 27 de junio del 2023, artículo XX. …”

III.- PRETENSIONES Y FUNDAMENTO:

El libelo presentado por la señora Bertila María Gutiérrez Villafuerte, versa sobre los siguientes aspectos que se citan en forma textual:

“PRIMERO: La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) fue creada por Ley N. ° 9544, publicada el 22 de mayo de 2018 declarándose un órgano más del Poder Judicial, siendo parte del sector público costarricense, por lo cual está sujeta al ordenamiento jurídico administrativo-público y se encuentra bajo la de supervisión directa de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF). Siendo su meta permanente el garantizar una jubilación o pensión digna a la población afiliada a este régimen, lo cual no está sucediendo con mi persona, por la mala administración y aplicación de la ley.

SEGUNDO: Solicito el 8 de junio del presente año, la exclusión de mi pensión de cualquier rebajo, amparada en la ley, no por gusto o conveniencia propia, sino porque así la ley lo dictamina y es mi derecho fundamental después de muchos años laborando disfrutar mi pensión completa, para solventar mis necesidades.

ARTÍCULO 984.- No pueden perseguirse, por ningún acreedor, y en consecuencia no podrán ser embargados ni secuestrados en forma alguna:

1) Los sueldos, en la parte que el Código de Trabajo los declare inembargables. 
2) Las jubilaciones, pensiones y beneficios sociales del deudor y las pensiones alimenticias.

ARTICULO 3 Ley Integral para la Persona Adulta Mayor "g) La pensión concedida oportunamente, que le ayude a satisfacer sus necesidades fundamentales, haya contribuido o no a un régimen de pensiones.

TERCERO: Mediante resolución de la sesión N° 026-2023 celebrada el 27 de junio de 2023 del “Concejo", notificada el 3 de julio de 2023, se me niega mi derecho, sin ningún motivo legal, sin referirse adecuadamente a la documentación aportada y citas de referencia.

“1- "Relacionado a este tema, es menester mencionar que las deducciones a las cuales apunta la señora Bertila María Gutiérrez Villafuerte nacen de obligaciones crediticias adquiridas con otras entidades financieras, aplicando su autonomía de voluntad para contraerlas, sobre esto, es importante detallar que el concepto de autonomía es empleado para significar la "facultad de gobernar las propias acciones, sin depender de otro", quien goza de autonomía es el que puede darse, así mismo, las formas de autorregular su conducta, el carácter de autónomo implica autogobernarse, en ese sentido, las obligaciones contraídas por la señora Gutiérrez Villafuerte fueron establecidas bajo esta premisa."”

A saber, parafrasean términos jurídicos de un proceso civil, en el cual no nos encontramos, estamos hablando de un derecho superior en haras (Sic) de protección a la persona adulta mayor y pensionados, donde cabe resaltar no adquirí una obligación crediticia, soy fiadora, y el acreedor tendrá que hacer las gestiones en el juzgado de cobro para recuperar legalmente lo prestado al deudor y o ver como cobrar a los otros fiadores, ya que en estos pagares en cuestión hay más fiadores así como el deudor, todos ellos son trabajadores del poder judicial, a los cuales no se les aplica ningún rebajo. corrupción? Sera algo que investigar, no sé por quiénes está conformado este “concejo" de JUNAFO, si tiene intereses personales, si entre los acreedores hay beneficios para JUNAFO o su “concejo”, y por eso se brincan el marco legal, ya que en ninguna otra operadora de pensiones protegen a acreedores o funcionarios como en esta operadora, y cabe recalcar que ustedes como fondo administrador no deben de resolver lo que se haya firmado o no entre mi persona y acreedores, simplemente deben de resolver mi petición conforme a derecho, será la otra parte (a la que ustedes están beneficiando buscar en la legislación la manera de realizar el cobro pertinente a quien corresponda)

“2- Los contratos que firmen las personas con entidades crediticias están regulados por las voluntades de las partes (siempre y cuando no contraríen las leyes), tanto en las prestaciones de este, como en los lineamientos que se establezcan dentro del contrato, debido a esto, el fiador se compromete con el acreedor a pagar por el deudor, si este no lo hace. Es así que, cuando el fiador autorice una deducción voluntaria de sus ingresos, es porque así lo solicito bajo su facultad de gobernar las propias acciones, en aplicación del Principio de Autonomía de la Voluntad, esto se aclara, en razón de que esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, no es parte de ninguna forma en los contratos de cualquier tipo que celebren las personas jubiladas y pensionadas, aclarando, que la Dirección de la JUNAFO no es quien aplica las deducciones a los beneficios de jubilación y/o pensión, sino que es un servicio que se brinda a las entidades deductoras por medio de la Norma Operativa para la prestación de Servicios de Deducciones Automáticas, es decir, no media como parte de los contratos, solo brinda el servicio a las entidades deductoras.”

Una vez más, sin fundamento alguno, ya que ustedes no son jueces, y al caso que nos ocupa, los contratos de crédito los resuelven los juzgados especializados de cobro, las voluntades de partes a ustedes no les debe de interesar ya que como se indicó en el primer hecho su función es otra. Adicional falsamente indican que como fiador autorizo a rebajo de mi pensión, cuando no se indica en el pagare, y si así fuera, con solo la gestión de parte hacia el fondo de pensiones deben de cesar dichos rebajos; así que la única autonomía de la voluntad de la cual ustedes tienen que velar es la mía y la buena administración de mi pensión, y no desvirtuar sus funciones, y como lo indican ustedes no son parte, solo son los administradores de un fondo de dinero público para el beneficio y garantía de una buena calidad de vida del jubilado, no en procura de beneficios para acreedores a menos que estén ganando algo “por el servicio brindado a las entidades deductoras” de hacer estos rebajos. Y para terminar con la aclaración JUNAFO como administradora y quien gira el pago de la pensión, es la única entidad que puede tocar mi pensión y por ende es quien está cometiendo el delito de deducir pagos de mi jubilación, no otra entidad privada más que JUNAFO. 

“3- "Así mismo, la pensionada, de conformidad con el dictamen de la Procuraduría General de la Republica C-310-2020 del 4 de agosto de 2020, puede gestionar ante las entidades deductoras la no aplicación de los rebajos voluntaries pactados, teniendo presente que no se podrán aplicar contra la voluntad de la persona interesada, deducción alguna a su jubilación, sin embargo, se aclara nuevamente que la Dirección de la JUNAFO no aplica esas deducciones, las realiza cada una de las entidades, conforme al consentimiento de las partes en la formalización del contrato, por lo que la señora Gutiérrez Villafuerte debe externarle a la entidad respectiva, que no desea realizar o continuar realizando las transacciones que considere, mediante esa metodología, siendo competencia de las partes acordar lo que corresponda."

No sé, y me da vergüenza quien en el poder judicial no usa la lógica para algo tan claro como el agua y estampado en la ley, indican el dictamen C-310-2020 del 4 de agosto de 2020 de la Procuraduría General de la República, y cito:

C-310-2020 

MINISTERIO DE HACIENDA. DEDUCCIONES A JUBILACIONES Y PENSIONES.

NORMATIVA APLICABLE 

El Ministerio de Hacienda nos consultó sobre la posibilidad de que la Tesorería Nacional practique las deducciones establecidas en el artículo 69, inciso k), del Código de Trabajo, a las prestaciones económicas que reciben los jubilados y pensionados de los regímenes especiales de pensiones. Las preguntas concretas sobre las cuales se requirió nuestro criterio fueron las siguientes:

"1) ¿Puede la Tesorería Nacional aplicar a las pensiones y jubilaciones las deducciones establecidas en el artículo 69 inciso k del Código de Trabajo, así como las deducciones del marco legal tales como pensiones alimenticias y/o contribución solidaria, o únicamente las derivadas de la Ley 7531 Ley de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, ¿renta y la Caja Costarricense del Seguro Social?"

"2) ¿Debe la Tesorería Nacional aplicar en las deducciones las limitaciones de embargo y secuestro de acreedores a jubilaciones, pensiones, beneficios sociales del deudor y las pensiones alimenticias establecidas en el inciso 2 del artículo 984 del Código Civil?" Esta Procuraduría, en su dictamen C-310-2020, del 4 de agosto del 2020, suscrito por Julio Cesar Mesen Montoya, Procurador de Hacienda, arribo a las siguientes conclusiones: 

1.- Para llenar el vacío generado por la ausencia de disposiciones legales que regulen las deducciones que es posible practicara las prestaciones económicas que otorgan los regímenes especiales de pensiones, no es posible acudir al artículo 69, inciso k, del Código de Trabajo, pues la naturaleza jurídica del salario y los principios que se le aplican, son distintos a los que rigen las prestaciones económicas que otorga la seguridad social. 

2.- Para suplir la ausencia de normas legales que regulen la situación en estudio debe acudirse a lo dispuesto en el artículo 59 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), el cual establece que las prestaciones en dinero acordadas a los asegurados no podrán cederse, compensarse ni gravarse, y no son susceptibles de embargo, salvo en la mitad por concepto de pensiones alimenticias. 

3.- Las deducciones expresamente dispuestas en la ley, como son, por ejemplo, las relacionadas con cotizaciones, impuestos, contribuciones especiales, pago de pensiones alimenticias, etc., si deben ser deducidas de la prestación económica por jubilación o pensión, pues esas deducciones no son formas de "cesión" de la pensión en sentido estricto, sino retenciones legales, que no dependen de la voluntad del pensionado, ni de la de sus acreedores.

4.- El artículo 984, inciso 2, del Código Civil establece que no pueden perseguirse, por ningún acreedor y, en consecuencia, no podrán ser embargados ni secuestrados en forma alguna las jubilaciones, pensiones y beneficios sociales del deudor y las pensiones alimenticias. Esa norma, al no hacer distinción alguna entre pensiones del régimen general, y pensiones de regímenes sustitutivos, aplica por igual a ambas, ya no de manera supletoria, sino de forma directa.

5.- Nada impide al legislador, si así lo tiene a bien, regular las deducciones que sea posible practicar a las pensiones que otorgan los regímenes especiales, o los embargos que podrían practicarse a esos ingresos, salvaguardando siempre lo que podría catalogarse como una porción mínima intocable, a efecto de asegurar el pago de una prestación mínima suficiente, como ocurre con la porción intocable del salario a la que se refiere el párrafo primero del artículo 172 del Código de Trabajo. Lo subrayado no es del original.

Como pueden percatarse en la referencia indicada por ustedes, que NO se tocan las pensiones, por ningún acreedor y menos por ustedes, que no está por encima de la ley o cualquier otro régimen de pensiones, es claro y evidente que lo que están haciendo traerá repercusiones legales en contra de los funcionarios que administran mal el fondo y no cumplen su objetivo el cual es claro en la “Visión" del Fondo.

“Visión JUNAFO Ser un Fondo de Jubilaciones y Pensiones sostenible que contribuya al bienestar y calidad de vida de las personas beneficiarias, de conformidad con los principios y valores del régimen." 

Todo lo contrario, están haciendo con las atribuciones que se están tomando. Indican en su contestación (punto 3) “teniendo presente que no se podrán aplicar contra la voluntad de la persona interesada”, JUNAFO ya tiene presente que no quiero se me apliquen y lo continúan haciendo, o sea haciéndome más daño y causándome perjuicios hasta en mi salud por no contar con el dinero suficiente para mis necesidades básicas, del mismo punto se aprecia "sin embargo, se aclara nuevamente que la Dirección de la JUNAFO no aplica esas deducciones, las realiza cada una de las entidades”; no sabía que quienes operaban y administraban el fondo fuesen instituciones crediticias privadas que podían aplicar deducciones cuando quisieran, entonces la JUNAFO debe de desaparecer. Entiéndase una vez por todas, que lo que se haya firmado por parte del deudor no aplica igual para el fiador, y sea lo que se haya indicado ahí es el Juzgado Especializado de Cobro el que debe de resolver y no ustedes como Fondo de Pensiones que a todas luces es parcial a beneficio de las instituciones de crédito a las cuales como indican ustedes brindan un servicio y por ende están ganando algún beneficio. 

CUARTO: Según el acuerdo tornado por JUNAFO, debo de ir donde cada actor crediticio a solicitar que por favor no me rebajen a mi persona, y que se lo rebajen al deudor o a los otros fiadores, los cuales tiene/sus salaries en el Poder Judicial o fuera de este. Como que, si ya no se ha realizado en numerosas ocasiones, no estoy pidiendo ayuda ni a ustedes ni a ninguna otra institución, estoy solicitando de una vez por todas NO SE TOQUE Ml PENSION, por mi propia voluntad, con los argumentos legales que existen y no alguno contrario a ello como lo están haciendo ustedes. Y Obviamente lo que suceda con la entidad crediticia y los deudores no es de objeto de trabajo o mediación de JUNAFO, para eso están los Juzgados de Cobro, simplemente el Fondo debe de depositarme completamente mi pensión, ya que por voluntad propia v respaldada en el derecho es lo que estoy solicitando. así a partir de ahí serán estas entidades las que deberán realizar la gestión judicial pertinente, y ustedes proteger a sus afiliados y no a instituciones privadas.”

IV.- SOBRE EL FONDO DE LA GESTIÓN:

La jubilada judicial inicia su recurso alegando que se le está negando su solicitud de que no se hagan rebajos al monto de jubilación por concepto de los créditos en los que figura como fiadora, sin indicar un motivo legal, es por ello que debe hacerse hincapié en que las decisiones que toma la Junta Administradora, no son tomadas de manera arbitraria por sus integrantes, si no que las mismas utilizan como insumos los criterios que se hayan emitido en temas relacionados, así como la jurisprudencia y la normativa. Así, por ejemplo, en un caso similar, la Sala Constitucional, mediante resolución N.º 07515 – 2008 del 30 de abril del 2008, refirió:

“De otra parte, el derecho a un debido proceso no fue lesionado por el Departamento Financiero Contable del Poder Judicial, toda vez que las deducciones practicadas no son por concepto de embargos, la cesión o traspaso de su jubilación y, mucho menos, se fundan en un acto de la autoridad recurrida, tendente a recuperar sumas giradas de más, sin previa notificación al afectado. Por el contrario, son deducciones por obligaciones contraídas por el amparado, las cuales fueron aplicadas, de acuerdo con el informe del Jefe del Departamento recurrido, con vista en los documentos que acreditaban la aquiescencia de (…). Por haber otorgado su asentimiento, no puede acudir en esta oportunidad, ante esta Sala, a calificar el proceder del Departamento Financiero Contable del Poder Judicial como arbitrario. Determinar si la autorización otorgada, al momento de contraer la deuda, pierde su efecto al jubilarse, es un asunto propio de la jurisdicción común. Por consiguiente, si tiene alguna inconformidad con las condiciones en las cuales suscribió los créditos, y la forma en la cual debe pagarlos, puede acudir, si lo tiene a bien, a la vía judicial competente” 

En ese mismo sentido, de manera general debe indicarse que, en materia de jubilaciones, la norma genérica del 984 del Código Civil dispone en lo que interesa: 

“ARTÍCULO 984.- No pueden perseguirse, por ningún acreedor, y en consecuencia no podrán ser embargados ni secuestrados en forma alguna: (…) 

2) Las jubilaciones, pensiones y beneficios sociales del deudor y las pensiones alimenticias”. 

De su parte, la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) como norma especial, en el artículo 231, el cual establece: 

“Artículo 231- Excepto por pensión alimentaria, no son susceptibles de embargo, ni de venta, cesión o cualquier otra forma de traspaso, las jubilaciones y las pensiones, ni el Fondo establecido para cubrirlas”.

Sin embargo, lo primero que debe resaltarse de la redacción de dichos numerales, es que ambos hacen alusión al embargo o secuestro, haciendo ver la imposibilidad imperante de aplicar dichas figuras en temas de seguridad social, no obstante, estas distan sustancialmente de la figura de deducción y ahí radica el quid del asunto.

Como se ha dicho, la norma lo que impide es el embargo o el secuestro de las pensiones o jubilaciones por parte de los acreedores, por lo que resulta de importancia la definición de estos términos. El embargo, según la Real Academia Española (RAE), debe entenderse como la “Traba de bienes para afectarlos a la ejecución de una resolución administrativa o judicial” mientras que una definición dada por la enciclopedia jurídica al secuestro lo establece como la "situación de custodia de una cosa mientras se decide quién tiene derecho a la misma", figuras que son completamente diferentes de la deducción, entendida por la RAE como la “cantidad que se rebaja del importe de una operación”.
 
Ahora bien, el supuesto de hecho que contempla el numeral 984 citado no es de aplicación al caso en concreto, por cuanto no se está en presencia de un embargo o secuestro de la pensión de la señora Gutiérrez Villafuerte, sino de deducciones aplicadas a su jubilación, mismas que nacen de las obligaciones crediticias adquiridas, aplicando su autonomía de voluntad para contraerlas, independientemente de que lo haya hecho en calidad de deudora o de fiadora, ya que lo que resulta relevante es que con ello adquirió el compromiso de responder ante los acreedores por los pagos mensuales.

Además, como se indicó en el acuerdo adoptado por el Órgano de Dirección en sesión N. ° 26-2023, artículo XX, la Dirección de la JUNAFO no es quien aplica las deducciones a los beneficios de jubilación y/o pensión, sino que es un servicio que se brinda a las entidades deductoras por medio de la Norma Operativa para la Prestación de Servicios de Deducciones Automáticas, es decir, la Junta Administradora no media como parte de los contratos, solo brinda el servicio a las entidades deductoras y ello no representa ningún beneficio particular para el Fondo.

En otro orden de ideas, debe indicarse que no lleva razón la gestionante al señalar que ella no adquirió una obligación crediticia, sino que es fiadora, pues, en efecto, al aceptar ser fiadora en un crédito, la señora Gutiérrez Villafuerte está asumiendo como propias las consecuencias del impago de dicha operación, en el entendido que ha manifestado voluntariamente, responder por las mismas en caso de que la persona deudora no honre las deudas. Así las cosas, aunque doña Bertila no figure como deudora, en definitiva, la obligación de cancelarla recae automáticamente sobre esta en su calidad de fiadora.

La recurrente señala que la JUNAFO se está brincando el marco legal y que el órgano colegiado está incurriendo en corrupción al procurar beneficiar a sus acreedores en su perjuicio. Al respecto debe apuntarse que, contrario a lo sugerido por la impugnante, la Junta Administradora ha actuado dentro de los lineamientos legales establecidos, pues se insiste, acceder a la solicitud de doña Bertila, no es una facultad que tenga el órgano, antes bien, como ya se le indicó, se requiere una disposición jurisdiccional para dejar de aplicar las deducciones automáticas, no es algo que se pueda realizar de otra forma, por cuanto no se está en presencia de un embargo, donde las circunstancias sería muy diferentes.

Continúa indicando la jubilada judicial que la Junta como administradora del Fondo es la única entidad que puede tocar su pensión y por ende es quien está cometiendo el delito de deducir pagos de su jubilación. Las anteriores manifestaciones no tienen relación con aspectos de fondo a los que esta Junta Administradora pueda referirse, por lo que se le hace saber a la señora Gutiérrez que si considera oportuno debe activar el aparato judicial para interponer una denuncia formal, está en todo su derecho.

Asimismo, señala que a la JUNAFO no le corresponde actuar como un órgano jurisdiccional resolviendo los contratos de crédito que haya suscrito y que debe limitarse a resolver su petición. En efecto, lleva razón la gestionante con senda afirmación, la Junta no pretende adjudicarse competencias que no le corresponden, a contrario sensu, se le ha indicado a doña Bertila que la solicitud de detener las retenciones automáticas, es un asunto que debe gestionar por sí misma ante las entidades financieras correspondientes. La JUNAFO no está resolviendo los contratos como lo hace ver la señora Gutiérrez, únicamente brinda un servicio a las entidades deductoras con base en la Norma Operativa para la Prestación de Servicios de Deducciones Automáticas. 

Refiere la accionante que lo que se haya firmado por parte del deudor no aplica igual para el fiador y que independientemente de lo que se haya indicado en dichos contratos, es el Juzgado Especializado de Cobro el que debe de resolver y no la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la cual, aduce, es a todas luces parcial a beneficio de las instituciones de crédito a las cuales le brindan un servicio. Como ya se ha apuntado líneas arriba, esta Junta no se ha arrogado facultades que por ley están destinadas a órganos jurisdiccionales. Amén de lo anterior, no son de recibo las manifestaciones de la jubilada judicial al sugerir que el órgano que se representa está actuando contra derecho por tener intereses comprometidos con las entidades financieras, tales aseveraciones no solo carecen de sustento probatorio, si que además no guardan relación con el fondo del asunto, razón por la cual no procede pronunciamiento sobre ello.

Finalmente, es menester adicionar en el presente texto que la Ley 9918 “Reforma Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor”, denominada “Ley de Usura”, tuvo como objetivos fijar límites a las operaciones financieras, imponer deberes de publicidad de la información relativa a los créditos y una serie de obligaciones hacia los oferentes de créditos. En ese texto, se adicionó un transitorio importante que concuerda con la tesis de este escrito, el cual indicó: 

“Las condiciones sobre la forma de pago establecidas en los contratos de todas aquellas operaciones de crédito vigentes antes de la entrada en vigencia de la Ley 9859, Adición de los Artículos 36 bis, 36 ter, 36 quater, 44 ter y de los Incisos g) y h) al Artículo 53, y Reforma de los Artículos 44 bis y 63 de la Ley 7472, Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, de 20 de diciembre de 1994, deberán seguir siendo deducidas de los salarios y las pensiones de los trabajadores y jubilados, según corresponda, de acuerdo con los términos convenidos y autorizados por los deudores y las entidades oferentes de crédito. Dicha condición estará vigente hasta la cancelación de la operación crediticia”. (El resaltado se adiciona). 

En ese orden de ideas, el legislador esclarece que no se trata de un tipo de cesión de beneficio, sino más bien de una obligación del deudor conforme a los términos pactados en el contrato con la entidad respectiva, situaciones que se deben resolver en la vía judicial correspondiente, en caso que exista contención entre las partes del contrato.

V.- CONCLUSIÓN: 

Bajo los anteriores razonamientos, se concluye que la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el acuerdo tomado en sesión N.º 26-2023 del 27 de junio del 2023, artículo XX, valoró en forma adecuada la gestión planteada y actuó acertadamente al indicarle a la señora Gutiérrez Villafuerte, que la JUNAFO no media en asuntos como el pretendido por esta. Queda demostrado que la Junta Administradora, actuó en el presente caso, de manera transparente y con probidad en su análisis.

VI.- RECOMENDACIONES:

1.- Esta Asesoría Jurídica recomienda a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mantener lo acordado en sesión N.º 26-2023 del 27 de junio del 2023, artículo XX, en consecuencia, rechazar la gestión presentada por la jubilada judicial Bertila María Gutiérrez Villafuerte, tomando en cuenta que las actuaciones realizadas, estuvieron apegadas a derecho, conforme a los elementos anteriormente expuestos.

2.- Se sugiere dar por agotada la vía administrativa.

De esta forma, se deja rendido el criterio solicitado en sesión N° 030-2023 celebrada el 27 de julio de 2023, artículo III, para lo que a bien estime disponer la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”.
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por recibido el criterio jurídico remitido mediante oficio N.° 0074-AJ/DJA-2023 del 18 de setiembre de 2023, suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, asesores jurídicos interinos de la Dirección de la JUNAFO, solicitado por este órgano colegiado en sesión N.° 030-2023 celebrada el 27 de julio de 2023, artículo III, sobre la procedencia y admisibilidad del recurso de apelación presentado por la señora Bertila María Gutiérrez Villafuerte en contra del acuerdo tomado en sesión N.º 26-2023 del 27 de junio del 2023, artículo XX. 2.) Acoger en todos sus extremos las recomendaciones indicadas en el criterio supra citado, por lo tanto, se mantiene lo acordado en sesión N.º 26-2023 del 27 de junio del 2023, artículo XX y, en consecuencia, se rechaza el recurso de reconsideración presentado por la jubilada judicial Bertila María Gutiérrez Villafuerte, tomando en cuenta que esta Junta Administradora, actuó en el presente caso, de manera transparente y con probidad en su análisis, apegados a derecho, conforme a los elementos anteriormente expuestos, en el entendido de que, valoró en forma adecuada la gestión planteada y procedió acertadamente al indicarle a la señora Gutiérrez Villafuerte, que este órgano no media en asuntos como el pretendido por la accionante. En otro orden de ideas, debe indicarse que no lleva razón la gestionante al señalar que ella no adquirió una obligación crediticia, sino que es fiadora, pues, en efecto, al aceptar ser fiadora en un crédito, la señora Gutiérrez Villafuerte está asumiendo como propias las consecuencias del impago de dicha operación, siendo que ha manifestado voluntariamente, responder por las mismas en caso de que la persona deudora no honre las deudas, así las cosas, aunque doña Bertila no figure como deudora, en definitiva, la obligación de cancelarla recae automáticamente sobre esta en su calidad de fiadora. 3.) Por lo anterior, esta Junta Administradora da por agotada la vía administrativa, en cuanto a que la etapa recursiva se tiene por finalizada. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la persona gestionante. 5.) La Dirección de la JUNAFO y la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, tomarán nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc146272615]ARTÍCULO VI
Documento N° 929-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 073CJ-2023 del 14 de setiembre de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice: 
“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN POR TIEMPO Y EDAD CUMPLIDOS

Solicitud de Jubilación presentada por FRANK EBODIO PÉREZ VEGA, cédula Nº 06-0144-0566, a partir del 16 de octubre del 2023.

Al 15 de octubre del 2023, ella señora [sic] FRANK EBODIO PÉREZ VEGA habrá laborado para este Poder por espacio de 33 años, 9 meses, 28 días.

TOTAL TIEMPO SERVIDO: 33 años, 9 meses, 28 días.

TOTAL TIEMPO RECONOCIDO: 0 años, 0 meses, 0 días.

TOTAL GENERAL: 33 años, 9 meses, 28 días.

EDAD: 64 años, 5 meses, 10 días.

ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD: INVESTIGADOR 2, DIRECCION GENERAL

NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD: 55638

ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO: INVESTIGADOR 2, DIRECCION GENERAL

PUESTO(S) DE REAJUSTE: INVESTIGADOR 2, 100.00 %

Datos de referencia:

ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 1.475.785,84

TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢491,879.42 es la tercera parte (Monto mínimo establecido por la Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual) 33,33%)

SALARIO PROMEDIO: ¢ 1,801,842.57

NORMA LEGAL: “El señor Pérez Vega cumplía con el requisito de la edad antes de la entrada en vigencia de la reforma del título IX de la Ley N.º 7333, reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley N.° 9544)"

FÓRMULA APLICADA:
[image: Texto, Carta

Descripción generada automáticamente]

	MONTO DE JUBILACIÓN:
	¢ 1,801,842.57 (100.00% del salario promedio de los veinticuatro mejores salarios)



Información adicional:

Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

Se adjunta certificación de la Inspección Judicial, donde se informa que no registra causas disciplinarias en trámite.

Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo.

Notificaciones: (…)

Correcciones disciplinarias:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

Consideraciones relevantes:

(…)

Anexos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

(…)”.

- 0 -
Mediante oficio N° 261-SAF/DJA-2023 del 08 de setiembre de 2023, el Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la JUNAFO, hace constar que el funcionario judicial Frank Pérez Vega, no posee deudas pendientes de cobro por concepto de reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, o sumas pagadas de más por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Asimismo, se adjunta oficio N° PJ-DGH-CAP-449-2023 del 13 de setiembre de 2023, del Subproceso de Gestión de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, mediante el cual informa que, revisado el control de becas y contratos gestionados por ese Subproceso, el señor Pérez Vega, no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.
Por otra parte, se adjunta constancia del Tribunal de la Inspección Judicial de las trece horas treinta minutos del siete de setiembre del dos mil veintitrés, que indica que, en los sistemas informáticos de ese Tribunal, a nombre de Frank Pérez Vega, no se encuentran procesos disciplinarios en trámite.
Se acuerda:	Una vez analizada la gestión anterior y tomando en consideración que el señor Frank Pérez Vega, a la fecha cumple con todos los requisitos de ley, éste se jubilará bajo los preceptos de la Ley N° 7333 por cuanto antes del vencimiento del plazo del transitorio VI de la Ley N° 9544 (22 de noviembre de 2019), había cumplido con el requisito de tener 60 años o más, sin haber cumplido los 30 años o más de servicio para el Poder Judicial, de conformidad con lo indicado en el artículo 225 inciso b) de la Ley N° 7333, para optar por las condiciones de una jubilación anticipada, por cuanto puede acogerse a su derecho jubilatorio con las condiciones definidas por dicha ley, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Aprobar los cálculos de la jubilación del licenciado Frank Pérez Vega, investigador 2 de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, cuya asignación mensual bruta será de ¢ 1.801.842,57 (un millón ochocientos un mil ochocientos cuarenta y dos colones con cincuenta y siete céntimos) menos las deducciones de Ley correspondientes, a partir del 16 de octubre del 2023. 2.) Se previene al licenciado Pérez Vega, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo, según lo establece el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además, se le informa que debe estarse a lo establecido en el artículo 686 del Código de Trabajo, que indica: “Los servidores públicos que reciban auxilio de cesantía no podrán ocupar cargos remunerados en ninguna dependencia del Estado, durante un tiempo igual al representado por la suma recibida por dicho concepto o bajo otro título, por indemnización, reconocimiento de antigüedad o cualquier otra prestación similar pagada por la parte empleadora que se origine en la terminación de la relación de servicio, a excepción de los fondos de capitalización laboral. Si dentro de ese lapso llegaran a aceptar algún cargo quedarán obligados a reintegrar al Tesoro Público las sumas recibidas y deducirán aquellas que representen los salarios que hubieran devengado durante el tiempo en que permanecieron cesantes”. 3.) Asimismo, se previene al licenciado Pérez Vega, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con la advertencia de que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior. 5.) La Dirección de Gestión Humana, la Dirección de la JUNAFO y la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, tomarán nota para los fines consiguientes.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc146272622][bookmark: _Toc137835253][bookmark: _Toc140863291][bookmark: _Toc141180317]ARTÍCULO VII
Documento N° 930-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 074CJ-2023 del 14 de setiembre de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice: 
“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN POR INCAPACIDAD ABSOLUTA Y PERMANENTE

En cumplimiento con lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 96-19 celebrada el 05 de noviembre del 2019, artículo LXXVI y de acuerdo con el dictamen médico de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, procedemos a presentar los cálculos de jubilación y el informe donde se separa por Incapacidad Absoluta y Permanente a MARTA EUGENIA CHAVERRI MORA, cédula N° 01-0710-0374 a partir del 16 de octubre del 2023.

Al 15 de octubre del 2023, la señora MARTA EUGENIA CHAVERRI MORA habrá laborado para este Poder por espacio de 27 años, 9 meses, 19 días.

TOTAL TIEMPO SERVIDO: 27 años, 9 meses, 19 días.

TOTAL TIEMPO RECONOCIDO: 0 años, 0 meses, 0 días.

TOTAL GENERAL: 27 años, 9 meses, 19 días.

EDAD: 55 años, 11 meses, 13 días.

ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD: TÉCNICO JUDICIAL 1

NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD: 6667

ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO: TÉCNICO JUDICIAL 1, JUZGADO TRANSITO II CIRC.JUD. SAN JOSE

PUESTO(S) DE REAJUSTE: TÉCNICO JUDICIAL 1, 100.00 %

Datos de referencia:

ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 1.003.408,13

TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 144,585.54 es la tercera parte (Monto mínimo establecido por la Ley Ley Orgánica 9544 articulo 225)

SALARIO PROMEDIO: ₡1.002.875,61

NORMA LEGAL: "Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica 9544."

FÓRMULA APLICADA:
27 años, 9 meses, 19 dias (240) + % salario escolar * variaciones en el IPC en cada uno de los meses / 240 = Salario Promedio

Salario Promedio * 83% = Salario Referencia

Total del tiempo servido / 35 años que estipula la ley actual = Porcentaje de beneficio

Salario de referencia * Porcentaje de beneficio = Monto de jubilación

	MONTO DE JUBILACIÓN:
	¢ 661,218.97 (79.44% del salario promedio de los doscientos cuarenta últimos salarios)

	PORCENTAJE DE JUBILACIÓN:
	79.44% del 83%



Información adicional:

Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.

Se anexa hoja de criterio de Comisión Calificadora del Estado de Invalidez.

Notificaciones: (…)

Correcciones disciplinarias:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

Consideraciones relevantes:

Conforme al acuerdo del Consejo Superior, se comunica el resultado de la valoración en conjunto con la jubilación proyectada.

Conforme al índice de salarios vigente, el salario más bajo cancelado corresponde a la clase Auxiliar de Servicios Generales 1, que registra un monto de ¢433,800.00, con lo cual, según lo establecido por la ley 9544, el tope mínimo para efectos de jubilación correspondería a la tercera parte del salario indicado, estableciendo el monto en ¢144,585.54.

Para efectos del cálculo del monto de jubilación la ley 9544 establece en su artículo 227: a) Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera disponibles…

Para el presente caso, la señora MARTA EUGENIA CHAVERRI MORA cuenta con 27 años, 9 meses, 19 días, laborados en el poder Judicial quedando el cálculo con 240 salarios.

Articulo 233..."Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló..."

(…)

Anexos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

(…)”
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Mediante oficio N° 262-SAF/DJA-2023 del 08 de setiembre de 2023, el Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la JUNAFO, hace constar que la funcionaria judicial Marta Chaverri Mora, no posee deudas pendientes de cobro por concepto de reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, o sumas pagadas de más por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Asimismo, se adjunta oficio N° PJ-DGH-CAP-449-2023 del 13 de setiembre de 2023, del Subproceso de Gestión de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, mediante el cual informa que, revisado el control de becas y contratos gestionados por ese Subproceso, la señora Chaverri Mora, no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.
Por otra parte, se adjunta constancia del Tribunal de la Inspección Judicial de las trece horas treinta minutos del siete de setiembre del dos mil veintitrés, que indica que, en los registros informáticos de ese Tribunal, sí hay registro de proceso disciplinario en trámite a nombre de Marta Chaverri Mora, seguido bajo el expediente N° (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).
Finalmente, se adjunta la hoja de criterio de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS de la sesión N° 316-2023 del 03 de agosto del 2023.
Manifestaciones:
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, expresa: “Me parece que hay que indicarle que en virtud de la causa disciplinaria que existe pendiente, se le remitirá oficio al Consejo Superior para lo referente al pago de las prestaciones legales correspondientes ¿no les parece?”.
La licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina de la Dirección de la JUNAFO, consulta: “¿Sería un punto adicional?”.
[bookmark: _Hlk135747277]El integrante presidente Segura Solís, indica: “Sería no decirle esto que le estamos diciendo, porque parece que le estamos diciendo que le estamos pagando la cesantía”.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “Creo que más bien, eso mismo que usted está diciendo, sería incluirlo como un punto 5 en la propuesta de acuerdo, porque lo que usted leía es lo que está citado en la Ley, en el artículo 686 del Código de Trabajo, pero si podríamos decirlo en la parte donde se le va a decir al Consejo, que entonces se le copie al Consejo Superior, a la Dirección de Gestión Humana y a la Inspección Judicial para lo correspondiente al cálculo de la cesantía. 
Me parece que más bien es ahí donde deberíamos hacer la salvedad como Junta, don Juan Carlos”.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, expresa: “Igual en la misma línea que don Rodrigo, idéntico, porque ahí donde metemos esta parte de la Inspección Judicial indicándole tanto… y a la persona por supuesto”.
El integrante presidente Segura Solís, señala: “Entonces sería en el punto 5, hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial, así como de la Inspección Judicial y la Dirección de Gestión Humana”.
El integrante Quesada Madrigal, añade: “Basados en el artículo 685 del Código de Trabajo”.
Se acuerda:	Una vez analizada la gestión anterior, con base en el acuerdo tomado por la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS, en sesión N° 316-2023 del 03 de agosto de 2023, donde se declara en estado de invalidez a la señora Marta Chaverri Mora, así como del informe técnico oficio N° 074CJ-2023 del 14 de setiembre de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Aprobar la jubilación por incapacidad absoluta y permanente de la señora Marta Chaverri Mora, técnica judicial 1 del Juzgado de Tránsito del Segundo Circuito Judicial de San José, a partir del 16 de octubre del 2023. 2.) Aprobar los cálculos de la jubilación a favor de la señora Chaverri Mora, realizados de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, cuya asignación mensual bruta será de ¢661.218,97 (seiscientos sesenta y un mil doscientos dieciocho colones con noventa y siete céntimos), menos las deducciones de Ley correspondientes. 3.) Se hace de conocimiento de la señora Chaverri Mora lo indicado en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que en lo que interesa señala: “…Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló”. Además, se le informa que debe estarse a lo establecido en el artículo 686 del Código de Trabajo, que indica: “Los servidores públicos que reciban auxilio de cesantía no podrán ocupar cargos remunerados en ninguna dependencia del Estado, durante un tiempo igual al representado por la suma recibida por dicho concepto o bajo otro título, por indemnización, reconocimiento de antigüedad o cualquier otra prestación similar pagada por la parte empleadora que se origine en la terminación de la relación de servicio, a excepción de los fondos de capitalización laboral. Si dentro de ese lapso llegaran a aceptar algún cargo quedarán obligados a reintegrar al Tesoro Público las sumas recibidas y deducirán aquellas que representen los salarios que hubieran devengado durante el tiempo en que permanecieron cesantes”. 4.) Asimismo, se previene a la señora Chaverri Mora que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de la JUNAFO, con la advertencia de que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial, del Tribunal de la Inspección Judicial y de la Dirección de Gestión Humana, para que, una vez que se resuelva el proceso disciplinario en trámite seguido bajo el expediente N° (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), proceda con lo correspondiente a la cesantía, según lo normado en el artículo 685 del Código de Trabajo, que en lo concerniente señala: “(…) Los procesos disciplinarios pendientes contra un servidor público que renuncie o se jubile deberán continuar y se suspenderá el pago de la cesantía que pudiera corresponderle, la cual solo se hará efectiva cuando se declare la improcedencia del despido sin responsabilidad para la parte empleadora”. 6.) La Dirección de la JUNAFO y el Juzgado de Tránsito del Segundo Circuito Judicial de San José, tomarán nota para los fines consiguientes.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc146272620][bookmark: _Toc137835252][bookmark: _Toc140863290][bookmark: _Toc141180316]ARTÍCULO VIII
Documento N° 1461-2021, 922-2023
En sesión N° 50-2021 del 13 de diciembre de 2021, artículo X, se analizó la solicitud de pensión incoada por la señora Secundina Amador Amador, en calidad de compañera en unión de hecho del jubilado judicial fallecido Carlos Sosa Jiménez, así como el informe número 0573-PF-2021 suscrito por el licenciado Fabián Salas Fernández, jefe interino del Proceso Financiero y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, y este órgano colegiado, denegó la solicitud de pensión formulada por la señora Amador Amador, toda vez que según la declaración jurada aportada y consulta realizada en esa oportunidad en la página del Tribunal Supremo de Elecciones el estado civil de la señora Amador Amador era “casada” y según lo que la legislación actual establece que, el compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, debe haber convivido por lo menos tres años previos al deceso y tener ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil; que en el caso bajo estudio no se cumplía.
La Secretaría General de la JUNAFO hizo el acuerdo anterior de conocimiento de la señora Secundina Amador Amador mediante resolución N° 141-2021 de las quince horas y seis minutos del catorce de diciembre del dos mil veintiuno.
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, oficio N° 0561-JP/DJA-2022 [sic] del 14 de setiembre de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino, el máster Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice: 
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se informa que en fecha 06 de julio de 2023, la Unidad de Cálculo de Beneficios de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, recibió por segunda ocasión la gestión formulada por la señora Secundina Amador Amador, cédula 08-0065-0104, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión en calidad de compañera de unión de hecho, del jubilado judicial fallecido Carlos Manuel de los Ángeles Sosa Jiménez 01-0592-0447, cuyo deceso acaeció el 30 de octubre de 2021.

I. Antecedentes:

1. En fecha 17 de noviembre de 2021, se recibió primera solicitud de pensión de la señora Amador Amador, en calidad de compañera en unión de hecho. 

Como parte de la documentación presentada para el trámite de pensión, en ese momento la señora Amador aportó declaración jurada indicando:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

Respecto al matrimonio, este dato fue constatado en consulta realizada a la página web del TSE.

2. En virtud de lo anterior, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.º 050-2021, del 13 de diciembre de 2021, artículo X, dispuso lo siguiente:

“(…) se acuerda por unanimidad: 1.) Denegar la solicitud de pensión que formula la señora Secundina Amador Amador, en calidad de compañera en unión de hecho irregular del jubilado judicial fallecido Carlos Sosa Jiménez, toda vez que según declaración jurada aportada y consulta realizada en la página del Tribunal Supremo de Elecciones su estado civil actual es “casada” y la legislación actual establece que, el compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, debe haber convivido por lo menos tres años previos al deceso y tener ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil; que en el caso bajo estudio no se da (…)” el resaltado no pertenece al original

3. En consulta realizada el 25 de agosto de 2023 por la Unidad de Cálculo de Beneficios a la página web del Tribunal Supremo de Elecciones se encontró registro del divorcio de la señora Amador Amador, a partir del 07 de setiembre de 2022, fecha posterior al fallecimiento del señor Sosa Jiménez.

II. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, en su artículo N.° 228, estipula lo siguiente:

“[…] Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

“…b) El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil.” (Énfasis agregado).

III. Conclusiones 

Conforme la normativa que regula la materia de jubilaciones y pensiones, no es posible tramitar la solicitud de la señora Amador Amador, toda vez que, según consulta realizada en la página del Tribunal Supremo de Elecciones su estado civil actual es “divorciada”, no obstante, al momento del fallecimiento se mantenía en condición de “casada” y la legislación vigente establece que ambas personas, al momento del fallecimiento (que para este caso fue el 30 de octubre de 2021) deben tener aptitud legal para contraer nupcias, conforme a la legislación civil.

IV. Recomendaciones

Con base en todo lo antes expuesto, se recomienda rechazar la gestión planteada por la señora Amador Amador y el archivo de las presentes diligencias.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

· Medios de notificación: 

(…)”.

- 0 -
Manifestaciones:
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, indica: “Ella presenta una declaración jurada donde quiere demostrar que desde el año 1986 estaba unida por una unión de hecho con el jubilado, pero esa no es la prueba suficiente para declarar la unión de hecho regular, ella estaba en una unión de hecho irregular, por lo tanto, hay que denegársela”.
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, señala: “Básicamente para reiterar el tema, de que, al momento de la muerte del jubilado, ella todavía se encontraba casada con otra persona y entonces no cumplía con lo que establece el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, en el inciso b, leo literalmente:
“[…]

“…b) El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil”.

- 0 -
Ese el “…tuvieran ambos aptitud legal…”, es lo que estaría incumpliendo y es puntualmente por lo cual, al menos desde el punto de vista de la Administración no se puede hacer otra cosa más que rechazar la solicitud de pensión”.
El integrante presidente Segura Solís, señala: “Así es”.
Se acuerda:	Una vez analizada la segunda solicitud de pensión incoada por la señora Secundina Amador Amador, en calidad de compañera de unión de hecho, del jubilado judicial fallecido Carlos Manuel de los Ángeles Sosa Jiménez, así como lo indicado en el oficio N° 0561-JP/DJA-2022 [sic] del 14 de setiembre de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino, el máster Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y por la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la JUNAFO, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Denegar la nueva solicitud de pensión presentada por la señora Secundina Amador Amador en fecha 06 de julio de 2023, ya que, tal como se tuvo por demostrado en acuerdo tomado por esta Junta en sesión N° 50-2021 del 13 de diciembre de 2021, artículo X, al momento del fallecimiento del jubilado judicial Carlos Sosa Jiménez, doña Secundina mantenía con este una unión de hecho irregular, por cuanto permanecía unida en vínculo matrimonial con el señor Gilberto Carrera Moreira, lo que implica que, pese a haber convivido en unión de hecho por tantos años con el señor Sosa Jiménez, no contaba con el requisito obligatorio de tener aptitud legal para contraer matrimonio con este, según lo estipulado en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, que en lo interesa dice literalmente: “…b) El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil”, razón por la cual, adolecía la gestionante de los requisitos fundamentales para ser considerada acreedora del derecho a pensión por sobrevivencia. Es menester indicar que, el hecho de haber procedido doña Secundina a divorciarse del señor Carrera Moreira en fecha 07 de setiembre de 2022, en nada viene a modificar el acuerdo tomado por este órgano colegiado en sesión N° 50-2021 del 13 de diciembre de 2021, artículo X, por cuanto dicho divorcio tuvo lugar en fecha posterior al deceso del jubilado judicial, es decir, aunque ahora tenga aptitud legal para casarse, no la tenía para el momento en que tuvo lugar el hecho generador que da pie a la posibilidad de acceder al beneficio de pensión, sea este, el fallecimiento del señor Sosa Jiménez. Así las cosas, no existiendo ningún elemento probatorio que desvirtúe la decisión tomada por esta Junta Administradora, se mantiene lo resuelto por este órgano colegiado en sesión N° 50-2021 del 13 de diciembre de 2021, artículo X. 2.) Notifíquese el presente acuerdo a la persona interesada. 3.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para el archivo de las diligencias.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc146272624]ARTÍCULO IX
Documento N° 925-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, oficio N° 0584-JP/DJA-2023 del 11 de setiembre de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino, el máster Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice: 
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Reneé Idalí Castillo Rodríguez, cédula de identidad 02-0214-0111 en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido William Laverde Venegas cédula de identidad 07-0031-0106, cuyo deceso acaeció el 15 de mayo del 2023.

V. Origen

Esta Dirección en fecha 16 de junio del 2023 (24 días hábiles posterior a la muerte), recibió la gestión de la señora Reneé Idalí Castillo Rodríguez, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su cónyuge. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante. 

VI. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N.° 23-001097-0735-TS y recibido por esta Dirección el 18 de julio de 2023, así como aclaración enviada mediante correo electrónico del 07 de setiembre del año en curso, suscritos por la Licenciada Roxana María Barrantes Cambronero, Perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Castillo Rodríguez.

VII. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

“(…) La señora Reneé Idalí Castillo Rodríguez, es costarricense, portadora de la cédula de identidad número 0202140111, viuda, ama de casa, contabiliza ochenta y uno años de edad, cuenta con primer grado de estudios primarios (no lee ni escribe), se constituye en la solicitante al beneficio de pensión, tramitado ante el fallecimiento de su esposo William Laverde Venegas (el 15 de mayo del 2023), quien al momento de su deceso era jubilado del Fondo de Pensiones del Poder Judicial.

En cuanto al vínculo de la señora Castillo respecto al señor Laverde se conoció que se unieron en matrimonio el 15 de febrero de 1964, producto de la unión procrearon tres hijos: Walter Laverde Castillo (quien egresó del hogar al casarse, falleció a los veintisiete años de edad el 03 de marzo de 1992), Johnny Laverde Castillo, (el cual se mantuvo viviendo con los padres hasta su deceso a los cuarenta y tres años de edad, el 18 de mayo del 2009) y Francela Laverde Castillo quien egresó del hogar de origen al casarse y retornó hace seis años, ante su divorcio y a fin de colaborar en el cuido que requerían los padres.

De la relación entre la señora Castillo y el señor Laverde se reporta una relación positiva, sin darse separaciones de pareja a lo largo de la convivencia, misma en la que se desarrolló una organización en la cual la señora Castillo se desempeñó como ama de casa y el señor Laverde laboró en la proveeduría del Poder Judicial hasta su jubilación.

Desde hace seis años atrás el hogar lo conformaban el señor Laverde, su esposa, la hija Francela, divorciada, de cuarenta y seis años de edad, con bachillerato completo, empleada doméstica y tres nietas(o) de la evaluada: Alexa Berrocal Laverde, de diecinueve años de edad, estudiante universitaria en la Universidad Nacional, soltera; Walter Berrocal Laverde, de diecisiete años de edad, estudiante en la UNED y Susana Berrocal Laverde, de catorce años de edad, estudiante de noveno grado de secundaria.

Se describe una organización familiar en la cual el señor Laverde era el encargado de asumir los pagos correspondientes a la mayoría de compra de alimentación (carnes, verduras y abarrotes la compra mensual mientras su hija se encargaba de las compras de alimentos semanales que se iban requiriendo con el dinero de pensión voluntaria que aportaba el padre de los nietos de la evaluada) y el señor Laverde también asumía la totalidad del pago de servicios: teléfono fijo, televisión por cable e internet, agua residencial, impuestos municipales, reparaciones del hogar (por ejemplo cambio de canoas y pintura del techo en este año), compra de combustible, pago de marchamo, revisión técnica vehícular y mantenimiento del vehículo del hogar en el cual se realizan principalmente las compras del hogar, además se ocupaba pagar la cuota anual por servicio de cementerio.

Por su parte, la señora Reneé Idalí se encargaba de pagar sus atenciones médicas privadas), compra de artículos para el hogar (cortinas, adornos, manteles, paños, sábanas, artículos de cocina, entre otros), cuidados estéticos, vestimenta y calzado para su propio uso y asumía el pago de salidas recreativas en ocasiones especiales como el día de la madre, aunque se señala que las salidas eran muy poco frecuentes.

Mientras el financiamiento de vestimenta, calzado, útiles escolares y transporte de las nietas y nieto era asumido por el padre de estos, mediante aportes materiales y pago de los servicios en plataforma de transporte. Además, destaca que el padre de estas(o) pagaba un monto de pensión alimentaria voluntaria de ¢200.000, sin embargo, hace un mes éste no realiza aportes, situación asociada a problemática de alcoholismo referida en el mismo. Y los gastos propios de la hija Francela eran asumidos por ella misma con los ingresos provenientes de su actividad como empleada doméstica por horas.

Se conoció que tras la defunción del señor Laverde, la señora Reneé siguió viviendo con su hija y las tres nietas(o), siendo como de costumbre su hija Francela la encargada de asistirle diariamente, de realizar los oficios domésticos, administrar el pago de servicios y comprar los alimentos del hogar, así como de acompañar a la señora Castillo a las citas médicas.

Por otra parte, se identificó que la familia ocupa una vivienda propia actualmente a nombre de la hija y nietas(o), la cual adquirió el hijo fallecido Johnny Laverde Castillo, mediante un crédito hipotecario y un segundo préstamo, cuyo pago de cuotas mensuales ha sido asumida por un amigo de la familia: Ramón Antonio Chaves Benavides, que realiza la donación del dinero (¢232,219 y ¢ 133.467 mensuales) a fin de que la familia no perdiera la vivienda tras que no se les aprobara la cancelación de la deuda con el seguro del préstamo por el fallecimiento del hijo. Préstamos cuyos saldos a febrero del 2023 eran de ¢9.433.968,45 y ¢1.554.482,45.

Así se observó que la evaluada ocupa una casa independiente, propiedad de la familia con hipoteca, construida con cemento en sus paredes exteriores, piso de cerámica, techo de zinc, con cielo razo, con deterioro de cielo razo únicamente en una parte de la sala y en aleros externos, que requieren reparación, lo cual califica a la vivienda en regular estado de conservación. Cuentan con tres dormitorios, sala-comedor, cocina, baño y cuarto de pila y cochera, todos debidamente acondicionados con mobiliario en buen estado.

En cuanto a la disponibilidad de servicios en la vivienda se cuenta con el servicio de agua potable, con sistema de eliminación de excretas y el servicio municipal de recolección de basura. Así mismo, cuentan con el servicio de electricidad, internet, televisión por cable y telefonía fija y móvil.

La vivienda se ubica en una comunidad urbana, con acceso a los servicios básicos comunales y comerciales, a los cuales se traslada la señora Castillo al hacer uso de transporte privado (en plataforma Uber).

Respecto a la condición de salud, de la señora Reneé cuenta con antecedentes de diagnóstico de “(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)”, actualmente se encuentra en proceso de análisis médicos en el Hospital San Vicente de Paúl. Además, se reporta que padece de hipertensión y en el pasado sufrió (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

Acerca del ámbito recreación y ocio, se conoció que la señora Castillo en el presente disfruta de ver televisión, compartir con los miembros del hogar la celebración de fechas especiales y cada seis meses visita a una hermana que vive en Atenas. Se reporta que evita salir de su casa al padecer sangrados.

En cuanto a los ingresos económicos del hogar, al momento del fallecimiento del señor Laverde según la documentación a la que se tuvo acceso, ascendían a ¢1,153,691.7 tal y como se muestra en la tabla número 1.

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

En la actualidad han disminuido las fuentes de ingresos del hogar, siendo que no se cuenta con el aporte del señor Laverde ni con los aportes del padre de las nietas de la evaluada, siendo así que los ingresos actuales del hogar son de ¢555,447.9. Informándose que los gastos que cubría el señor Laverde en beneficio de la evaluada se han cubierto haciendo uso del monto que la misma recibió como beneficiara del Fondo de Socorro Mutuo y mientras las nietas (o) han visto satisfechas sus necesidades desde que el padre no les aporta dinero, con el uso del dinero que recibió la madre también del Fondo de Socorro Mutuo.

Por otra parte, los egresos mensuales de la familia reportados por la familia son de ¢ 1,134,481.89, tal y como se muestra en la tabla No 2.
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(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 
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Destaca que la señora Reneé ha limitado la satisfacción de algunas necesidades al no contar con los ingresos suficientes para cubrirlas, así se informó que hace dos años no acude a consultas de atención médica odontológica, hace cinco años usa los mismos lentes sin realizar la actualización según recomienda el oftalmólogo y no realiza actividades recreativas que impliquen costo económico. Mientras el vehículo del hogar que se usa principalmente para la realización de compras carece de seguros.

Por otra parte y en relación a la solicitud del presente trámite de pensión la señora Renné afirmó que su principal interés es contar con los ingresos suficientes para satisfacer sus necesidades básicas y mantener la calidad de vida que mantenía con su esposo a fin de poder seguir cubriendo necesidades que su pensión no le permite atender como la alimentación, pago de servicios y reparaciones de la vivienda (…)”

VIII. Normativa atinente al caso

La Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N.º 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“[…] Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“[…] Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

IX. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Laverde Venegas era de ¢ 499,953.78 (cuatrocientos noventa y nueve mil novecientos cincuenta y tres colones con 78/100) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) mensuales líquidos.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Reneé Idalí Castillo Rodríguez, de aprobársele la pensión, es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢399,963.02 (trescientos noventa y nueve mil novecientos sesenta y tres colones con 02/100) mensuales en bruto.

· En el dictamen socioeconómico se reportan egresos básicos mensuales del grupo familiar por un monto de ¢1,134,481.89 (un millón ciento treinta y cuatro mil cuatrocientos ochenta y un colones con 89/100). 

· Según aclaración brindada por la Trabajadora Social mediante correo electrónico del 07 de setiembre del año en curso, se hace saber que el vehículo mencionado en el estudio socioeconómico se encuentra registrado a nombre de Francela Laverde Castillo.

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 16 de junio del 2023, un total de 24 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Laverde Venegas. 

X. Conclusiones

· El peritaje socioeconómico practicado a doña Reneé, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor Laverde Venegas, era él quien asumía la mayoría de los gastos del hogar, por lo que la señora Castillo Rodríguez dependía de los ingresos de su cónyuge, ya que, aunque la señora Castillo Rodríguez recibe una pensión, esta es mucho menor que el monto que percibía don William, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente, la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N.°228 de dicha Ley. 

· Ampliando lo indicado en el párrafo anterior y según certificaciones aportadas por doña Reneé, se constató que es beneficiaria de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, recibiendo un monto mensual de ¢99.761,90 (noventa y nueve mil setecientos sesenta y un colones con 90/100), por lo que cuenta con ingresos por esta vía. 

· Según lo concluido por la Trabajadora Social encargada del peritaje, se logra determinar que los egresos económicos de la familia en la actualidad son superiores a los ingresos, por lo que la señora Castillo Rodríguez le ha hecho frente a los compromisos económicos que no logra cubrir con su ingreso mensual, con el uso de los beneficios recibidos por el fallecimiento de su esposo. 

Como condición de vulnerabilidad se identifica que la señora Reneé Idalí presenta padecimientos físicos que le hacen requerir de atenciones médicas, tratamientos y controles especializados tanto en los servicios de salud de la seguridad social como privados.

· Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N.° 228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera. 

· Del análisis del estudio de pensión que nos ocupa, es importante destacar que este corresponde exclusivamente a la señora Reneé Castillo Rodríguez, quien es la persona gestionante que cumple con los requisitos legales para optar por el beneficio en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido William Laverde Venegas, razón por la cual, se determina que los ingresos y egresos a considerar del estudio socioeconómico son únicamente aquellos que está presente y se excluyen los atinentes a su hija Francela y sus nietos, quienes actualmente habitan en la misma casa.

· Es por los motivos antes expuestos que, para efectos de la definición del porcentaje de pensión y tomando como referencia lo indicado en el estudio remitido por el Departamento de Trabajo Social, se contemplarán únicamente los siguientes ingresos y egresos mensuales:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

· Es así como, del cuadro antes señalado se concluye, que la señora Castillo Rodríguez, reporta gastos mensuales por un monto total de ¢337,731.09 (trescientos treinta y siete mil setecientos treinta y un colones con 09/100).

· Con relación a lo antes mencionado, es importante mencionar que los egresos excluidos por completo del cuadro de egresos fueron los siguientes:

· Educación
· Préstamos de vivienda a nombre de Jhonny Laverde Castillo
· Seguro médico voluntario hija Francela
· Vestimenta y calzado hija Francela
· Teléfonos de hija y nietos prepago
· Préstamos personales hija Francela
· Mantenimiento de vehículo
· Combustible
· Revisión técnica y marchamo

XI. Recomendaciones 

a) Considerando que doña Reneé cuenta con un ingreso de ¢99.761,90 (noventa y nueve mil setecientos sesenta y un colones con 90/100) y demostrado que dependió mayormente de los ingresos de su cónyuge (jubilación), los cuales al momento de su muerte comprendían la suma mensual de ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos, asimismo, que actualmente reporta un monto de egresos mensuales por ¢337,731.09 (trescientos treinta y siete mil setecientos treinta y un colones con 09/100), quedando un déficit de ¢237,969.19 (doscientos treinta y siete mil novecientos sesenta y nueve colones con 19/100), se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne a la señora Reneé Castillo Rodríguez sea el 74% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba su esposo fallecido, el cual equivale a ¢295,972.64 (doscientos noventa y cinco mil novecientos setenta y dos colones con 64/100) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos mensuales. Seguidamente el detalle:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

Esto a partir del 16 de junio del 2023, fecha en que presenta la solicitud.
 
b) Cabe destacar que dicho porcentaje se define en proporción a lo reportado en el estudio N.°23-001097-0735-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por la señora Castillo Rodríguez en cuanto a sus ingresos y egresos mensuales, esto con el fin de que pueda solventar sus gastos y conservar un estilo de vida estable.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

2) Medios de notificación: 

(…)”.
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Manifestaciones:
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, expresa: “La Secretaría de la JUNAFO nos pone dos opciones para que las votemos, la primera es otorgarle el 74% como viene en la recomendación de la Dirección de la JUNAFO, de acuerdo con el dictamen del Departamento de Trabajo Social y Psicología, o dos sería otro porcentaje.
De acuerdo con lo que se establece en el informe, en las recomendaciones dice:
“(…)

Considerando que doña Reneé cuenta con un ingreso de ¢99.761,90 (noventa y nueve mil setecientos sesenta y un colones con 90/100) y demostrado que dependió mayormente de los ingresos de su cónyuge (…), los cuales al momento de su muerte comprendían la suma mensual de ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos, asimismo, que actualmente reporta un monto de egresos mensuales por ¢337,731.09 (trescientos treinta y siete mil setecientos treinta y un colones con 09/100), quedando un déficit de ¢237,969.19 (doscientos treinta y siete mil novecientos sesenta y nueve colones con 19/100), se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne a la señora Reneé Castillo Rodríguez sea el 74% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba su esposo fallecido, (…)”.

- 0 -
Esos son los fundamentos por los cuales mantendríamos el 74%, la otra opción, me imagino que por eso viene con estas dos posibilidades, es otorgarle un monto mayor”.
Los integrantes Rodrigo Arroyo Guzmán, Arnoldo Hernández Solano, Parris Quesada Madrigal votan por acoger la solicitud de pensión y otorgar el 74% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el jubilado judicial fallecido William Laverde Venegas según la recomendación de la Dirección de la JUNAFO y el dictamen del Departamento de Trabajo Social y Psicología.
El integrante presidente Segura Solís, agrega: “Bueno, yo soy voto de minoría. Con base en lo dicho y pese a que tiene unos ingresos de noventa y nueve mil colones para su manutención, voto por otorgarle el 80%. Entonces por mayoría, se otorga el 74% y mi voto es acoger el porcentaje máximo del 80% de lo que le correspondería”.
Se acuerda:	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Reneé Idalí Castillo Rodríguez, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido William Laverde Venegas, así como el dictamen socioeconómico N° 23-001097-0735-TS suscrito por la licenciada Roxana María Barrantes Cambronero, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0584-JP/DJA-2023 del 11 de setiembre de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino, el máster Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y por la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la JUNAFO, por lo anterior, de conformidad con los artículos 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma 9544), esta Junta, por mayoría dispone: 1.) Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Castillo Rodríguez, cuya asignación será de ¢295.972,64 (doscientos noventa y cinco mil novecientos setenta y dos colones con sesenta y cuatro céntimos) mensuales en bruto, con las deducciones que por ley correspondan; equivalente al 74% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el señor Laverde Venegas al momento de su deceso. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 16 de junio del 2023, fecha en que presenta la solicitud, de conformidad con el artículo 37 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones que indica: “…en los casos en los que la solicitud se presente posterior a ese plazo, el beneficio se otorgará a partir de la fecha de presentación de la respectiva gestión”. 2.) Notificar el presente acuerdo a la persona interesada. 3.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda.
Voto de minoría: El integrante presidente Segura Solís vota por otorgar un 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el señor Laverde Venegas al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc144996606][bookmark: _Toc146272632][bookmark: _Toc146272634][bookmark: _Toc34222242]ARTÍCULO X
Documento N° 923-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, oficio N° 0570-JP/DJA-2023 del 11 de setiembre de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino, el máster Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y por la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice: 
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Margarita Alpízar Valverde, cédula de identidad 04-0086-0015 en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Álvaro Blanco Solís cédula de identidad 02-0190-0458, cuyo deceso acaeció el 07 de mayo de 2023.

1. Origen

Esta Dirección en fecha 19 de junio del 2023 (31 días hábiles posterior a la muerte), recibió la gestión de la señora Margarita Alpízar Valverde, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposo. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante. 

1. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N.º 23-000592-0721-TS recibido por esta Dirección el 19 de julio de 2023, así como aclaración recibida mediante correo electrónico del 04 de setiembre de 2023, suscritos por la Licenciada Haydee Castro Chavarría, Perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Alpízar Valverde.

1. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social.

“(…) La señora Margarita Cecilia Alpízar Valverde es costarricense, portadora de la cédula de identidad 4-0086-0015, con fecha de nacimiento 21 de noviembre de 1942, 80 años de edad, viuda, sin escolaridad.

De sus antecedentes familiares se conoció que procede de familia nuclear, en la escala filial ocupó el quinto lugar en un grupo de 8 miembros, los progenitores ejercieron roles socialmente establecidos, siendo el padre el proveedor y la madre dedicada al hogar. Refiriendo presentar limitaciones económicas, lo que se agudizó a sus 10 años ante la separación de los progenitores. Del ámbito académico manifestó que asistió únicamente tres meses a primer grado por cuanto la progenitora se molestó por el contagio de piojos.

De su historia laboral informó haber realizado oficios domésticos de forma remunerada de los 14 a los 19 años, sin registrar otros antecedentes. 

A los 19 años de edad contrajo matrimonio con el señor Álvaro Blanco Solís, con quien convivió durante 61 años sin que se registraran separaciones ni violencia doméstica. La relación fue concluida ante el deceso del señor Blanco Solís, el 07 de mayo del 2023, según información suministrada.

La pareja procreó una hija en común a saber:

- María de los Ángeles Blanco Alpízar, 60 años de edad, administradora del hogar, divorciada, madre de tres hijos (todos con vida independiente). Se refirió que siempre ha conformado grupo familiar con sus progenitores, aun cuando vivía con el esposo. No posee ingresos propios y eventualmente los hijos le apoyan económicamente para gastos personales.

En cuanto a la situación económica de la señora Alpizar Valverde se registra que siempre se dedicó a las labores del hogar dependiendo económicamente de su esposo, lo que fue confirmado por la hija.

Informó que su cónyuge siempre administró los ingresos tanto durante el período laboral como siendo jubilado y en los últimos meses antes de su deceso la administraba su hija o un nieto.

Por la organización económica del fallecido, se informó que no se cuenta con la documentación que acredite los egresos

El ingreso del grupo familiar ha sido representado por la pensión del jubilado fallecido. Se negó apoyo económico de terceros, subsidios del estado o de organizaciones no gubernamentales.

Los ingresos se reflejan en el siguiente cuadro:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

Del cuadro anterior y de la correlación ingresos - egresos se desprende que el grupo familiar tiene un remanente de ¢ 51 021.10, sin embargo, es insuficiente, siendo que se constata la ausencia de rubros en recreación, calzado y vestido, así como que asociado a la edad podría incrementarse la compra de medicamentos y pañales, lo que incide en el monto de los egresos.

En cuanto a su condición de salud reportó antecedente de un accidente de tránsito hace más de 50 años, afectándole la marcha, lo que se ha agudizado con el transcurso del tiempo "por los fuertes dolores" durante el desplazamiento, conllevando a la compra de medicamentos paliativos para el dolor, según informó.

Así mismo ha presentado cardiopatías siendo portadora de un marca paso, lo que se corroboró con documento médico. Además, ha presentado control y tratamiento médico por afectación del sistema circulatorio, hipertensión, afectación auditiva y en la vista.

Se informó que se encontraba asegurada por el cónyuge, no obstante, posterior al deceso, la Caja Costarricense de Seguro Social le suspendió el beneficio y temporalmente le brinda el seguro por el estado con una vigencia hasta el 15 de setiembre del 2023, según consulta digital a validación de derechos.

En relación a la vivienda según consulta digital al Registro Nacional de la Propiedad, se encuentra registrada a nombre del señor Álvaro Blanco Solís y la solicitante no tiene bienes muebles ni inmuebles inscritos a su nombre.

El inmueble se encuentra en regular estado de conservación, su construcción es prefabricada, tiene piso cerámico, cielo raso, cuatro dormitorios, (uno era destinado al señor Álvaro con su cama ortopédica, se evidenciaron algunas pertenencias y medicamentos) sala- comedor, cocina, servicio sanitario, baño, patio y área de pilas.

Dispone de menaje y electrodomésticos básicos. La vivienda se ubica en zona urbana con acceso a los servicios públicos de transporte, salud y educación. 

Como expectativa ante el presente proceso judicial, la señora Margarita manifestó que se le otorgue la pensión, a fin de satisfacer las necesidades materiales (…)”

1. Normativa atinente al caso

La Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N.° 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“[…] Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

1. El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“[…] Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

1. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Álvaro Blanco Solís era de ¢ 488,369.43 (cuatrocientos ochenta y ocho mil trescientos sesenta y nueve colones con 43/100) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) mensuales líquidos.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Alpízar Valverde, de aprobársele la pensión, es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢390,695.53 (trescientos noventa mil seiscientos noventa y cinco colones con 54/100) mensuales en bruto.

· Según dictamen socioeconómico se reportan egresos mensuales en del grupo familiar por un monto de ¢344,000.00 (trescientos cuarenta y cuatro mil colones con 00/100). Asimismo, según aclaración brindada por la Trabajadora Social mediante correo electrónico del 04 de setiembre del 2023, se hace saber que los mismos corresponden exclusivamente a los generados por doña Margarita.

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 19 de junio de 2023, un total de 31 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Blanco Solís. 

1. Conclusiones

· El peritaje socioeconómico practicado a la señora Alpízar Valverde, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor Blanco Solís, él era quien asumía los gastos del hogar, por lo que la señora Alpízar Valverde dependía totalmente de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente, lo convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N.º 228 de dicha Ley. 

· De acuerdo con las certificaciones aportadas por doña Margarita, se constató que no es beneficiaria de ninguna pensión bajo ningún otro régimen, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía.

· Según lo concluido por la Trabajadora Social encargada del peritaje, doña Margarita conformó matrimonio con el señor Álvaro durante 61 años, sin separaciones, la pareja desempeñó roles socialmente establecidos, siendo él proveedor y ella dedicada al hogar, por lo que la referida presentó dependencia económica hacia su esposo quien satisfacía las necesidades materiales de vivienda, alimentación, salud, calzado, vestido entre otros.

· Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N.°228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera. 

1. Recomendaciones 

1. Considerando que la señora Alpízar Valverde actualmente no percibe ningún tipo de ingreso económico y que sus egresos son por un monto mensual ¢344,000.00 (trescientos cuarenta y cuatro mil colones con 00/100), se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne a la señora Margarita Alpízar Valverde sea el 80% del monto bruto de jubilación que devengaba su esposo fallecido, el cual equivale a ¢390,695.54 (trescientos noventa mil seiscientos noventa y cinco colones con 54/100) mensuales brutos y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) mensuales líquidos. Seguidamente el detalle:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

Esto a partir del 19 de junio del 2023, fecha en que presenta la solicitud.

1. Cabe destacar que dicho porcentaje se define en proporción a lo reportado en el estudio N.° 23-000592-0721-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por la señora Alpízar Valverde en cuanto a sus ingresos y egresos mensuales, esto con el fin de que puedan solventar sus gastos y conservar un estilo de vida estable.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

2) Medios de notificación: 

(…)”.
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Se acuerda:	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Margarita Alpízar Valverde, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Álvaro Blanco Solís, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología N° 23-000592-0721-TS y el oficio N° 0570-JP/DJA-2023 del 11 de setiembre de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino, el máster Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y por la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la JUNAFO, por lo anterior, de conformidad con los artículos 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta Junta, por unanimidad dispone: 1.) Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Alpízar Valverde, con los cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma 9544), cuya asignación mensual será de ¢390.695,54 (trescientos noventa mil seiscientos noventa y cinco colones con cincuenta y cuatro céntimos) mensuales brutos, equivalente al 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el señor Blanco Solís al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 19 de junio del 2023, fecha en que presenta la solicitud, de conformidad con el artículo 37 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones que indica: “…en los casos en los que la solicitud se presente posterior a ese plazo, el beneficio se otorgará a partir de la fecha de presentación de la respectiva gestión”. 2.) Notificar el presente acuerdo a la persona interesada. 3.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc146272626]ARTÍCULO XI
Documento N° 926-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, oficio N° 0527-JP/DJA-2022 (sic) del 14 de setiembre de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino, el máster Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice: 
[bookmark: _Hlk529263829][bookmark: _Hlk70067370]“A continuación, se rinde el informe con el cual se atiende la solicitud de acrecimiento de pensión presentada por la señora Vilma Monge Durán cédula de identidad 01-0273-0123, en virtud de que el señor Ronald Morúa Parra cédula de identidad 01-0225-0245, falleció el 09 de enero del 2019.

I. Origen

Esta Dirección en fecha 03 de mayo del 2023, recibe gestión suscrita por la señora Monge Durán, mediante la cual solicita el acrecimiento del monto de pensión que actualmente recibe, toda vez que el señor Morúa Parra falleció, por lo que el beneficio que devengaba producto de la muerte de su hijo Carlos Noé Delgado Monge (servidor judicial fallecido) y que compartía con la señora Monge Durán, cesó. 

Como antecedente, resulta importante acotar que en sesión N.º 92-05 celebrada el 22 de noviembre del 2005, artículo XLIII, de conformidad con lo que establecía el artículo N.º 232 de la Ley Orgánica N.º 7333 del Poder Judicial, el Consejo Superior acordó:

“(…) Acoger el informe rendido por el Departamento de Personal y: autorizar la pensión a favor de la señora Vilma Monge Durán, cédula N° 1-273-123, en su condición de madre y del menor Alberto José Delgado Ramírez, cuya asignación mensual será de ¢699.522,35 (seiscientos noventa y nueve mil quinientos veintidós colones con treinta y cinco céntimos) equivalente a 2/3 partes de la jubilación del causante, monto que será distribuido entre los dos beneficiarios, a partir del 20 de setiembre para el joven Delgado Ramírez y del 3 de octubre del presente año para la señora Monge Durán. Se autoriza también la pensión a la señora Jeannette Ramírez Tapia, sin embargo, en virtud de que se encuentra laborando para el Estado, de conformidad con lo que establece el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se le suspende dicho beneficio durante el tiempo en que se mantenga esa condición. Denegar la solicitud de pensión para el señor Ronald Morúa Parra, por no considerarse como beneficiario de acuerdo a lo señalado en el párrafo segundo del citado cuerpo normativo (…)”

Posteriormente, en sesión N.°47-06, celebrada el 29 de junio de 2006, artículo IV, el Consejo Superior, acordó:

“Se acuerda: Tener por recibido el informe legal y apartarse parcialmente del criterio jurídico, para acoger, con base en las razones expuestas, la reconsideración interpuesta por el señor Ronald Morúa Parra y en consecuencia disponer que tiene derecho a ser beneficiario de la pensión del licenciado Carlos Noé Delgado Monge, servidor fallecido, a partir del mes de julio entrante. Se comparte en cuanto señala que no es procedente acrecentar el monto de la pensión correspondiente a doña Vilma Monge Durán.

El Departamento Financiero Contable tomará nota de que el monto establecido de la pensión debe ser distribuido entre el total de los beneficiarios. Se declara acuerdo firme.” (el resaltado no pertenece al original)

Así las cosas, el beneficio se encontraba distribuido de la siguiente forma:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

II. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N.º 23-000204-0979-TS recibido por esta Dirección el 12 de junio del 2023 y suscrito por la Licenciada Cintia Paola García Rojas, Trabajadora Social del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Monge Durán.

III. Consideraciones del caso según estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

“(…) La persona solicitante Vilma Monge Durán, costarricense, con cédula de identidad 1-0273-0123, nacida el uno de noviembre de 1939, de 84 años de edad, cuenta con grado de escolaridad de secundaria incompleta, viuda, se desempeña en oficios domésticos no remunerados, vecina de Hatillo. Solicita el acrecimiento del beneficio de pensión que recibía su esposo Ronald Morúa Parra, debido a su deceso.

Según investigación social realizada, la persona solicitante contrajo nupcias con el señor José Francisco Delgado Acuña, con quien procreó dos hijos en común, a saber: Oldemar Delgado Monge y Carlos Delgado Monge (funcionario judicial fallecido). Señaló que, ante problemas de alcoholismo que presentó su cónyuge se suscitó el divorcio.

Posteriormente, entabló relación de convivencia con el señor Ronald Morúa Parra, con quien mantuvo un vínculo conyugal durante 50 años y procrearon una hija en común de nombre Vilma María Morúa Monge. 

La persona solicitante refirió que su consorte asumió la manutención de sus dos hijos mayores, así como la guarda, crianza y educación, por lo cual su hijo Carlos Delgado Monge lo designó como beneficiario de su pensión en caso de suscitarse su deceso. Por tanto, tras su fallecimiento a la señora Monge Durán y el señor Morúa Parra se les otorgó el beneficio de pensión, los cuales según constancias emitidas por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se consignó para el señor Morúa Parra un último monto de ¢281,633.08 al mes de diciembre de 2018. En tanto la persona valorada reporta un monto mensual de ¢328,304.86 al mes de abril del presente año.

Se conoció que, para el nueve de enero de 2019 se suscitó el deceso del señor Morúa Parra; razón por la cual persona solicitante a partir de ese momento se le otorgó el beneficio de pensión por muerte de su cónyuge, y que, según constancia emitida por la Caja Costarricense de Seguro Social, al momento de la valoración percibe un monto mensual de ¢125,560.95.

Al momento de la valoración pericial, se identificó que la persona solicitante conforma grupo familiar junto a su hija Vilma María Morúa Monge, soltera, de 58 años de edad y se desempeña como ejecutiva de negocios en el Banco Popular y que según constancia salarial emitida por dicha entidad percibe un salario mensual de ¢1,818,517.62; sin embargo, con las deducciones de cargas sociales, ahorros y créditos por la compra de otros bienes inmuebles y para la reparación de la tubería y otros daños en la infraestructura de la vivienda que habitan; su salario líquido mensual es de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

Dicho grupo familiar habita en vivienda propia, la cual se encuentra inscrita en una sociedad anónima con el nombre de Génesis VM Tres, en la cual la señora Monge Durán figura como secretaria, su hija como presidente y su cónyuge como tesorero. 

Según expuso la señora Morúa Monge, debieron inscribir el inmueble dentro de una sociedad para evitar estafas a su progenitor debido al diagnóstico de alzheimer que presentó.

Cabe indicar que, mediante consulta pública digital efectuada en el Registro Nacional, la persona solicitante no registra bienes inmuebles o muebles inscritos a su nombre que se constituya en una fuente generadora de ingresos.

Asimismo, según el reporte de registro único de beneficiarios del Estado (Sinirube), la señora Monge Durán no se encuentra percibiendo subsidios estatales al momento de la valoración. Referente a organizaciones no gubernamentales, no se cuenta con medios para conocer si ha recibido algún aporte económico o en especie.

En torno a las condiciones habitacionales del inmueble que habita la señora Monge Durán, mediante valoración social domiciliaria se visualizó en óptimo estado infraestructural, de orden e higiene, con espacio conforme a la cantidad de miembros que la habitan, lo que permite descartar hacinamiento. 

La vivienda se encontró equipada con menaje y electrodomésticos de uso básico para la convivencia y funcionalidad familiar.

La residencia se localiza en zona urbana de fácil acceso, con disponibilidad de recursos públicos tales como: suministro de agua potable, servicios eléctricos, recolección de basura; y comunales, entre ellos: transporte público, centros educativos, comercios, servicios de salud, entre otros.

Referente a la situación de salud de la persona referida, según dictamen médico emitido por el Área de Salud de Hatillo se anotan los siguientes diagnósticos: "Diabetes mellitus 2, hipertensión arterial grado 1 riesgo c, obesidad 1, dislipidemia mixta e hipoacusia" (Dictamen médico, Área de Salud de Hatillo, 10/06/19, Dra. Rojas).

Además, mediante documentación aportada por la señora Monge Durán, se conoció que fue sometida a una "histerectomía", presenta un "nódulo en la mama derecha", "nevus parpado inferior" y problemas en la piel. Pese a los padecimientos indicados, realiza todas sus actividades diarias de forma independiente y no utiliza productos de apoyo para movilizarse a lo interno y externo de su vivienda.

Por lo anterior, recibe control y tratamiento médico en la Caja Costarricense de Seguro Social y a través de otras especialidades en el ámbito privado, tales como: dermatología, ginecología, gastroenterología, entre otras. Debido al tiempo de espera que conlleva una cita por medio del sistema público de salud.

Derivado de su condición de salud, se identifican necesidades específicas en la persona valorada, tales como: el uso de audífonos (cambio anual, compra de baterías), lavado de oídos, realización de procedimientos médicos (audiometrías, mamografías, ultrasonidos, tratamientos en la piel), uso de cremas cicatrizantes, gotas de glicerina, suplementos multivitamínicos, alimentación basada con verduras y frutas.

En cuanto a la organización económica del hogar de la señora Monge Durán, se indica a continuación en el siguiente cuadro:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

Del cuadro anterior, se visualiza una diferencia negativa de ¢83,331.73, que solventan mediante el uso de una tarjeta de crédito de la hija. Cabe indicar que, los egresos mensuales varían dependiendo de los procedimientos médicos que deban realizarse, así como las consultas en el ámbito privado y medicamentos que requieran.

Cabe destacar que, el hijo mayor de la persona solicitante reside en grupo familiar independiente, y no brinda ningún tipo de soporte económico a ésta, debido a que asume las obligaciones y manutención de su respectivo núcleo familiar.

Por otro lado, la señora Monge Durán explicó que, tras el deceso de su cónyuge no se apersonó a solicitar el acrecimiento del beneficio de la pensión que recibía su esposo de manera inmediata, debido a que experimentó afectación emocional y además aseveró que lograba solventar sus necesidades materiales satisfactoriamente; sin embargo, en la actualidad enfrenta dificultad debido a que el costo de la vida ha aumentado, al igual que los intereses de los préstamos que paga su hija. Aunado a ello, expuso que tanto ella como su hija presentan afectaciones de salud, por las cuales ameritan control y tratamiento médico a nivel privado (…)”

IV. Normativa atinente al caso

De la revisión de los antecedentes del caso, se establece que el beneficio de pensión que disfruta la señora Monge Durán, fue aprobado a la luz de lo normado en la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 7333, artículo N.º 232; sin embargo, de conformidad con la fecha de presentación de la solicitud de acrecimiento, la gestión debe ser atendida con fundamento en lo que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente, Reforma N.º 9544 del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, norma actual vigente y que en su artículo N.º 229 establece:

“(…) Toda pensión por sobrevivencia caducará por la muerte del beneficiario, a excepción de lo dispuesto en este artículo para la pensión que corresponde a los hijos. Las asignaciones que caduquen acrecerán proporcionalmente las de los demás beneficiarios que se mantienen vigentes, a solicitud de ellos y siempre y cuando los requieran, previo estudio de trabajo social y aprobación de la Junta Administrativa del Fondo (…)”

Asimismo, es importante destacar lo que señala el Reglamento General del Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que en su artículo N.° 33 dispone:

“(…) Extinción y/o acrecimiento de la pensión. Todas las pensiones caducarán por la muerte de la persona beneficiaria, sin excepción alguna, salvo para la pensión que corresponde a los hijos o hijas, las que podrán acrecer proporcionalmente a solicitud de parte, previo estudio del dictamen socioeconómico y aprobación de la Junta Administradora (…)”

V. Conclusiones 

· El porcentaje que recibía el señor Morúa Parra, al momento de la suspensión de su beneficio era de ¢347,531.76 o lo que es lo mismo el 25% del 100% de la jubilación que hubiese recibido su hijo Carlos Noé Delgado Monge.

· Es importante destacar que el hecho generador que plantearía la redistribución de la pensión sucede con la vigente Ley Orgánica del Poder Judicial (reforma Ley N.º 9544), por lo que, de otorgársele el beneficio de acrecimiento a la señora Monge Durán sería máximo el 25% que recibía el señor Morúa Parra, esto, considerando que a las otras dos personas que gozaban también de la pensión, se les suspendió el derecho por caducidad. Así las cosas, estaría sumando un total de un 50% (entre el beneficio que recibe y el acrecimiento) lo que representaría un total de ¢ 675.836,62 (seiscientos setenta y cinco mil ochocientos treinta y seis colones con 62/100) con las siguientes deducciones:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

· Conforme a la normativa que regula la materia de jubilaciones y pensiones, se permite un acrecimiento de pensión (L.O.P.J. artículo N.º 229) única y exclusivamente en aquellos casos en los que el beneficio que caduque corresponda a los hijos o hijas que lleguen a cumplir los 25 años de edad y conformen el mismo núcleo familiar y dependan de los mismos recursos económicos. 

· En este caso en específico, es relevante destacar que la señora Vilma Monge solicita el acrecimiento por el fallecimiento de su esposo, quien también recibía pensión, razón por la cual, se considera que no es posible gestionar la solicitud presentada toda vez que no cumple con las condiciones establecidas en la Ley Orgánica del Poder Judicial (reforma N.° 9544) y el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (artículo N.° 33), ya que la persona que perdió el beneficio era el padrastro del causante y la LOPJ no lo prevé dentro de los supuestos del artículo N.° 228 de la citada Ley.

VI. Recomendaciones

1. Por todo lo antes expuesto se estima conveniente recomendar denegar la solicitud de acrecimiento presentada por la señora Vilma Monge Durán. 
 
No omitimos manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por sostenibilidad del fondo, pensando en el bienestar colectivo y no individualmente, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Esperando que la información aquí consignada sea de utilidad, se despiden”.
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0527-JP/DJA-2022 (sic) del 14 de setiembre de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino, el máster Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la JUNAFO, mediante el cual remiten análisis de la solicitud de acrecimiento de pensión presentada por la señora Vilma Monge Durán, en virtud de la muerte del señor Ronald Morúa Parra, beneficiario de pensión del servidor judicial fallecido Carlos Noé Delgado Monge. 2.) Denegar el acrecimiento de pensión presentado por la señora Monge Durán toda vez que no cumple con las condiciones establecidas en la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544 y el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, artículo N.° 33, ya que la persona que perdió el beneficio era el padrastro del causante y la Ley Orgánica no lo prevé dentro de los supuestos del artículo N.° 228. 3.) Notificar el presente acuerdo a la persona interesada. 4.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota los fines correspondientes.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc143871238][bookmark: _Toc144117561][bookmark: _Toc146272629]ARTÍCULO XII
Documento N° 627-2023 / 924-2023
[bookmark: _Hlk146188329]En sesión N° 026-2023 del 27 de junio de 2023, artículo VIII, en lo concerniente, reconoció para efectos de jubilación al señor Luis Miguel Madrigal Peraza el tiempo servido de 3 años, 8 meses y 27 días laborados en la Municipalidad de Garabito, para lo cual debería reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ₡13.135.112,64 (trece millones ciento treinta y cinco mil ciento doce colones con sesenta y cuatro céntimos), con la advertencia de que el reconocimiento se materializaría hasta la cancelación total del monto adeudado, que se le deduciría de su salario en el tanto de 10% mensual.
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, oficio LMMP-003-2023 del 16 de setiembre del 2023, suscrito por el señor Luis Miguel Madrigal Peraza, oficial de investigación de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial en Garabito, donde solicita:
“[…], la presente es con la finalidad de acudir ante esta honorable junta para exponer mi situación.

1. El 01 de marzo del 2012, tuve el honor de ingresar como Investigador Uno al Organismo de Investigación Judicial, proveniente del Departamento de Policía Municipal de Garabito, donde laboré por el lapso de 3 años 8 meses y 27 días.

2. A lo largo de mis 11 años dentro del Poder Judicial, no había solicitado mi reconocimiento de años servidos por diferentes motivos personales, sin embargo, gracias a mi esfuerzo laboral comencé a escalar puestos hasta llegar donde me encuentro en este momento (Oficial de Investigación) de forma interina, por tanto, tomé la determinación que era el momento oportuno para completar esta etapa, siendo que, el 08 de marzo del 2023 remití la solicitud formal para el reconocimiento del tiempo servido en el ayuntamiento en Garabito.

3. Dicha solicitud fue tramitada mediante el oficio PJ-DGH-SAS-1453-2023 presentada el 13 de junio de 2023, donde se acordó aprobar al suscrito 3 años 8 meses y 27 días laborados para la Municipalidad de Garabito, para lo cual debía reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones el monto de ₡13.135.112,64 (trece millones ciento treinta y cinco mil ciento doce colones con sesenta y cuatro céntimos) que se deducirían de mi salario con 10% mensual hasta la cancelación total, situación que en su momento analicé no me iba a afectar mi estabilidad económica y acepté continuar con el proceso.

4. Sin embargo, por un asunto personal, mi ex pareja sentimental decidió solicitar un aumento en la pensión alimentaria que le suministro a mi hijo, por ende, debo sufragar un monto desmedido, lo que produjo un desequilibrio económico desde hace unos meses en mi salario y si sumamos el rebajo producido del Fondo Jubilaciones del Poder Judicial por un monto de 73.863.50 colones (147.727 al mes) lo cual me dejó en una condición económica crítica.

Ante este panorama, es que, acudo ante esta honorable junta, con la finalidad de solicitar de forma muy respetuosa en CESE de estos rebajos y dejar sin efecto de forma momentánea el reconocimiento por los años servidos en la Municipalidad de Garabito, en cuanto, mi situación financiera se pueda estabilizar, ya que me ha producido una afectación emocional complicada, debido al poco incentivo económico que estoy percibiendo y la gran carga de trabajo que sustento”.
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibida la solicitud del señor Luis Miguel Madrigal Peraza, oficial de investigación de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial en Garabito, mediante oficio LMMP-003-2023 del 16 de setiembre del 2023. 2.) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene el servidor Madrigal Peraza, con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la Municipalidad de Garabito, a partir del último día hábil del mes siguiente de conocido por esta Junta Administradora, con la salvedad de que si la administración puede ejecutar el cese en menor plazo se aplique de esa manera. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana compute a cuánto tiempo de servicio reconocido, corresponde la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por el servidor Madrigal Peraza, para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación. 4.) La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones - JUNAFO, tomarán nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XIII
Documento N° 789-2022 / 940-2023
En sesión N° 33-2022 del 30 de agosto de 2022, artículo XVIII, se nombró a la licenciada Adriana Corrales Elizondo, asesora jurídica del Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica como Órgano Director del Procedimiento, para realizar las diligencias de recuperación necesarias en relación con el expediente No. (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), por las sumas giradas en demasía a la jubilada judicial Deykell Fabiola Martínez Barquero.
[bookmark: _Hlk146222200]Aunado a lo anterior, conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, informe suscrito por la licenciada Adriana Corrales Elizondo, Órgano Director del Procedimiento N° (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), remitido en correo electrónico del 20 de setiembre del 2023, el cual dice literalmente:
“INFORME DEL ÓRGANO DIRECTOR DEL PROCEDIMIENTO
SOBRE PROPUESTA DE ARREGLO DE PAGO
Exp. Adm. (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

 En cumplimiento de nuestra labor asesora y conformidad con lo acordado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N° 38-2021, celebrada el 20 de setiembre de 2021, artículo XVI, se remite el siguiente informe para conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

[bookmark: _Hlk146099908] En el Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica, se tramitó el expediente administrativo N° (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) a la señora Deykell Fabiola Martínez Barquero, cédula de identidad 1-1736-0570, pensionada judicial; en el citado expediente administrativo, la suscrita fui designada para fungir como órgano director por acuerdo de la Junta Administradora sesión N° 33-2022 celebrada el 30 de agosto de 2022, artículo XVII.

 I.- Antecedentes:
 
1.- Que por medio del oficio N° 415-JP/DJA-2022, del 05 de julio de 2022, suscrito por el MBA. Bryan Calvo Calderón, Jefe Subproceso de Jubilaciones y Pensiones y el MPM. Oslean Mora Valdez, Director a.i Dirección de JUNAFO, se informa a esta Dirección sobre el monto a recuperar por sumas giradas de más a la señora Deykell Fabiola Martínez Barquero, lo anterior por los períodos del correspondiente a los períodos del 4-03-2021 al 31-08-2021 (la pensionada perdió cuatro materias de las seis matrículas para el I Semestre 2021. Se debe recuperar el 75% de las sumas giradas por dicho período). De acuerdo con el siguiente detalle:

[image: Tabla

Descripción generada automáticamente]

2. Que por medio del oficio N° 057-JP/DJA-2023, del 27 de enero de 2023, suscrito por el MBA. Bryan Calvo Calderón, Jefe Subproceso de Jubilaciones y Pensiones y el MPM. Oslean Mora Valdez, Director a.i Dirección de JUNAFO, se informa a esta Dirección sobre el monto a recuperar por sumas giradas de más a la señora Deykell Fabiola Martínez Barquero, lo anterior por los períodos del correspondiente a los períodos del 4-03-2021 al 31-08-2021 (No presentó el resultado de los exámenes matriculados y realizados en el período de estudio). 

De acuerdo con el siguiente detalle:
[image: Tabla

Descripción generada automáticamente]

3. Que en sesión N° 33-2022 del 30 de agosto de 2022, artículo XVII [sic], fue aprobado por parte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el nombramiento de la Licda. Adriana Corrales Elizondo como órgano director del procedimiento, para realizar las diligencias de recuperación necesarias.

4. En virtud de lo anterior, por resolución No. 1431-DJ-ACA-2023 de las trece horas cincuenta y siete minutos del cuatro de setiembre de dos mil veintitrés, esta Dirección concedió audiencia a la pensionada Deykell Fabiola Martínez Barquero, sobre las sumas giradas de más por el monto de ¢3.127.139,03 (TRES MILLONES CIENTO VEINTISIETE MIL CIENTO TREINTA Y NUEVE COLONES CON TRES CÉNTIMOS), correspondiente a los períodos del 4-03-2021 al 31-08-2021, del 07-03-2022 al 15-08-2022 (por la pérdida de materias del primer semestre del 2021), hechos comunicados a esta Dirección mediante los oficios N° 0415-JP/DJA-2022 y N° 057-JP/DJA-2023, del 05 de julio de 2022 y del 27 de enero de 2023, respectivamente, suscritos por el MBA. Bryan Calvo Calderón, Jefe Subproceso de Jubilaciones y Pensiones y el MPM. Oslean Mora Valdez, Director a.i Dirección de JUNAFO, señalándole comparecencia para el día diez de octubre de dos mil veintitrés. En dicha resolución se le otorga la posibilidad de proponer un arreglo de pago ante esta Administración, de su derecho a patrocinio letrado y a recurrir la misma como garantía del debido proceso y señalar medio de notificaciones; resolución que le fue notificada personalmente el doce de setiembre de dos mil veintitrés.

[bookmark: __DdeLink__8_73950535]5. En atención a lo anterior, la señora Deykell Fabiola Martínez Barquero, pensionada judicial, presente en esta Dirección, manifiesta: “(...) señalo medios para recibir notificaciones al correo electrónico: (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) como principal. Además deseo proponer un arreglo de pago para pagar la suma de ¢3.127.139,03 (TRES MILLONES CIENTO VEINTISIETE MIL CIENTO TREINTA Y NUEVE COLONES CON TRES CÉNTIMOS); por sumas giradas de más por pérdida de materias en el primer semestre y no presentó el resultado de los exámenes matriculados y realizados en el período de estudio, correspondiente a la causa Nº 22-000458-1357-AD C; por lo que me comprometo a depositar (sic) en forma mensual a partir de OCTUBRE-2023, la cantidad de ¢20.000,00 (veinte mil colones exactos) durante seis meses, ¢30.000,00 (treinta mil colones exactos) durante seis meses; ¢40.000,00 (cuarenta mil colones exactos) durante seis meses, ¢50.000,00 (cincuenta mil colones exactos) durante seis meses, ¢60.000,00 (sesenta mil colones exactos) durante seis meses, ¢70.000,00 (setenta mil colones exactos) durante seis meses, ¢80.000,00 (ochenta mil colones exactos) durante los siguientes meses hasta la total cancelación de la deuda. Realizo este arreglo de esta manera, ya que no me encuentro estudiando y no me encuentro laborando. La situación económica es muy difícil. Tengo una niña de seis años y en estos momentos me encuentro embarazada (siete meses). Debo hacerle frente a los pagos de agua, luz, impuestos, alimentación y otros gastos, por lo que solicito se me apruebe este arreglo de esta manera. (…)” (la cursiva es nuestra)

[bookmark: _Hlk146726042]Recomendación del Órgano Director 

Así las cosas, revisado el expediente, esta Dirección considera viable aceptar la propuesta de arreglo de pago presentada por la señora Deykell Fabiola Martínez Barquero, cédula de identidad 1-1736-0570, para cancelar la suma ¢3.127.139,03 (TRES MILLONES CIENTO VEINTISIETE MIL CIENTO TREINTA Y NUEVE COLONES CON TRES CÉNTIMOS); por sumas giradas de más por pérdida de materias en el primer semestre al no presentar el resultado de los exámenes matriculados y realizados en el período de estudio, correspondiente a la causa Nº (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante); por lo que se compromete a depositar (sic) en forma mensual a partir de OCTUBRE-2023, la cantidad de ¢20.000,00 (veinte mil colones exactos) durante seis meses, ¢30.000,00 (treinta mil colones exactos) durante seis meses; ¢40.000,00 (cuarenta mil colones exactos) durante seis meses, ¢50.000,00 (cincuenta mil colones exactos) durante seis meses, ¢60.000,00 (sesenta mil colones exactos) durante seis meses, ¢70.000,00 (setenta mil colones exactos) durante seis meses, ¢80.000,00 (ochenta mil colones exactos) durante los siguientes meses hasta la total cancelación de la deuda. 

Deberá indicársele que el compromiso es mensual y consecutivo, haciendo la observación de que a efecto de garantizar el cumplimiento de la obligación de conformidad con el arreglo de pago que le sea aprobado, la señora Deykell Fabiola Martínez Barquero, cédula de identidad 1-1736-0570, deberá apersonarse en el plazo de ocho días hábiles luego de notificada la resolución que le apruebe este arreglo, a la Dirección Jurídica (ubicada en el 4to piso, Edificio de la Corte Suprema de Justicia), a firmar un Pagaré por la suma de ¢3.127.139,03 (TRES MILLONES CIENTO VEINTISIETE MIL CIENTO TREINTA Y NUEVE COLONES CON TRES CÉNTIMOS). Se debe hacer del conocimiento de la señora Deykell Fabiola Martínez Barquero, cédula de identidad 1-1736-0570, que de no suscribir el pagaré, se continuará con el trámite para eventualmente remitir estas diligencias a la Procuraduría General de la República. De igual forma, una vez suscrito el Pagaré, si incumple en uno solo de los tractos, se continuará con el trámite correspondiente para eventualmente remitir las diligencias a la Procuraduría General de la República, para los respectivos trámites judiciales de cobro.

Además, en la aprobación de esta propuesta deberá señalársele los números de cuenta por depósito y transferencia a favor de la Junta Administradora de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial e indicarle que en cada depósito o transferencia debe señalar su nombre y el número de expediente administrativo (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

Hago atento recordatorio de que esta aprobación debe ser resuelta con PRONTO DESPACHO, ya que el ofrecimiento de la señora Martínez Barquero, es para iniciar los depósitos en el mes de OCTUBRE del presente año.- 

Conforme a lo expuesto, dejo así rendido informe de recomendación sobre la propuesta de arreglo de pago, presentada en la tramitación del expediente administrativo N° (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), para conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

Cualquier aclaración o adición, a sus órdenes. Para su revisión se adjunta de forma electrónica el expediente administrativo N° (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)”.

- 0 -
A continuación, se adjunta el archivo que contiene el expediente completo.
(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)
Se acuerda:	Una vez conocido el tema anterior, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por recibido el informe suscrito por la licenciada Adriana Corrales Elizondo, Órgano Director del Procedimiento de la Dirección Jurídica, relacionado con el expediente administrativo N° (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), seguido contra la señora Deykell Fabiola Martínez Barquero por las sumas giradas de más. 2.) Aprobar la propuesta de arreglo de pago presentada por la señora Martínez Barquero a fin de que cancele la suma de ¢3.127.139,03 (tres millones ciento veintisiete mil ciento treinta y nueve colones con tres céntimos), la cual se compromete a depositar en forma mensual y consecutiva a partir del mes de octubre del 2023, la cantidad de ¢20.000,00 (veinte mil colones exactos) durante seis meses, ¢30.000,00 (treinta mil colones exactos) durante seis meses; ¢40.000,00 (cuarenta mil colones exactos) durante seis meses, ¢50.000,00 (cincuenta mil colones exactos) durante seis meses, ¢60.000,00 (sesenta mil colones exactos) durante seis meses, ¢70.000,00 (setenta mil colones exactos) durante seis meses, ¢80.000,00 (ochenta mil colones exactos) durante los siguientes meses, hasta la total cancelación de la deuda. 3.) Deberá la señora Martínez Barquero apersonarse a la Dirección Jurídica (ubicada en el 4to piso, Edificio de la Corte Suprema de Justicia), a firmar un pagaré por la suma adeudada. Lo anterior, en el plazo de ocho días hábiles contados a partir de la comunicación del presente acuerdo. 4.) Se le aclara a la señora Martínez Barquero, que deberá realizar los depósitos en la cuenta corriente del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, CC-CR45015201229000003291 del Banco de Costa Rica, y deberá señalar su nombre completo y el número de expediente administrativo N° (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) en cada depósito o transferencia. Además, se hace la advertencia, de que el compromiso es de forma mensual y consecutiva, y que de incumplir uno solo de los tractos, se remitirán las diligencias a la Procuraduría General de la República, para el respectivo trámite judicial de cobro. 5.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, para que tome nota del arreglo de pago presentado por la señora Deykell Martínez Barquero. Asimismo, deberá la Dirección de la JUNAFO comunicarle a la Dirección Jurídica del Poder Judicial una vez que la deuda referida esté cancelada, o si el arreglo de pago se suspende por cualquier motivo.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc146272646]ARTÍCULO XIV
Documento N° 946-2023
Conoce esta Junta Administradora, oficio N° 1585-DJ/CA-2022 [sic] del 21 de setiembre de 2023, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, subdirectora jurídica interina de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, el cual dice literalmente:
“Conforme a lo dispuesto por el artículo 239, inciso c) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, corresponde a esa Junta Administradora “(…) Recaudar las cotizaciones que corresponden a ese Fondo y ejercer las acciones de cobro necesarias.”, con base en ello, el Consejo Superior en sesión No. 18-2020 del 5 de marzo de 2020, aprobó la propuesta planteada por esta Dirección Jurídica, mediante oficio No. 390-DJ/CA-2020 del 7 de febrero de 2020 y autorizó que esta Dirección asumiera en calidad de órgano director, los procedimientos de cobro administrativo atinentes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, aquellos que mantiene en trámite y los que en el lapso de cooperación con esa Junta se inicien; así mismo, el Consejo Superior en sesión No. 25-2021 del 23 de marzo de 2021, artículo XLIX, ordenó a todas Direcciones del Poder Judicial atender los requerimientos de la Junta Administradora de manera directa y con la prioridad requerida, y de forma adicional en sesión No. 26-2021 del 6 de abril de 2021, artículo XXXI acordó “2.) Deberán las dependencias del Poder judicial mantener el apoyo que actualmente brindan a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”. 

En atención a lo expuesto, me permito indicar que mediante oficio N° 0567-JP/DJA-2023 de 4 de setiembre de 2023, suscrito por el MPM. Oslean Mora Valdez, Director a.i. de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, se informa a esta Dirección Jurídica de los montos adeudados por concepto de pago incorrecto de gastos de representación en los casos de las señoras pensionadas:

“(…)	

	Cédula de identidad
	Persona Jubilada fallecida
	Persona Pensionada
	Cédula de identidad 
	Rige el beneficio de pensión

	06-0031-0926
	Cob Jiménez Alfredo
	Sánchez Oviedo Alba
	01-0158-0719
	10/10/2013

	05-0067-0408
	Fernández Herrera German
	Sosto Esquivel Patricia
	01-0525-0100
	13/10/2018

	01-0380-0073
	Sancho González Eduardo
	Monge Serrano Rosa
	01-0447-0021
	17/12/2019



(…)” (la cursiva no es del original).

Al respecto en dicho oficio, sobre las sumas a cobrar a las señoras pensionadas se indica los siguiente:

“(…) II. Cobro de los montos adeudados 

Luego de la notificación de las 4 pensionadas que se encuentran activas en el proceso y en cumplimiento con lo acordado por el Consejo Superior en sesión N°. 39-18 del 10 de mayo de 2018, artículo XV, seguidamente se detallan los montos líquidos adeudados por las señoras Rosa Monge Serrano, Patricia Sosto Esquivel y Alba Sánchez Oviedo a la fecha en que se les rectifica el monto de pensión, lo anterior, para el cobro correspondiente por parte de la Unidad (sic) de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica: 

	
	Cédula de identidad
	Nombre
	Condición
	Fecha de rectificación de monto
	Monto Líquido por recuperar

	1.
	01-0447-0021
	Rosa Monge Serrano
	Pensionada
	01/06/2023
	¢4.658.615,39

	2.
	01-0525-0100
	Patricia Sosto Esquivel
	Pensionada
	01/06/2023
	¢5.946.987,16

	3.
	01-0158-0719
	Alba Sánchez Oviedo
	Pensionada
	01/09/2023
	¢57.699.679,34



(…) Así las cosas, para lo que corresponda se adjuntan al presente oficio los expedientes digitales de las tres pensionadas descritas en el cuadro que antecede, los cuales incluyen los cálculos realizados para la determinación de los montos a cobrar, hasta el día de su rectificación de monto de pensión, así como las resoluciones de rectificación de monto y comprobantes de notificación. (…)” (la negrita es del original y la cursiva es nuestra).

En razón de lo anterior, se dio apertura a los expedientes administrativos en el Área de Cobro Administrativo de esta Dirección, de la siguiente forma:

	Expediente administrativo: 
	Seguido a:
	Cédula de identidad:
	Monto:

	23-000555-1357-AD (B)
	Rosa Monge Serrano
	1-0447-0021
	¢4.658.615,39

	23-000556-1357-AD (C)
	Patricia Sosto Esquivel
	1-0525-0100
	¢5.946.987,16

	23-000558-1357-AD (A)
	Alba Sánchez Oviedo
	1-0158-0719
	¢57.699.679,34



Por lo anterior, de conformidad con lo establecido en el artículo 308 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública y a efecto de realizar el procedimiento de cobro administrativo correspondiente, con motivo de la sumas que se reportan fueron giradas en demasía, se solicita a esa Junta nombrar a como Órgano Director del Procedimiento en los expedientes administrativos (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), que sobre los casos referidos se tramitan, a la licenciada Sarita González Quirós, Asesora Jurídica del Área de Cobro Administrativo. De manera, que el Órgano Director designado deberá realizar las diligencias de recuperación necesarias y hacer el envío a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de las resoluciones correspondientes a los actos administrativos competencia de ese órgano en su calidad de Órgano Decisor.

Anexos

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

(…)”.

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocido el oficio N° 1585-DJ/CA-2022 [sic] del 21 de setiembre de 2023, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, subdirectora jurídica interina de la Dirección Jurídica del Poder Judicial. 2.) Designar a la licenciada Sarita González Quirós, asesora jurídica del Área de Cobro Administrativo, como Órgano Director del Procedimiento, quien deberá realizar las diligencias de recuperación necesarias y hacer el envío a esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de las resoluciones que se dicten en relación con los actos administrativos competencia de ese órgano en su calidad de Órgano Decisor, correspondientes a los expedientes administrativos N° (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), lo cual se acoge y se tiene por nombrada. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial y de la Dirección de la JUNAFO para los fines correspondientes.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc146272639]ARTÍCULO XV
Documento N° 892-2023 / 980-2023
Procede esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a dar audiencia a las personas representantes de la Asociación Nacional de Investigadores en Criminalística - ANIC.
Manifestaciones:
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, indica: “En este instante, estarían ingresando los representantes de la Asociación Nacional de Investigadores en Criminalística – ANIC, y le damos la bienvenida. Buenos días”.
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, manifiesta: “Buenos días, reanudamos la sesión al ser las diez horas con cuatro minutos, el punto próximo a tratar es la comparecencia que nos solicitó la Asociación Nacional de Investigadores en Criminalística – ANIC, con el fin de escucharlos por parte de este órgano colegiado”.
ENTRAN A LA SESIÓN POR MEDIO DE VIDEOCONFERENCIA LOS SEÑORES MAURICIO GÓMEZ MORA, SECRETARIO GENERAL DEL SINDICATO ANIC; KEYLOR HIDALGO MORA, ASESOR LEGAL DE LA ANIC; DAVID SEGURA ROMÁN, ASESOR EXTERNO DE ANIC; JOSÉ DANIEL QUESADA CARVAJAL, SECRETARIO DE DEPORTES DEL SINDICATO ANIC Y EL MÁSTER CRISTIAN TORRES JIMÉNEZ, ACTUARIO MATEMÁTICO CONTRATADO POR LA ANIC PARA HACER LA VALUACIÓN ACTUARIAL DEL PROYECTO DE LEY. 
El máster Mora Valdez, expresa: “Bienvenidos señores, nuevamente darle la bienvenida a este espacio, tenemos un espacio de hasta 20 minutos en agenda para poder atenderles sus consultas, sus dudas; les damos en este momento apertura del micrófono para que, por favor, se refieran en cualquier duda, cualquier consulta que quieran realizar y nada más, para efectos del acta, recordarles que esta sesión está siendo grabada por ser un tema de una visita oficial a este cuerpo colegiado y que posteriormente se coloca a conocimiento de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, entonces, para que por favor, lo tomemos en consideración.
Sin más por el momento, les agradecemos, les damos nuevamente la bienvenida y corre el tiempo determinado para lo que ustedes así determinen gracias”.
El señor Mauricio Gómez Mora, secretario general del Sindicato ANIC, indica: “Buenos días, voy a voy a iniciar esta intervención. Primero que todo, saludar a Juan Carlos y agradecerle a la Junta Administradora el tiempo y el espacio que nos están dando para poder conversar con ustedes, porque realmente es bastante necesario, por lo menos para lo que estamos en este momento realizando junto con don Cristian Torres, el actuario matemático.
Si les voy a explicar una situación especial que don Cristian tiene, porque él a las 10:30 a.m. tiene que desconectarse, entonces el tiempo de él me gustaría que lo que lo aprovechara debido a que el motivo de esta reunión es precisamente hablar con la Junta con respecto a la información que solicitamos mediante oficio N° 0448-2023 en fecha 30 de agosto del 2023. Este oficio lo que indica es precisamente la información que requerimos para la realización de un estudio actuarial que está siendo elaborado y realizado por don Cristian Torres, y que fue contratado por parte nuestra en el Sindicato, entonces sí me gustaría, tal vez darle la palabra a don Cristian, precisamente porque no sé si hay algún requerimiento especial que necesitemos solicitar o más bien consultarle don Juan Carlos, ¿cómo va el estado o el proceso de esta información?, si aún está en proceso, es decir ¿cuál es el estado actual?, si nos gustaría saberlo y si no entonces para aprovechar, como les digo, la presencia de don Cristian porque es el que maneja bien el tema actuarial, gracias”.
El integrante presidente Segura Solís, expresa: “Buenos días. No sé a qué se refiere en el tema de ¿en qué estado se encuentra?, ¿qué?”.
El señor Gómez Mora, responde: “La petición que hicimos a la Junta, la petición oficial que hizo ANIC a la Junta Administradora”.
El máster Mora Valdez, aclara: “Gracias don Juan Carlos si me permite, hay que recordar que nos llegó en la sesión tras anterior una solicitud del Sindicato ANIC, dónde se estaba solicitando un detalle de información, no se tenía claro en ese momento en que llega la nota para qué motivo estaban solicitando esa información porque no lo aclara en esa nota y no se indicaba o no se hacía referencia de que era sobre el proyecto de ley que el Sindicato estaba promoviendo entonces, en ese momento la Junta determina y hace una serie de consultas y le devuelve la nota a la ANIC para que hiciera esas aclaraciones.
En este momento nosotros poseemos cierta información, no toda tal y como la están solicitando y podría conllevar algún tiempo poder tabularla y poder presentarla. Puntualmente ¿qué información nos solicitan en su nota?, nos solicitan históricos de salarios de funcionarios activos y funcionarios jubilados, donde esa información de las personas activas no es competencia de esta Dirección, sino de la Dirección de Gestión Humana, como ustedes sabrán, esas coordinaciones a lo interno del Poder Judicial, pues llevan su trámite.
Así mismo, en la sesión que se presentó ante la Asamblea Legislativa la semana anterior, nos damos cuenta de que efectivamente hay un compromiso de parte de los señores del Sindicato de la ANIC, a en un lapso de tres meses, presentar resultados de un estudio actuarial, el cual, vuelvo y repito, previamente no se tenía conocimiento de parte de este cuerpo colegiado, que ese era un estudio que se estuviese practicando porque no es solicitud de la Dirección de la Junta, ni es un estudio actuarial normativo.
Bueno, dado lo anterior, la única preocupación que existe con respecto a la información que se está dando es el tema de los roces con el detalle de la información privada de una parte de la población, en particular ¿cuál?, bueno, preocupa y eso se comentó por parte de este cuerpo colegiado, preocupa, por ejemplo, que se detallen nombres, cédulas o la identificación individual de los agentes que son funcionarios del Organismo de Investigación Judicial - OIJ y que esa información pudiese salir a la luz pública ¿verdad?, por situaciones de sus funciones particulares.
Pero entenderíamos nosotros y partimos del hecho de que la ANIC tomó las previsiones a la hora de contratar a don Cristian Torres de los eventuales, contratos de confidencialidad y todo esto que se acostumbra, ¿verdad?, para evitar que ese tipo de información salga a la luz pública y entenderíamos nosotros también que esta información, pues se va a tratar con el mayor recelo y respeto por el tipo de detalle que es, parto de ese principio.
Lo cierto del caso es que aquí, tendríamos que ponernos de acuerdo más bien, ¿qué tan detallado?, porque la nota como les menciono nos llevaría su tiempo poder tener el detalle tal cual está solicitándose en esa nota y nada más, como punto de referencia para que ustedes también lo tomen en consideración, con los estudios actuariales que se elaboran para efectos de entregar a la SUPEN anualmente, se hace un plan de trabajo y un cronograma de detalle de información de seis meses. Seis meses antes de la presentación del estudio, se hacen las solicitudes de información, se emiten los detalles de información se hace toda la entrega y se hacen las coordinaciones a lo interno del Poder Judicial, como les menciono tanto con la Dirección de Gestión Humana como con la Dirección de la JUNAFO, para poder entregar las dos partes, la parte de los funcionarios activos y la parte de las personas jubiladas y pensionadas, básicamente eso para que lo tomemos en consideración, gracias”.
El señor Gómez Mora, manifiesta: “Referente a lo que nos indica, si tenemos que aclararle que el tiempo que se indicó en la Asamblea Legislativa de tres meses es el tiempo que nos está dando el actuario para realizar el estudio, obviamente cuando él tenga en poder la información, es decir, en este momento nosotros no tenemos esta información entonces el tiempo para nosotros no está corriendo, entonces, de hecho nosotros vamos a enviar una nota a la Comisión de Jurídicos donde vamos a indicar y aclarar esa situación de que cuando nos referimos a los tres meses, es el tiempo que dura el actuario en realizar el estudio cuando ya él tenga la información que él requiera, ¿verdad?, entonces por eso es que dependemos nosotros mucho de tener prontamente esta información.
Con respecto a la confidencialidad de la información que menciona, efectivamente, nosotros bueno, y ahí sí me gustaría tal vez don Cristian que nos diga también si nosotros requerimos tener nombres hasta números de cédula, porque me parece que no, me parece que lo que nosotros ocupamos más bien es como un dato muy generalizado, ¿verdad don Cristian?”.
El máster Cristian Torres Jiménez, actuario matemático contratado por la ANIC, indica: “Buenos días de nuevo, sí efectivamente hay un tema de confidencialidad que quedó en el contrato, sin embargo, si eso puede representar algún problema, el número de cédula como tal no se requiere, uno usualmente lo pide para hacer una validación de que por ejemplo no haya una persona que aparezca dos veces en una misma base de datos, entonces ese es el único uso que le da entonces, teniendo eso en cuenta el número de cédula puede perfectamente sustituirse por un consecutivo, 1, 2, 3, 4, hasta el final, entonces, ya sustituyendo el número de cédula por un consecutivo, se pierde la identificabilidad de la persona, el nombre de hecho no se está pidiendo, la única forma en que se puede identificar es con el número de cédula, pero si este se sustituye por un consecutivo para mí está perfecto, entonces, por ahí podemos salvar el tema de la confidencialidad o más bien, de la identificabilidad de la persona.
Luego, la información se había solicitado con corte al 30 de junio 2023, como para tener la más reciente, sin embargo, como son proyecciones a largo plazo, más menos 6 meses no nos va a correr mucho las proyecciones, de hecho, es algo que se puede subsanar, ¿qué quiero decir con esto?, que la información perfectamente puede ser entonces en este caso al 31 de diciembre del 2022, o sea, se puede trabajar con ese corte de información, como ya la valuación actuarial con corte al 31 de diciembre 2022 se hizo, presumo que la información ustedes se la entregaron en algún momento al actuario que hizo el estudio, y presumo también que ustedes la conservaron, es como muy reciente entonces, igual esa perfectamente nos sirve para hacer la valuación que queremos, o sea, no tienen que volver a generar toda la información porque esa ya estaba”.
El máster Mora Valdez, expresa: “Sí señor, de hecho, ese punto don Cristian es vital para la agilidad o en la ejecución, porque como usted sabrá el hacer un corte distinto al que ya se ejecutó, implica replicar todo el proceso de generación de datos, mientras que la información al corte del 31 de diciembre, efectivamente, como usted señala, ya está generada y ya fue la que se utilizó para el estudio actuarial oficial por parte del actuario contratado”.
El máster Torres Jiménez, señala: “Claro, entonces, en ese caso, bueno ya sería que nos pongamos de acuerdo, a lo interno con el Sindicato porque en el contrato yo si había escrito 30 de junio del 2023, pero igual yo aquí mismo les digo que el hecho que se haga 6 meses para atrás, como son valuaciones de muy largo plazo de 75 o 100 años, eso no nos va a hacer la gran diferencia, entonces podemos perfectamente trabajar con 31 diciembre de 2022, el mismo corte de la valuación. De hecho, inclusive eso nos ofrece una ventaja que no teníamos, y es que como es la misma fecha de corte del estudio que ya está hecho, eso inclusive nos sirve para que se vuelvan como más comparables, con el estudio que ya está hecho porque en esta valuación que se requiere para el proyecto de ley, yo les explicaba que el escenario que tengo que tomar como escenario de punto de partida o referencia de la situación actual sin reforma, es decir, esa es como mi referencia y luego un segundo escenario, que es implementando el proyecto de ley, entonces también tiene su utilidad hacerlo con corte al 31 diciembre de 2022, entonces podemos perfectamente hacerlo con ese corte para acelerar la información, bueno de hecho ya ustedes tienen la información con corte a esa fecha entonces por mi parte no le veo ningún problema”.
El máster Mora Valdez, manifiesta: “Listo, don Cristian revisando su nota o la nota de la ANIC, efectivamente, sí se hace detalle el número de cédula de identidad, estamos entendidos de que esa no sería una limitante y ustedes no tienen ningún inconveniente en que se sustituya por un identificador único, al fin y al cabo, usted lo que ocupa es que sirva como llave”.
El máster Torres Jiménez, responde: “Exactamente”.
El máster Mora Valdez, prosigue: “Perfecto, no hay problema.
Después, el tema del sexo, al no tener un identificador de personas no estaríamos rozando el tema de datos personales, después el tema del monto de la pensión mensual no es un inconveniente, salario bruto y si corresponde a un funcionario... esta parte sí, dice en su segundo requerimiento, planillas de afiliados activos, al 31 de diciembre, en este caso 2022, que incluya número de cédula -dijimos que lo sustituíamos-, fecha de nacimiento, fecha de ingreso al Fondo -que sería la fecha de ingreso al Poder Judicial-, sexo, años cotizados al fondo, salario bruto mensual y si corresponde a un funcionario que se beneficiaría con el proyecto de ley que establecería condiciones diferenciadas. Esa lista, eso es un tema complicado y se lo voy a decir a ustedes porque la reforma como está planteada en este momento es ambigua, no hay una lista definitiva de personas, ustedes las conocen mejor que nosotros, ¿por qué motivo?, porque dice las personas que trabajan en la Dirección del OIJ que posean portación de armas, en la misma comparecencia se habló de un número, después se modificó a otro número y ustedes son los que brindaron ese número precisamente entonces, esa parte respetuosamente sí les diría que me parece que ahí tenemos un inconveniente porque no sabría decirles cuántas personas podrían beneficiarse o no de ese requisito, justamente no tengo yo ese listado o esas estimaciones ¿por qué?, porque lo que establece la reforma en este instante es personas que tengan derecho de portación de armas que sean funcionarios activos y que laboren en el OIJ pero también, según lo que se comentó en la comparecencia, que tengan ciertos años de servicio directamente relacionados con el servicio al OIJ, entonces ahí para mí, ese sí es un inconveniente significativo.
El cuarto punto, los estados financieros, esa es información pública, se encuentra en nuestro sitio web e igual nosotros podemos facilitárselos sin ningún inconveniente, pero básicamente eso no es ningún problema; aquí realmente lo que ustedes están solicitando, este último punto sería el único meollo que vemos y, obviamente me atrevo a indicarlo, dependerá de si efectivamente este cuerpo colegiado da el visto bueno para que la Administración proceda ¿verdad?”.
El máster Torres Jiménez, consulta: “Perdón para concretar, en el punto 2, ¿el ítem que está creando ruido es ese último solamente?, que dice si corresponde a un funcionario que se beneficiaría con el proyecto de ley, ¿solamente ese punto sería?”.
El máster Mora Valdez, aclara: “Sí, señor. Si ustedes desean que se integren desde la fuente, yo necesitaría que ustedes más bien me indiquen quiénes son los funcionarios que se beneficiarían para poder decirles en la matriz “vean, de acuerdo al listado que ustedes me dieron 2500 personas o 2000 personas o 1800 personas, estas son las personas que estarían eventualmente beneficiándose de esta reforma” y se los puedo poner con un identificador pero realmente yo no tengo ese filtro, yo no puedo decirles a ustedes, “miren, son 1500, son 2000 o son 2500”, ese dato no lo poseo y con la redacción, vuelvo y repito, que actualmente está, sí ya se había dado una manifestación de criterio por parte de este cuerpo colegiado donde preocupa que no están tan claras las reglas, o sea, se habla de funcionarios que tengan portación de armas, okey perfecto, pero ¿cuánto tiempo como funcionarios que tengan portación de armas?, funcionarios que pasaron toda su vida desarrollando tareas en la Administración y que a los últimos años se trasladen al OIJ, ¿cuánto tiempo es requisito para que puedan ser considerados beneficiarios de esta norma?
Entonces, esa variable es la que nosotros no tenemos en este momento identificada y no podríamos facilitársela, podemos darle la información sin esa variable y ustedes la complementan o ustedes nos facilitan ese dato y nosotros se los incluimos en el detalle de información que solicitan, cualquiera de las dos formas es posible”.
El señor Gómez Mora, expresa: “Don Oslean para complementar lo que usted está indicando, nosotros logramos conseguir por medio de la Dirección del OIJ y de la Administración del OIJ, la información referente a escalafón policial. Escalafón policial ¿qué es?, es la gente que efectivamente portan armas de fuego, llámese Custodio de Cárceles, llámese Investigadores, llámese Agentes de la Unidad de Protección de Víctimas y Testigos (UPROV), cualquier tipo de funcionario que pertenezca a la institución que porte armas de fuego.
De hecho, yo conseguí la información en cuestión de un día de los empleados que pertenecen al escalafón policial de más de 25 años, creo que esa información yo se la puedo suministrar, no tengo ningún problema, yo le puedo dar todo el total de los funcionarios que pertenecen al escalafón policial y ustedes realizan entonces esa labor que usted indica que sería concatenar la información que ustedes tienen. Eso yo me encargo, no tengo ningún problema y yo se los puedo suministrar, creo que hasta en menos de una semana, talvez hasta en días”.
El máster Mora Valdez, dice: “Okey, sí señor”.
El señor Keylor Hidalgo Mora, asesor legal de la ANIC, manifiesta: “Buenos días, primero que todo. Bueno, la nota de ANIC si bien pudo haber sido ambigua, don Cristian nos ha ayudado a concretizar y por dicha se ha llegado como al punto de la información que se necesitaba, lo que sí quería hacer referencia es sobre las observaciones personales que cada una o cada uno de nosotros pueda tener sobre el proyecto, pues es una cuestión que compete meramente al legislador y que es una cuestión que está en examen y bajo discusión del proyecto de ley, donde a todos se nos ha hecho parte para manifestar nuestros puntos a favor, en contra u observaciones, entonces sí hacer como un llamado a que nos refiramos como al punto de la información solicitada y que lleguemos a un buen puerto con esto que es lo que me parece que ha pasado con los requerimientos del señor Cristian Torres”.
El máster Torres Jiménez, indica: “Nada más para estar claros, entonces si la ANIC proporciona un listado de números de cédula, no sé, 1500, 1800, lo que sea, ¿sería posible por parte de ustedes cruzar esa información para incluirle un indicador de 1 a los que se benefician con el proyecto y 0 los que no entran?, y así tener nosotros entonces ya la información con esa última variable”.
El máster Mora Valdez, señala: “Sí señor, para que tenga la fuente completa”.
El máster Torres Jiménez, responde: “Ah okey, genial”.
El máster Mora Valdez, prosigue: “Ahora lo que sí tiene que quedar claro es que nosotros no estamos determinando quién sí, quién no, estaríamos ciegamente copiando la lista que nos van a facilitar, ahí no hay responsabilidad de parte de Administración, de determinar sí “mire a Fulanito sí, a Fulanito no, o mire que yo tengo tantos años o tantos requisitos”, no tenemos responsabilidad alguna con ese detalle, pero claro como ustedes lo estarían facilitando, pues ustedes creo que estarían conscientes de ese tema”.
El máster Torres Jiménez, consulta: “Y una vez que se les da ese listado, el número de cédula que sirve como llave, ¿cuánto tiempo creen ustedes que pueden entregarnos esa información?”.
El máster Mora Valdez, expresa: “Don Cristian en este momento llegamos a un punto de acuerdo muy fácil, muy ágil, ¿verdad?, acortamos mucho el tiempo gracias a que estamos diciendo vamos a utilizar los datos al 31 de diciembre, entonces ya son datos generados. Esa información nos acorta prácticamente un mes el tiempo de entrega de la información, pero no podría en este momento decirle en una semana o en 15 días, porque efectivamente todavía necesitaríamos que nos den ese detalle para nosotros facilitárselo y probablemente como ya es información generada, la manipulación no lleve tanto trabajo.
Estimo que en menos de un mes esta información se les puede facilitar, mucho menos de un mes en realidad, pero no me atrevo a dar una fecha específica en este momento”.
El licenciado David Segura Román, asesor externo de ANIC, manifiesta: “Gracias compañeros, y gracias a la Junta. Efectivamente, primero agradecerles el tiempo que se han tomado y la buena disposición que tienen para esta información. Y segundo, era esa misma pregunta, nosotros por procedimiento legislativo tenemos como unos días marcados y lo que nos interesa así realmente saber es, cómo estamos con cronograma, pero, partimos muy bien como lo dice don Oslean de 15 a 22 días creo que va a ser una fecha de entrega para nosotros comenzar a cuadrar tiempos; les agradecemos mucho, gracias”.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, indica: “Buenos días, compañeros del Sindicato de ANIC, darles la más cordial bienvenida a esta Junta Administradora; indicarles que nosotros hemos comentado muy bien la nota que ustedes nos han enviado, como se ha explicado el día de hoy y que, tenemos toda la anuencia de dar información pública con las restricciones que hay para otro tipo de información que es de interés confidencial, pero creo que en esta conversación que tuvimos llegamos a un buen puerto y consideramos que podrán tener los insumos necesarios.
Sí decirles que, nosotros salvamos responsabilidad de la información o del informe que ustedes vayan… o el proyecto que tienen en mente, pero sí con mucho gusto vamos a dar la información con esas reglas de juego para que puedan tener los insumos necesarios y puedan hacer un proyecto interesante, nosotros también en esta Junta Administradora tratamos de ver cómo se maneja la información y cómo damos resultados óptimos para las jubilaciones y pensiones y todo lo que encierra esta responsabilidad, pero para eso estamos a acá, creo que este tipo de reuniones son importantes, son directas, son conversadas, son de importancia para los resultados que ustedes van a tener, pero con mucho gusto, siempre estamos anuentes todos los integrantes de esta Junta Administradora, más bien muchas gracias por estar acá con nosotros y ya estamos sobre el tiempo don Juan Carlos, por aquello. Buenos días, gracias”.
El máster Torres Jiménez, consulta: “Gracias, es muy rápido, es que se me ocurre que igual con el afán de acelerar este proceso, si sería posible que yo tuviese como contacto por si hubiese alguna duda o algo, con los que generan propiamente la información, con los profesionales que están a cargo la información, los que la generan ¿quién es el encargado?, porque pues obviamente yo no pensaría en llamar a don Juan Carlos Segura, ¿verdad?, si no a alguien que esté propiamente con la información en la parte operativa, sí sería posible, ¿quién es el encargado de generarla? y si fuese el caso de reunirme ya sea presencial o virtual, yo estaré en la mejor disposición, no para irrespetar jerarquías jamás, sino más bien para acelerar procesos que tienden a ser un poco operativos entonces si hubiese un nexo para mí sería genial, y se los agradecería muchísimo”.
El máster Mora Valdez, responde: “Don Cristian, con mucho gusto cuando le respondamos la nota le vamos a poner un contacto, no existe una única persona encargada de la generación de todos los datos, pero sí con mucho gusto podemos poner un contacto para que sea su fuente directa de consulta y si esa persona no le puede resolver pues que se coordinen las reuniones internas que sean necesarias. Si entendiendo que como le menciono, hay varias áreas y varias personas involucradas, y pues no hay un único super usuario que pueda atender todo, pero sí con muchísimo gusto al momento de remisión, se le puede tratar de esa manera”.
El máster Torres Jiménez, dice: “Perfecto, muchas gracias”.
El señor Gómez Mora, expresa: “Hay un tema que sí me preocupa y es lo que dijo don Oslean ahora de que ustedes nos habían contestado y aquí consultando con la secretaria del Sindicato, con Heylin Rojas, me indica que no hemos recibido ninguna comunicación entonces parece que el canal de comunicación habría que verificarlo. Me gustaría tal vez saber ¿cuál fue el correo al que se contestó y en qué fecha? para nosotros ubicar a ver qué fue lo que sucedió, porque ahí sí me interesa que ese canal sea el más apropiado y fluido tanto nosotros hacia ustedes como ustedes hacia nosotros, ¿verdad?”.
El máster Mora Valdez, señala: “Listo don Mauricio, nos dejamos esta segunda solicitud, con mucho gusto se la facilitaremos posterior a la reunión”.
El integrante presidente Segura Solís, manifiesta: “Muy bien, muchas gracias entonces, doy por finalizada la comparecencia de ustedes, muchas gracias”.
El señor Gómez Mora, dice: “Muchas gracias, muy amables”.
SALEN DE LA SESIÓN LOS SEÑORES MAURICIO GÓMEZ MORA, SECRETARIO GENERAL DEL SINDICATO ANIC; KEYLOR HIDALGO MORA, ASESOR LEGAL DE LA ANIC; DAVID SEGURA ROMÁN, ASESOR EXTERNO DE ANIC; JOSÉ DANIEL QUESADA CARVAJAL, SECRETARIO DE DEPORTES DEL SINDICATO ANIC Y EL MÁSTER CRISTIAN TORRES JIMÉNEZ, ACTUARIO MATEMÁTICO CONTRATADO POR LA ANIC. 
El máster Mora Valdez, expresa: “Bueno don Juan Carlos, parto del hecho entonces como se ha discutido en otras oportunidades que efectivamente esta Junta Administradora aprueba el brindar esta información al Sindicato con las limitaciones que se han conversado ¿verdad?, la no identificación individual de las personas sino sustituir por un número único de identificación y que este Sindicato es el que va a determinar quién se beneficia y quién no del proyecto de ley que esa no es tarea de la Administración, sino que más bien va a complementarlo.
Entonces simplemente Fulanito se beneficia y le ponemos un indicador a la información, de igual forma que no se generaría corte al 30 de junio, sino que se generaría con corte al 31 de diciembre, reutilizando la información que ya le fue suministrada al actuario propio de la Junta, ¿verdad?, para la ejecución del estudio actuarial obligatorio y, por último, designar a una persona dentro de la Administración que funja como contacto para hacer cualquier aclaración con respecto a este detalle, entonces si estoy entendiendo bien y ustedes están de acuerdo, procederíamos a dejarnos la tarea para atender a la mayor brevedad”.
El integrante presidente Segura Solís, indica: “Así es Oslean y por eso quería que quedara grabado”.
El máster Mora Valdez, dice: “Listo, sí señor”.
Se acuerda:	De conformidad con las manifestaciones plasmadas anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por recibidas las consultas y observaciones realizadas en esta comparecencia por parte de los señores representantes de la Asociación Nacional de Investigadores en Criminalística – ANIC, relacionados con la información solicitada a este órgano colegiado mediante oficio N° 0448-2023 del 30 de agosto del 2023. 2.) Aprobar la remisión de la información solicitada por la ANIC con corte al 31 de diciembre del 2022, con las limitaciones indicadas con el fin de resguardar la identificabilidad individual de las personas servidoras judiciales. 3.) Deberá la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, proceder con la recopilación de la información solicitada a la mayor brevedad posible, una vez que se reciba la información faltante por parte de la ANIC, tomando en consideración lo siguiente: a) no se especificarán nombres de las personas servidoras judiciales, b) no se especificarán números de cédula, por lo que se deberá sustituir este dato por un número único de identificación, c) se identificarán las personas jubiladas judiciales que corresponden al escalafón policial de acuerdo con la información que suministrará la ANIC, d) se designará a un funcionario de esta Dirección para que funja como contacto con el señor Cristian Torres para cualquier aclaración de la información que se suministre. 
Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc146272636]ARTÍCULO XVI
Documento N° 394-2022 / 934-2023
En sesión N° 17-2022 del 26 de abril de 2022, artículo XI, en lo concerniente, se nombró a la licenciada Adriana Corrales Elizondo, asesora jurídica del Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica como Órgano Director del Procedimiento, para realizar el procedimiento de cobro administrativo correspondiente, con motivo de la suma que se reportó como girada en demasía al señor Álvaro Fernández Silva, seguido bajo el expediente No. 206-R-15 DJ (C). Además, se estuvo a la espera de la remisión de las resoluciones correspondientes a los actos administrativos competencia de esta Junta en calidad de Órgano Decisor.
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, oficio N° 1558-ACA-DJ-2023 del 18 de setiembre de 2023, suscrito por la licenciada Adriana Corrales Elizondo, Órgano Director del Procedimiento en el expediente administrativo N° 206-R-15 DJ (C), mediante el cual remite el citado expediente y la resolución N° 1548-ACA-DJ-2023 de las ocho horas del trece de setiembre de dos mil veintitrés, con respecto al recurso de revocatoria con apelación en subsidio, presentado por el señor Álvaro Fernández Silva, que dice:
“RECURSO DE REVOCATORIA 
CON APELACIÓN EN SUBSIDIO
No. 1548-ACA-DJ-2023

Dirección Jurídica del Poder Judicial. Área de Cobro Administrativo, San José, a las ocho horas del trece de setiembre de dos mil veintitrés.-

Visto el escrito remitido a esta Dirección por el señor Álvaro Fernández Silva, cédula de identidad número 1-0288-0592, interponiendo recurso de revocatoria con apelación y excepciones de falta de derecho, falta de interés de actual, prescripción, contra la resolución de inicio del procedimiento ordinario administrativo "Auto de Inicio No. 2024-ACA-DJ-2022" de las ocho horas cincuenta minutos del doce de diciembre de dos mil veintidós; y,

Considerando:

I.- Que por resolución de esta Dirección Auto de Inicio No. 2024-ACA/DJ-2022 de las ocho horas cincuenta minutos del doce de diciembre de dos mil veintidós, se concede audiencia y se convocó a comparecencia oral y privada al señor Álvaro Fernández Silva, por el plazo de diez días hábiles, para que formule los alegatos que estime pertinentes, aporte la prueba que considere oportuna e indique los fundamentos jurídicos en que apoye sus pretensiones, sobre el cobro de setenta y seis millones ciento setenta y dos mil doscientos noventa y dos colones con setenta y siete céntimos (¢76.172.292,77) correspondientes a la suma girada de más al aplicarse dos veces el aumento por costo vida en el rubro de gastos de representación incluido en el monto de la jubilación que se le cancela, ya que se calculó sobre la totalidad del beneficio (el cual contempla gastos de representación), y adicionalmente, de forma separada, este último rubro se incrementó en un 5%. Asimismo, se le otorgó la oportunidad de proponer el correspondiente arreglo de pago. En dicha resolución, se convocó al señor Álvaro Fernández Silva a comparencia oral y privada; se le previno a señalar medio para atender notificaciones, y se hizo de su conocimiento que la resolución citada admitía los recursos correspondientes (ver folios 113 a 117).- 

II.- Que la resolución citada se notificó al señor Fernández Silva, el 19 de diciembre de 2022, en su casa de habitación (ver folio 125).

III.- Que una vez notificado el señor Fernández Silva, dentro del plazo concedido para interponer los recursos, el día veinte de diciembre del año dos mil veintidós, presenta en la Dirección Jurídica escrito, interponiendo recurso de revocatoria con apelación en subsidio y excepciones de falta de derecho, falta de interés de actual, prescripción y caducidad, contra la resolución de inicio del procedimiento ordinario administrativo "Auto de Inicio No. 2024-ACA-DJ-2022", de las ocho horas cincuenta minutos del doce de diciembre de dos mil veintidós, manifestando lo siguiente: "(...) En relación con la notificación que se me hizo ayer, 19 de diciembre del 2022, debo impugnar y pedir revocatoria con apelación en subsidio por tratarse de una suma que no adeudo y además interpongo las excepciones de falta de derecho, de falta de interés actual, prescripción y caducidad. La suma que se me cobra está prescrita y está caduca y no hay posibilidades de cobro judicial por su totalidad. En su momento se establecerá la verdad del monto que eventualmente adeudo, porque a mí se me arregló la situación del pago desde marzo de este año reduciéndome la suma que de más se venía pagando, impugno la resolución para no producir un acto administrativo consentido. Para notificaciones por correo electrónico: (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) (...)" (la cursiva es nuestra) (ver folio 126 y ss).- 

IV.- Que en fecha nueve de enero del presenta año, el señor Fernández Silva, amplía sus alegatos, señalando lo siguiente: "(...) Dentro del plazo concedido vengo a formular mis alegaciones, en relación con su acto administrativo N° 2024-ACA-DJ-2022 del día 12/12/2022: 1. La comunicación recibida tiene algunos defectos, unos meramente formales y otros de fondo y muy graves. Lo cual protesto para que no sea, con sus defectos, UN ACTO ADMINISTRATIVO CONSENTIDO. 2. Los meramente formales consisten en el simple descuido de poner mi apellido primero como Hernández y otro como mi segundo apellido Alvarado. Soy Álvaro Fernández Silva. Además, se me entregó una copia ilegible por lo pequeño de la letra; tuve que pagar la ampliación en fotocopia para poder leer el contenido de la comunicación. Nunca logré que me ampliaran las páginas acompañadas con números ilegibles: algunos incompletos y borrosos. Esto causa una grave indefensión que la denuncio. Soy persona de 82 años y padezco de diabetes 2 desde mis 46 años. Tuve una hemorragia en mi ojo izquierdo, ya controlada, y tengo una catarata incipiente en el ojo derecho por lo que no pude leer las cifras del caso y eso agrava la indefensión que también denunció. Padezco inmovilidad de las piernas. 3. Solamente pude constatar que cuando me rebajaron el monto de mi jubilación, en el mes de marzo de 2022, me resultó qué a esa fecha, como pago en exceso, alcanzaba la suma de ¢956.195.02, única cifra que me resulta conocida. 4. Algo está muy claro, y es que todos los pagos que recibí como jubilación mensual, fueron ordenados por respectivos órganos administrativos. Yo nunca solicité ningún monto de mi jubilación. Todo se hizo internamente. Tanto en el pago como las deducciones quincenales (renta, ayuda solidaria, pago de retención para el fondo de jubilaciones y pensiones, impuesto sobre la renta, CCSS) lo cual cancelé con base en las sumas recibidas en su totalidad, sin saber de ningún error. 5. Yo me jubilé en el año 2004 y ya desde el 2002 se había ordenado, de manera reiterada, que no se pagaran más el sobresueldo de gastos de representación y los aumentos por costo de vida correspondientes los cuales son porcentuales y anuales. Se ve que la negligencia culpable es de los funcionarios que no acataron esas órdenes ejecutorias y de obligado cumplimiento, al venir de un pronunciamiento de la jerarquía administrativa, y por lo que entonces si existe alguna responsabilidad, lo es de los funcionarios que injustificadamente, no cumplieron lo ordenado, por lo que es de la Administración Pública (del Estado) y para nada de quienes recibimos sumas que ahora se dice que son contrarias a derecho. 6. En mi defensa a la suma exorbitante que se me pretender cobrar, sin conocer la causa exacta y precisa de la misma (grave indefensión) opongo las excepciones de FALTA DE DERECHO, así como DE CADUCIDAD EN LO ADMINISTRATIVO y de PRESCRIPCION EN LO CIVIL DE HACIENDA, que son en lugar 4 y 10 años. Dejo así contestada la audiencia concedida en documento ilegible y por opuesta las excepciones pertinentes. Ruego resolver de conformidad y acorde con el derecho que me protege y asiste. Para notificaciones por la vía electrónica señalo el siguiente correo electrónico (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). PS. Les devuelvo las cifras o cantidades que originalmente se me hicieron llegar. Son gravemente inservibles, por la mayoría ilegibles y otras borrosas u borradas. Mismos lugar y fecha. PS II°. Cabe recordar el precepto antiguo en latín del vigente Derecho Romano: "ERROR NON FIAT IUS". En verdad que el ERROR NO CREA DERECHO. Sin embargo, como existe un apariencia de algo creado, la misma debe desaparecer por los atributos que les otorgan a los actos administrativos los principios de Ejecutoriedad y de Ejecutividad, deben desaparecer mediante la obligada impugnación, como se está haciendo. Desde ya solicito la inmediata suspensión cautelar de sus efectos al ser ilegibles y contrarios a Derecho, por su evidente grave daño (...)" (la cursiva es nuestra). 

V.- Que llegada la hora y fecha señalada para la realización de la comparecencia oral y privada de las ocho horas treinta minutos del veintiocho de marzo del año en curso, esta Dirección dictó la resolución "Se suspende comparecencia", lo anterior de conformidad con el artículo 316 de la Ley General de Administración Pública. (ver folio 135)

VI.- SOBRE EL FONDO: De conformidad con todo lo que consta en el expediente, queda demostrado que una vez informada esta Dirección Jurídica de la suma adeudada por el señor Álvaro Fernández Silva de setenta y seis millones ciento setenta y dos mil doscientos noventa y dos colones con setenta y siete céntimos (¢76.172.292,77) correspondientes a la suma girada de más al aplicarse dos veces el aumento por costo vida en el rubro de gastos de representación incluido en el monto de la jubilación que se le cancela, ya que se calculó sobre la totalidad del beneficio (el cual contempla gastos de representación), y adicionalmente, de forma separada, este último rubro se incrementó en un 5%; cálculos informados a esta Dirección mediante oficio N° 146-JP/DJA-2022 suscrito por la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial República de Costa Rica, en cumplimiento del debido proceso y el derecho de defensa, se inició procedimiento ordinario administrativo, por lo que se dictó la resolución "Auto de Inicio No. 2024-ACA-DJ-2022" de las ocho horas cincuenta minutos del doce de diciembre de dos mil veintidós, por medio de la cual se imputó al señor Fernández Silva los antecedentes reportados tanto por el Consejo Superior como por la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por lo que se generan las sumas reportadas como giradas de más por setenta y seis millones ciento setenta y dos mil doscientos noventa y dos colones con setenta y siete céntimos (¢76.172.292,77). En virtud de ello, se le concede audiencia para que en el plazo de diez días hábiles formulara los alegatos pertinentes, se señala fecha y hora para la realización de la audiencia de comparecencia oral y privada para el día veintiocho de marzo del año en curso y se le invita a señalar medio para recibir notificaciones. Como garantía del debido proceso se le da la posibilidad de recurrir la resolución que se le notifica, conforme a lo establecido en el artículo 346 inciso 1 de la Ley General de la Administración Pública por tratarse de la primera notificación. Por lo que se aclara al señor Fernández Silva, que nos encontramos en la etapa inicial del expediente, por lo que en dicha resolución se le concede audiencia para escuchar sus alegatos y se señala fecha y hora para la audiencia de comparecencia oral y privada, oportunidad procesal que tendrá igualmente para manifestar, ratificar o aportar prueba en su defensa, sin que para éste momento esta Dirección esté en la etapa final del procedimiento, por lo que sus argumentos serán agregados al expediente para ser valorados en el momento procesal oportuno. 

· SOBRE LAS EXCEPCIONES DE FALTA DE DERECHO E INTERÉS ACTUAL: Tal y cómo se indica en el acápite anterior, una vez informados de los cálculos correspondientes como sumas giras de más al señor Fernández Silva, por la Junta Administradora, esta Dirección dicta la resolución que convoca a comparecencia, la cual es la oportunidad procesal que tiene el encausado de ejercer su derecho de defensa y presentar la prueba documental o testimonial que sustente su dicho. En este caso el Área de Cobro Administrativo y este Órgano Director del procedimiento, de acuerdo con las competencias delegadas mediante sesión No. 17-2022 del 26 de abril de 2022, por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, inicia el procedimiento ordinario administrativo al encontrarnos facultados para accionar, todo en resguardo del debido proceso y el derecho de defensa, por lo que si se cuenta con derecho para accionar, para de ser el caso rectificar y lograr la recuperación de la suma que se considere adeudada al Fondo. Al respecto es importante señalar que el fin de este procedimiento es determinar si procede o no el cobro de las sumas reportadas de más, generadas al aplicarse dos veces el aumento por costo vida en el rubro de gastos de representación incluido en el monto de la jubilación que se le cancela, ya que se calculó sobre la totalidad del beneficio (el cual contempla gastos de representación), y adicionalmente, de forma separada, este último rubro se incrementó en un 5%; lo anterior, en atención al mandato legal ordenado por Corte Plena, mediante acuerdo No. 25-15 celebrado el 29 de junio de 2015 Artículo XX, comunicado a esta Dirección mediante oficio de la Secretaría General de la Corte No. 7014-15 del 8 de julio de 2015 que dispuso acordar: “a.) Ordenar a la Dirección de Gestión Humana se sirva corregir el “acto implícito”, relativo al pago de sobresueldos de Magistratura y aumento por costo de vida al rubro de gastos de representación de los exmagistrados y exmagistradas que se pensionaron antes del 2 de diciembre de 2002; se suspenda el giro de las sumas en cuestión y se disponga realizarlas conforme a derecho corresponda. b.) Solicitar a la Dirección Jurídica que realice las gestiones de cobro correspondientes, a fin de recuperar los montos debidos y no causar más perjuicio económico al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para lo cual se deberá conceder audiencia a los señores exmagistrados jubilados, señoras exmagistradas jubiladas y sus beneficiarios y beneficiarias, garantizándose así el ejercicio del derecho de defensa. Lo anterior, de conformidad con lo establecido en el artículo 157 de la Ley General de la Administración Pública que dice: “En cualquier tiempo podrá la Administración rectificar los errores materiales o de hecho y los aritméticos”; por lo cual la Administración está debidamente facultada para efectuar el trámite correspondiente, por lo que se rechaza la excepción de falta de derecho. 

· En igual sentido, se debe rechazar la EXCEPCIÓN DE FALTA DE INTERÉS ACTUAL, ya que a pesar del tiempo transcurrido y a pesar de que por resolución RGP-043-2021 dictada por la Dirección de Gestión Humana, a las diez horas quince minutos del trece de abril de dos mil veintiuno, esa Dirección procedió a la ejecución de la rectificación en el monto de la jubilación, así como el incremento semestral por costo de vida al rubro de gastos de representación al señor Álvaro Fernández Silva, cédula de identidad número 01-0288-0592. Al haberse reportado un error, al indicarse que fue generado al aplicarse dos veces el aumento por costo vida en el rubro de gastos de representación incluido en el monto de la jubilación que se le cancela, ya que se calculó sobre la totalidad del beneficio (el cual contempla gastos de representación), y adicionalmente, de forma separada, este último rubro se incrementó en un 5%, por lo que se informan se generaron sumas giradas de más (error detectado mediante informe de la Auditoría Financiera del Departamento de Auditoría Judicial número 212-22-AF-2007 de 15 de marzo de 2007 y ordenado corregir por parte de Corte Plena en sesión No. 25-15 de fecha 29-06-2015, artículo XX); y siendo que esta Dirección recibe los cálculos de la suma líquida y exigible, elemento necesario para iniciar el procedimiento y hacerlo del conocimiento del señor Fernández Silva, por oficio No. 0146-JP/DJA-2022 suscrito por la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por lo que existe aún interés de la Administración en lograr -de ser procedente- la recuperación de las sumas giradas de más. 

Es importante indicar que nos encontramos en una etapa de investigación, por lo que se hace de su conocimiento que el trámite de este procedimiento se realiza con total respeto de la garantía constitucional del debido proceso, y es en la comparecencia la oportunidad procesal en la cual el señor Fernández Silva, puede hacer la exposición de los argumentos y presentar las pruebas que tenga en su defensa.-

La resolución "Auto de Inicio No. 2024-ACA-DJ-2022" de las ocho horas cincuenta minutos del doce de diciembre de dos mil veintidós, se dicta en el procedimiento como se indicó líneas atrás, con el fin de determinar si fueron giradas esas sumas de más y eventualmente declararlo deudor o no de las sumas prevenidas, allegando la prueba que sea necesaria y las que el señor Fernández Silva estime aportar en ejercicio de su derecho de defensa. Se le ha dado la oportunidad de ofrecer prueba, exponer sus alegatos e indicar los fundamentos jurídicos en que apoya sus pretensiones, de proponer un arreglo de pago, asimismo, se nombró órgano director en el procedimiento, se señaló comparecencia oral y privada, con la posibilidad de contar con patrocinio letrado, se previno al señor Fernández Silva a fin que señalara medio para atender notificaciones e hizo de su conocimiento el derecho a recurrir la resolución; principios que sustentan el debido proceso, por lo que se continuará con el procedimiento, evacuando la prueba necesaria; todo lo anterior, en aras de garantizar el debido proceso y el derecho de defensa. 

Considera la suscrita que la tramitación de este expediente ha sido el correcto, encontrándonos en una etapa del procedimiento, que tiene como se indicó la finalidad de recuperar las sumas giradas de más que eventualmente pudieran no corresponderle, producto de un error cometido por la propia Administración, en cuyo caso está legitimada para que conforme el artículo 157 de la Ley General de la Administración Pública, proceda a llevar a cabo la gestión de recuperación, todo, en cumplimiento del debido proceso y derecho de defensa. Tanto la Sala Constitucional cuanto la Procuraduría General de la República, han determinado que la Administración puede rectificar el error cometido, en el entendido que tramite el procedimiento formal, que contemple los requisitos legalmente previstos para la efectiva defensa de los intereses del jubilado y es por imperativo legal, tal y como se indicó líneas atrás, por el acuerdo de Corte Plena supracitado, que la Administración está facultada para seguir este procedimiento y rectificar sus errores materiales o de hecho y los aritméticos, ya que se trata en este caso, de fondos pertenecientes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que de probarse en este caso, deben ser reintegrados eventualmente por el exservidor al que le fueron girados en forma incorrecta, prevaleciendo el interés público sobre el interés particular (artículo 113 de la Ley General de la Administración Pública), claro está, luego de haberse llevado a cabo un procedimiento en el cual se cumplan las garantías mínimas del derecho de defensa y el debido proceso.- 

Por lo cual, en ese sentido y por todas las razones expuestas, se debe rechazar las excepciones de falta de derecho y falta de interés actual interpuestas por el señor jubilado Fernández Silva, por carecer de fundamento.

· EXCEPCIÓN DE CADUCIDAD EN LO ADMINISTRATIVO Y DE PRESCRIPCIÓN EN LO CIVIL DE HACIENDA, QUE SON EN SU LUGAR 4 Y 10 AÑOS, ASÍ ALEGADAS POR EL SEÑOR JUBILADO ÁLVARO FERNÁNDEZ SILVA: Refiere el recurrente únicamente que opone las excepciones de falta de derecho, así como de caducidad en lo administrativo y de prescripción en lo civil de hacienda, que en son en su lugar 4 y 10 años. 

El artículo 198 de la Ley General de la Administración Pública, señala que la Administración tiene cuatro años para efectuar el cobro a los servidores o exservidores públicos, a partir del momento en el que se tiene conocimiento del hecho. Al respecto, dispone la norma de comentario lo siguiente: 

Artículo 198.- 

El derecho de reclamar la indemnización a la Administración prescribirá en cuatro años, contados a partir del hecho que motiva la responsabilidad. 

El derecho de reclamar la indemnización contra los servidores públicos prescribirá en cuatro años desde que se tenga conocimiento del hecho dañoso (...)"

La Procuraduría General de la República en criterio N° C-068-2006 del 20 de febrero en curso, suscrito por el Procurador Msc. Luis Guillermo Bonilla Herrera, ante consulta efectuada sobre el tema de la prescripción indicó: "Para efectos de recuperación de sumas dinerarias pagadas en exceso o indebidamente reconocidas por parte de la Administración Pública, independientemente de que éstas sean o hayan sido giradas a favor de servidores públicos, exservidores, jubilados o terceros como simples administrados, con base en lo dispuesto por los numerales 198, 207 y 208 de la Ley General de la Administración Pública, se tendrá siempre un plazo de cuatro años como límite para gestionar la acción cobratoria respectiva, ya sea a través del cobro administrativo pertinente (arts. 308 y siguientes, en relación con el 148 y siguientes, todos de la Ley General de la Administración Pública) o bien, en caso de resultar infructuoso aquél, planteando el proceso ejecutivo correspondiente en sede jurisdiccional. Cabe mencionar que como punto de partida de aquel plazo extintivo, debe tomarse el momento en que la denuncia o el informe que recomiende la apertura de un procedimiento administrativo tendente a determinar la responsabilidad civil, se ponga en conocimiento del jerarca o el funcionario competente para incoarlo." 

En el caso que nos ocupa, mediante oficio de la Secretaría General de la Corte No.7014-15 del 8 de julio de 2015, la Dirección Jurídica es comunicada del acuerdo de Corte Plena tomado en sesión No. 25-15 del 29 de junio de 2015, artículo XX, en el cual se ordena que con base al informe de la Auditoría Interna Nº 212-22-AF-2007 de 15 de marzo de 2007, remitido al Consejo Superior con un estudio relativo al análisis de la razonabilidad y legalidad de la forma de cálculo de los aumentos por gastos de representación aplicados a los jubilados y pensionados del Poder Judicial. En este estudio, se determina que se estaba aplicando dos veces el aumento semestral por costo de vida sobre los gastos de representación a los ex magistrados jubilados y los pensionados derivados de la jubilación, que se acogieron a la jubilación antes del 2 de diciembre de 2002, en el tanto el Departamento de Personal por error les calculó el aumento del 5% sobre el rubro de gastos de representación y también aplicó el aumento por costo de vida, sobre la masa jubilable que incluye el rubro de gastos de representación. La Auditoría concluye, que con la forma en que el Departamento de Personal (así conocido en ese entonces) hizo los cálculos, se produjo una sobreevaluación en un grupo de jubilados y pensionados judiciales, al darse un doble aumento en los gastos de representación, por lo que se recomendó al Consejo Superior, girar las instrucciones al Departamento de Personal para corregir la forma de cálculo de los aumentos semestrales de las jubilaciones y pensiones, cuando se reconocen gastos de representación a fin de evitar pagos de más. De igual forma, recomendó efectuar las gestiones pertinentes para recuperar lo pagado de más, previo informe del Departamento de Personal (elemento esencial y fundamental para dar inicio al procedimiento). Este mismo acuerdo en su parte dispositiva señala: ´a.) Ordenar a la Dirección de Gestión Humana se sirva corregir el “acto implícito”, relativo al pago de sobresueldos de Magistratura y aumento por costo de vida al rubro de gastos de representación de los exmagistrados y exmagistradas que se pensionaron antes del 2 de diciembre de 2002; se suspenda el giro de las sumas en cuestión y se disponga realizarlas conforme a derecho corresponda. b.) Solicitar a la Dirección Jurídica que realice las gestiones de cobro correspondientes, a fin de recuperar los montos debidos y no causar más perjuicio económico al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para lo cual se deberá conceder audiencia a los señores exmagistrados jubilados, señoras exmagistradas jubiladas y sus beneficiarios y beneficiarias, garantizándose así el ejercicio del derecho de defensa. Lo anterior, de conformidad con lo establecido en el artículo 157 de la Ley General de la Administración Pública que dice: “En cualquier tiempo podrá la Administración rectificar los errores materiales o de hecho y los aritméticos. ´ (la cursiva y el resaltado es nuestro). 

A partir de la información anterior la Dirección Jurídica procedió a la apertura del expediente 206-R-15 (C), para el cobro al señor Álvaro Fernández Silva y lo mantuvo a la espera de los cálculos que correspondía realizar a la Dirección de Gestión Humana, para sustentar la definición de la suma líquida y exigible.

En fecha 28 de agosto de 2015, esta Dirección dicta la resolución No. 1425-ACA/DJ-2015 de las ocho horas cincuenta y cinco minutos del veintiocho de agosto de dos mil quince, en la cual se indica que se da apertura al expediente conforme lo dispuesto por Corte Plena, pero que en virtud de que el cálculo de la suma girada de más, debe ser realizado por la Dirección de Gestión Humana, se estaría a la espera de la citada información para proceder a conceder audiencia al deudor y dar apertura formal al procedimiento ordinario administrativo.

Igualmente, por resolución dictada a las trece horas cincuenta y siete minutos del nueve de noviembre de dos mil quince, la Sala Constitucional da curso al recurso de amparo interpuesto por el Exmagistrado Armando Saborío Vargas contra el acuerdo de Corte Plena que ordena la corrección del cálculo de pago por gastos de representación y el cobro de las sumas retroactivas generadas, iniciando el expediente No. (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). Así las cosas, se ordena la suspensión de las gestiones de cobro, mientras el proceso constitucional estuviera resolviéndose, esto mediante acuerdo de Corte Plena 41-15 del 16 de noviembre de 2015 Artículo XXIV. 

Por lo anterior, se dicta la resolución de las trece horas diez minutos del diecinueve de febrero de dos mil dieciocho, que indica que en virtud del estado de la gestión en sede constitucional y el acuerdo de Corte Plena, tomado en sesión No. 41-15 del 16 de noviembre de 2015, artículo XXIV que dispuso: “(…) acoger la recomendación emitida por la Dirección Jurídica, en consecuencia ordenar la suspensión de la ejecución del acuerdo tomado por esta Corte, en sesión No. 25-15 del 29 de junio del año en curso, artículo XX y, por ende, los rebajos que se tienen previstos aplicar a partir del 23 de noviembre en curso, hasta tanto no se resuelva el citado recurso de amparo (…)”, se mantienen suspendidos los expedientes hasta la resolución del recurso de interés y su conocimiento en Corte Plena.

 En el tanto la resolución del recurso de amparo del expediente No. (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) fue declarado sin lugar; el diez de mayo de dos mil dieciocho, el Consejo Superior en sesión No. 39-18 Artículo XV, acuerda con base en las comunicaciones de las Direcciones Jurídica y Ejecutiva sobre esta resolución: “(…) 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana para que de forma inmediata ejecute lo resuelto por la corte plena en sesión 25-15(…) esto a raíz de la resolución 2018004706, dictada por la Sala Constitucional a las doce horas y cincuenta minutos del veinte de marzo de dos mil dieciocho dentro del expediente (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). 3) Deberá el Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica, proceder a recuperar los montos correspondientes, por lo que tramitará lo de su cargo.”

Ahora bien, con el fin de dar inicio formal del procedimiento, esta Área necesita contar con la suma líquida y exigible adeudada por cada uno de los señores exmagistrados, (elemento esencial para dar inicio al procedimiento) tarea que corresponde a la Dirección de Gestión Humana, en ese momento. En atención a lo anterior, se dicta el oficio No. 1700-DJ/CA-2018 del 16 de mayo de 2018, en el cual esta Dirección Jurídica solicita a la Dirección de Gestión Humana la información que sustente lo cobros que deben realizarse, indicando los lineamientos necesarios en la remisión de la información y proponiendo una reunión de coordinación al efecto.

En fecha 20 de junio de 2018, se consultó a la Dirección de Gestión Humana sobre el estado del proceso de cálculos de sumas adeudadas por gastos de representación. Y en fecha 2 de julio, el Sr. Juan José Carvajal Siles, Coordinador de la Unidad de Prestaciones Legales, remite acuerdo del Consejo Superior tomado en la sesión No. 52-18 del 6 de junio de 2018, artículo XLVI, mediante el cual se autorizó a la Dirección de Gestión Humana a realizar la actualización de los montos de jubilación dividiendo la población en tres grupos de acuerdo con las fechas de pago quincenal de las jubilaciones establecidas por el Departamento Financiero Contable, deberá realizar los ajustes necesarios conforme se finalice el debido proceso con cada grupo de manera escalonada entre mayo y julio 2018.

Esta Dirección, en virtud de no obtener respuesta de la información requerida por oficio 363-DJ/CA-2020 del 31 de enero de 2020 reitera la solicitud de esta Dirección a la Dirección de Gestión Humana. Se obtuvo respuesta del oficio por nota PJ-DGH-1572-2020 del 20 de abril de 2020, en la cual se informó que se realizó consulta a la Secretaría General de la Corte sobre la notificación del acuerdo original, dado que el acto administrativo no fue notificado a todos los señores exmagistrados y señoras exmagistradas y a sus beneficiarios y tal yerro debía subsanarse para poder continuar con la realización del cálculo.

Por requerimiento de la SUPEN en oficio SP-880-2020 del 1° de julio de 2020, esta Dirección rinde el oficio DJ-3109-2020 del 21 de setiembre de 2020 ante la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial, informándose el estado de las gestiones de cobro e indicando que para esa fecha aún no se contaba con suma líquida estándose en espera de los cálculos para realizar el cobro.

Continuando con la necesidad de esta Dirección de contar con los cálculos correspondientes, por oficio No. 988-DJ/CA-2021 del 9 de abril del año 2021, esta Dirección Jurídica, ante la especial y urgente tramitación de los casos iniciados por acuerdo de Corte Plena tomado en sesión No. 25-15 del 29 de junio de 2015, Artículo XX, le solicitó a la Dirección de Gestión Humana, informar cuál es el estado actual del proceso de modificación del rubro de interés, de la notificación a las partes correspondientes y del cálculo que correspondía remitir a esta Dirección Jurídica para efectos de cobro pendientes. Y señaló adicionalmente que la última información correspondiente a este tema de la que esta Dirección tuvo conocimiento fue en febrero del año 2021, cuando el Licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe Administrativo del Subproceso Administración de Personal, solicitó localizaciones recientes de los y las deudoras al Área de Cobro Administrativo de esta Dirección a efecto de realizar el proceso de notificación a los exmagistrados que registran expediente activos por las sumas de más por gastos de representación, y así poder comunicar a las partes las resoluciones que indican el reajuste negativo de sus beneficios de jubilación o pensión, según fuera el caso. Información que le fue brindada por esta Dirección al día siguiente posterior de su solicitud.

Mediante oficio No. PJ-DGH-AP-1944-2021 del 20 de mayo de 2021, la Dirección de Gestión Humana, en respuesta a lo requerido por esta Dirección Jurídica en oficio No. 988-DJ/CA-2021 del 12 de abril del año 2021 informa en lo que interesa:

“(…) En atención al oficio 988-DJ/CA-2021, esta Dirección procede a detallar las acciones realizadas para el cumplimiento del acuerdo del Consejo Superior, en sesión No. 39-18 celebrada el 10 de mayo de 2018, artículo XV:

• Fase de actualización de montos correctos de jubilación y estimación de sumas giradas de más al 30 de abril 2021. (...) se debe informar a la Dirección Jurídica, que producto del acuerdo del Consejo Superior de la sesión N° 26-2021 de 6 de abril de 2021, artículo XXXI, el órgano superior dispuso el traslado de las plazas que conforman la Unidad de Jubilaciones y Pensiones a la estructura aprobada para el funcionamiento del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con lo cual, los procesos y funciones ordinarias y extraordinarias competencia de esta Unidad, quedan de igual forma bajo la responsabilidad funcional de la Junta Administradora del Fondo, correspondiéndole a este órgano la responsabilidad y organización de las tareas de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones y por lo tanto, la continuación de los procesos de rectificación de monto y conformación de expedientes de cobro de los casos denominados conocidos como cobro a exmagistrados por doble incremento en los gasto de representación.”

Luego de una serie de comunicaciones con la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, esta Junta mediante oficio N.º 0146-JP/DJA-2022 del 17 de marzo de 2022, informa a esta Dirección Jurídica, las acciones realizadas para la rectificación de los montos de jubilación, en el mismo se hace de conocimiento el monto líquido que corresponde al cobro del señor Álvaro Fernández Silva siendo de ¢76.172.292,77 (setenta y seis millones ciento setenta y dos mil doscientos noventa y dos colones con setenta y siete céntimos ) por disponerlo así el oficio 119-UJP-2011 de la Dirección de Gestión Humana. (Anexo: Oficio N° 0146-JP/DJA-2022 de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con el estudio realizado al señor Álvaro Fernández Silva por pago incorrecto de rubro de gastos de representación adjunto al oficio.)

Una vez nombrado el Órgano Director de este procedimiento por oficio N.º 0295-JUNAFO-2022 del 5 de mayo de 2022 la Licda. Angie Ampié Gutiérrez, Prosecretaria a.i. de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a la Licda. Adriana Corrales Elizondo, Asesora Jurídica del Área de Cobro Administrativo, y por todo lo anteriormente descrito, al estar determinada la suma líquida por cobrar, elemento fundamental para iniciar el procedimiento, comunicado por 0146-JP/DJA-2022, que informar el estudio realizado al señor Álvaro Fernández Silva por pago incorrecto de rubro de gastos de representación, se dicta la resolución que inicia el procedimiento "Auto de Inicio No. 2024-ACA/DJ-2022 de las ocho horas cincuenta minutos del doce de diciembre de dos mil veintidós", notificada al señor Álvaro Fernández Silva el 19 de diciembre de 2022, por lo que conforme a lo descrito y analizados en los acápites anteriores, estamos dentro del plazo de cuatro años que establece la ley. 

Por su parte, si bien es cierto que la Ley General de la Administración Pública, no contiene norma expresa sobre la interrupción de la prescripción, en aplicación de los artículos 9 y 229 de la citada ley, respecto de la aplicación supletoria de otras fuentes del ordenamiento jurídico, el artículo 296 del Código Procesal Civil, establece que uno de los efectos materiales del emplazamiento debidamente notificado es interrumpir la prescripción. Además en ese mismo sentido se cuenta con los criterios No. C-307-2004 de 25 de octubre del 2004 de la Procuraduría General de la República, en que se indica "(...) se interrumpe por la iniciación del procedimiento administrativo levantado al efecto por parte de la Administración, conocimiento del interesado y vuelve a correr una vez dictado el acto final respectivo (...)" y el No. C-388-2007, en que se señala "(...) que la prescripción permanece interrumpida desde que se notifica el acto que ordena el inicio del procedimiento (...)". Finalmente, es necesario señalar que la Sala Primera en resolución número 49 de las quince horas del veintiséis de junio de mil novecientos noventa y siete, resolvió que "(...) La demanda notificada interrumpe la prescripción (...)".

Adicionalmente, en este sentido la Procuraduría General de la República ha indicado: ´(…) Cuando el órgano director decrete su inicio y lo notifique a las partes, el procedimiento administrativo se entiende por iniciado a todos los efectos desde esa misma fecha, lo cual tiene relevancia desde distintas aristas: el despacho o tramitación de los expedientes debe realizarse por el orden riguroso de presentación (art. 296 de la LGAP); los plazos de prescripción se interrumpen desde ese momento (...); a partir de él comienza a correr el plazo que la ley concede para resolverlo (…) los plazos de prescripción se interrumpen, entre otras causas, por la iniciación del procedimiento respectivo, con conocimiento del interesado; entendiéndose por tal, no la designación del órgano director que instruirá el procedimiento administrativo, sino cuando aquél decreta su inicio y lo notifi ca a la parte investigada. Ahora bien, de conformidad con lo dispuesto por el numeral 878 del Código Procesal Civil, “El efecto de la interrupción es inutilizar para la prescripción todo el tiempo corrido anteriormente”. Lo cual nos lleva a concluir, que una vez que aquella interrupción cesa, inicia de nuevo el plazo originalmente establecido. Acorde con lo expuesto, el artículo 71 de la LOCGR –Nº 7428 de 7 de setiembre de 1994-, conforme a la reforma introducida por el artículo 45, inciso a), de la Ley Nº 8292 de 27 de agosto del 2002 –publicado en La Gaceta Nº 169 de 4 de setiembre del 2002-, dispone que “La prescripción se interrumpirá, con efectos continuados, por la notificación al presunto responsable del acto que acuerde el inicio del procedimiento administrativo.(…)´ (Procuraduría General de la República, Manual de Procedimiento Administrativo, San José, 2006 pp. 215, 225) Por lo anterior, nos encontramos en tiempo para llevar a cabo la tramitación de este procedimiento, por lo que procede rechazar las excepciones invocadas.

· SOBRE LOS ASPECTOS MERAMENTE FORMALES: Visto que en la resolución "Auto de Inicio No. 2024-ACA-DJ-2022" de las ocho horas cincuenta minutos del doce de diciembre de dos mil veintidós, se consignó erróneamente el nombre del señor como "Álvaro Hernández Silva", de conformidad con el artículo y 187 incisos 1) y 2) de la Ley General de la Administración Pública, se corrige el error material, únicamente en cuanto a su nombre, siendo lo correcto el nombre del jubilado: Álvaro Fernández Silva, el cual debe leerse de esta forma en el texto total de la resolución, en lo demás dicha resolución permanece incólume. 

· EN CUANTO A LOS CUADROS QUE MANIFIESTA ILEGIBLES POR LO PEQUEÑO DE LA LETRA: Los cuadros que le han sido facilitados al señor jubilado, son los facilitados por el órgano técnico encargado y responsable de realizarlos, acompañan el oficio No. 0146-JP/DJA-2022 suscrito por la Licda. Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora a.i. de la Unidad de Cálculo de Beneficios, el señor MBA. Bryan Calvo Calderón, Jefe a.i. del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones y el MPM. Oslean Mora Valdez, Director a.i., todos de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, lo cual es un documento oficial que no puede ser modificado por este Órgano, en virtud de lo anterior se traslada al señor Fernández Silva, tal y cómo fue comunicado a esta Dirección, sin alteración y de forma incólume, por ser los cuadros efectuados para la realización del cálculo. Por lo anterior, sus manifestaciones serán trasladadas, en cuanto a su ilegibilidad, e imposibilidad de lectura, por las condiciones y circunstancias que manifiesta el señor Fernández Silva, le impiden una lectura clara, a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por ser el órgano técnico encargado de la realización del cálculo. 

· SOBRE EL MEDIO DE NOTIFICACIONES SEÑALADO: Conforme lo regulado en el artículo 35 de la Ley de Notificaciones Judiciales, se tiene como medio principal para recibir notificaciones correo electrónico (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). 

	De conformidad con lo expuesto, se rechazan las excepciones y el recurso de revocatoria interpuesto y se eleva al Superior para la resolución del recurso de apelación, para que una vez devuelto por el Superior de rechazarse la gestión, se continúe con la tramitación del expediente convocando a comparecencia y dictando el acto final en su momento.

POR TANTO:

De conformidad con lo expuesto y normativa citada, se rechaza la excepción de prescripción, falta de derecho, falta de interés actual y el recurso de revocatoria presentado por el señor Álvaro Fernández Silva, cédula de identidad número 1-0288-0592, contra la resolución N° "Auto de Inicio No. 2024-ACA-DJ-2022" de las ocho horas cincuenta minutos del doce de diciembre de dos mil veintidós. Se admite el recurso de apelación para ante la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se emplaza al recurrente ante dicha instancia dentro del término de tres días a partir de la notificación.- Notifíquese/ Exp. Adm. 206-R-15 DJ (C )/ ace/ Fr. Licda. Adriana Corrales Elizondo, Órgano Director del Procedimiento.”
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Se acuerda:	Una vez conocido el tema anterior, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por recibido el oficio N° 1558-ACA-DJ-2023 del 18 de setiembre de 2023, suscrito por la licenciada Adriana Corrales Elizondo, Órgano Director del Procedimiento en el expediente administrativo N° 206-R-15 DJ (C), mediante el cual remite el citado expediente y la resolución N° 1548-ACA-DJ-2023 de las ocho horas del trece de setiembre de dos mil veintitrés, con respecto al recurso de revocatoria con apelación en subsidio, presentado por el señor Álvaro Fernández Silva. 2.) Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, a fin de que rinda un criterio sobre la procedencia del recurso presentado por el señor Fernández Silva.
Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc143009572][bookmark: _Toc143012865][bookmark: _Toc146272644]ARTÍCULO XVII
Documento N° 932-2023
Conoce esta Junta Administradora, designación de nombramiento en propiedad N° 0049-2023, recibida el 18 de setiembre del 2023, suscrita por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, subdirectora interina, el máster Rodolfo Castañeda Vargas, jefe interino de la Sección de Reclutamiento y Selección y la licenciada Aslhey Quesada Valerio, coordinadora interina de la Unidad 3 de la Sección de Reclutamiento y Selección, todos de la Dirección de Gestión Humana, el cual dice literalmente:
“En relación con el concurso CN-004-2023, se remite para ratificación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, las propuestas de nombramiento en propiedad realizadas por el MPM. Oslean Mora Valdez: 

1. ROJAS MADRIGAL KAROL ANDREA

0110690859
Nómina: 0049-2023
Tipo de Nombramiento: Propiedad
Fecha de Rige del Nombramiento: 01/10/2023
Puesto en que se nombra:
Oficina: DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES
Clase de Puesto: TÉCNICO ADMINISTRATIVO 1
Número de Puesto: 43564
Puesto en propiedad anterior: 
Oficina: DIRECCION EJECUTIVA
Clase de Puesto: AUXILIAR ADMINISTRATIVO
Número de Puesto: 83939

2. ARAYA ZUÑIGA HELLEN TATIANA

0115440484
Nómina: 0049-2023
Tipo de Nombramiento: Propiedad
Fecha de Rige del Nombramiento: 01/10/2023
Puesto en que se nombra:
Oficina: DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES
Clase de Puesto: TÉCNICO ADMINISTRATIVO 1
Número de Puesto: 383914
Puesto en propiedad anterior: 
Nombramiento en propiedad por primera vez

OBSERVACIONES: 

La Sección de Reclutamiento y Selección verificó que cada una de las personas propuestas reúne los requisitos según la clase de puesto en la que se le propone, asimismo mediante técnicas selectivas se corroboró que cada persona cuenta con idoneidad para el puesto indicado. Asimismo, cabe señalar que, a la fecha de envío del presente documento, la Sección de Reclutamiento y Selección no ha recibido apelaciones o reconsideraciones respecto a los nombramientos propuestos contenidos.

A partir de la valoración de resultados de la consulta realizada a bases de datos y plataformas informatizadas a las que la Unidad de Investigación Sociolaboral y de Antecedernos, tiene acceso, se descartaron posibles anotaciones o registros a nivel judicial, policial y administrativo-disciplinario en contra de las personas propuestas, que puedan contravenir la normativa y políticas institucionales vigentes, lo anterior, de acuerdo con las políticas que han sido dictadas por la Corte Plena según recomendación de la Comisión para Investigar la Penetración del Crimen Organizado y el Narcotráfico en el Poder Judicial, así como los lineamientos establecidos por el Consejo Superior en la sesión N° 59-15 celebrada el 25 de junio del 2015, artículo VIII”.
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En sesión N° 45-2021 celebrada el 08 de noviembre de 2021, artículo III, se acordó que el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, contaba con las calidades necesarias para la ejecución de los nombramientos respectivos en dicha Dirección, acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:
“(…)

Se acordó: 1.) Aprobar que como parte de las atribuciones otorgadas al puesto de Director (a) de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, como máxima autoridad administrativa elegida por parte de este cuerpo colegiado, se encuentra la posibilidad de nombramiento de plazas interinas y en propiedad de la estructura administrativa que al respecto fue aprobada, en razón de lo cual podrá el MPM. Oslean Mora Valdez, Director interino. de la JUNAFO realizar los procedimientos internos necesarios para ejecutar los nombramientos que al respecto sean necesarios, con el fin de garantizar la adecuada prestación del servicio, actividades y funciones propias de esta Dirección. 2) Tomará nota la Dirección de la JUNAFO para los trámites respectivos.

Las Direcciones de Gestión Humana, JUNAFO y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”
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Posteriormente en sesión N° 01-2022 celebrada el 03 de enero de 2022, artículo XIII, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, avaló la estructura administrativa vigente, el nombramiento inicial de personal y reafirmó las potestades de nombramiento del Director interino, según se destaca:
“(…)

Se acordó: 1.) Avalar la designación de la estructura administrativa inicial de la Dirección de la JUNAFO, conforme al detalle de personal presentado. 2.) Agradecer a las personas postulantes su interés en formar parte del equipo administrativo de este cuerpo colegiado y dar la bienvenida a las nuevas personas integrantes del equipo administrativo. 3.) Delegar en el MPM. Oslean Mora Valdez, Director a.í. y la Licda. Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora a.í. de la Dirección de la JUNAFO, la ejecución de los procedimientos internos necesarios para ejecutar los nombramientos que al respecto sean requeridos, con el fin de garantizar la adecuada prestación del servicio, actividades y funciones propias de esta Dirección. 4.) Queda en lo sucesivo habilitada la Dirección de la JUNAFO para realizar los movimientos interinos de personal, permisos, vacaciones, nombramientos, conforme a las atribuciones y competencias que dichos cargos demandan y que permitan garantizar una adecuada continuidad del negocio.

(…)”
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Finalmente, en sesión N° 11-2022 celebrada el 07 de marzo de 2022, artículo XVIII, se reafirmó una vez más dichas atribuciones, conforme se destaca:
“(…)

Brindar, al máster Oslean Mora Valdez, y a la licenciada Ingrid Moya Aguilar, las potestades, derechos y obligaciones que la normativa aplicable establece para los roles de Alta Gerencia de un régimen supervisado, en el desempeño de los roles de Director y Subdirectora, respectivamente, de la Dirección de la JUNAFO, hasta que se nombren en la forma que correspondan esas plazas, toda vez que, a la fecha tienen carácter de interinas.”
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Manifestaciones:
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, señala: “En este caso don Oslean me parece que hay que juramentar a las personas para efectos de que adquiera la envestidura y llevar un registro, ya sea que lo haga usted o lo haga yo”.
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, expresa: “Sí señor, lo agregamos en el procedimiento”.
La licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina de la Dirección de la JUNAFO, consulta: “Don Juan Carlos eso no se había estilado anteriormente, entonces ¿sacamos una juramentación de todas las personas que a esta fecha ya están nombradas en propiedad?”.
El integrante presidente Segura Solís, responde: “Sí señora”.
La licenciada Moya Aguilar, indica: “Generalmente eso se hace en un libro, no sé si alguno sabe si actualmente se sigue haciendo así porque nosotros no tenemos absolutamente nada físico o si podemos hacerlo electrónico”.
El integrante presidente Segura Solís, aclara: “Puede hacerse electrónico”.
La licenciada Moya Aguilar, señala: “Ah okey, porque todos nosotros tenemos firma digital, entonces no habría problema con que la gente firme digitalmente ¿verdad?”.
El integrante presidente Segura Solís, indica: “Sí señora”.
La licenciada Moya Aguilar, expresa: “De acuerdo, gracias”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Ratificar las proposiciones de nombramientos en propiedad realizadas por el máster Oslean Mora Valdez, en calidad de director interino de la Dirección de la JUNAFO, y señaladas en el informe N° 0049-2023, emitido por la Dirección de Gestión Humana. 2.) La servidora judicial nombrada en propiedad por primera vez se presentará al Servicio Médico para los servidores judiciales, a efecto de que se le practique el reconocimiento respectivo, para lo cual concertará la cita en forma personal, o por vía telefónica en la extensión 01-3572. 3.) De conformidad con los artículos 33 y 34 inciso a) del Estatuto de Servicio Judicial, las personas servidoras judiciales nombradas en propiedad por primera vez deberán cumplir un período de prueba de un año a partir de la fecha en que rige el nombramiento y en el caso de las personas servidoras judiciales propietarias que pasen a ocupar otras plazas cumplirán un período de prueba de tres meses, en ambos casos en los puestos que están siendo nombrados. 4.) Aclarar que las personas nombradas en propiedad gozan de los deberes y derechos del cargo de una persona funcionaria del Poder Judicial. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial y de la Dirección de Gestión Humana, para lo de su cargo. 6.) La Dirección de la JUNAFO deberá proceder a la mayor brevedad posible, con la juramentación de las personas servidoras nombradas en propiedad en dicha oficina, hasta la fecha.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc144996596][bookmark: _Toc146272610]ARTÍCULO XVIII
Documento N° 927-2023
Conoce esta Junta Administradora, oficio N° JD-6140/10 del 14 de setiembre de 2023, suscrito por la señora Celia Alpízar Paniagua, secretaria general interina del Banco Central de Costa Rica, relacionado con el acuerdo tomado por la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en el numeral I, artículo 10 del acta de la sesión 6140-2023, celebrada el 7 de setiembre del 2023, en el cual resuelve lo siguiente:
“(…)

establecer el nivel del capital mínimo de los bancos privados en ₡17.121,00 millones, monto igual al aplicado para el 2022. En consecuencia, el capital mínimo para las empresas financieras no bancarias corresponde al 20% de ese monto”.
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A continuación, se adjunta el archivo que contiene el documento completo.


Se acuerda:	Una vez conocido el tema anterior, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tomar nota del oficio N° JD-6140/10 del 14 de setiembre de 2023, suscrito por la señora Celia Alpízar Paniagua, secretaria general interina del Banco Central de Costa Rica, relacionado con el acuerdo tomado por la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en el numeral I, artículo 10 del acta de la sesión 6140-2023, celebrada el 7 de setiembre del 2023, en el cual se establece el nivel del capital mínimo de los bancos privados en ₡17.121,00 millones, y en consecuencia, el capital mínimo para las empresas financieras no bancarias corresponde al 20% de ese monto. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, así como de los Comités de Riesgos e Inversiones, para lo de su cargo.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XIX
- Acuerdo declarado privado por el órgano -
Documento N° 1141-2022 / 931-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, oficio N° 0073-AJ/DJA-2023 recibido el 18 de setiembre de 2023, suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, asesores jurídicos interinos de la Dirección de la JUNAFO, que dice:
“La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante JUNAFO), en sesión N° 001-2023 celebrada el 10 de enero de 2023, artículo XXV, conoció la denuncia anónima incoada en contra de la señora (nombre 1), jubilada del Poder Judicial por incapacidad absoluta y permanente desde el año 1996. Dicha denuncia fue puesta en conocimiento de la JUNAFO mediante oficio N° DFOE-DEC-4357 del 08 de diciembre de 2022, por parte de licenciada Alejandra Azofeifa Ureña, Fiscalizadora, y la licenciada Ruth Houed Caamaño, Asistente Técnica, ambas del Área de Investigación para la Denuncia Ciudadana de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República, y versa sobre la presunta irregularidad relacionada con el pago de dietas otorgado a la señora (nombre 1), en razón de su puesto como regidora municipal. Con ocasión de ello, la JUNAFO procedió a solicitar criterio a esta asesoría jurídica a fin de determinar si la jubilada judicial por incapacidad absoluta y permanente, cuenta o no con impedimento para recibir el pago de dietas al tiempo que percibe el beneficio de jubilación por incapacidad, se procede a manifestar lo siguiente:

I.- ANTECEDENTES:

1.- Por medio del oficio N. ° 96 608 de fecha 7 agosto de 1996, suscrito por la Dra Mayra Rodríguez Calvo, Médico Psiquiatra Asistente, con el visto bueno del Dr. Wagner Rodríguez Camacho, Jefe del Departamento de Medicina Legal, se puso en conocimiento del Consejo Superior la situación de salud de la señora (nombre 1), Escribiente de la Agencia Fiscal de Alajuela, en el que se indicó:

“Como resultado global de la evaluación realizada, se encuentra que la señora (nombre 1), es portadora de una personalidad cuyas características conllevan el entrar en conflicto en la relación interpersonal, lo que le genera gran estrés y por lo cual se ha mantenido incapacitada por psiquiatría.

Por lo crónico de su cuadro (impulsividad, pobre tolerancia a la frustración y a exigencias del medio, irritabilidad, explosividad), no se considera apta para continuar laborando en relación con el público en el Poder Judicial.”

2.- Mediante acta del Consejo Superior N.º 062-1996, dictada en fecha 08 de agosto del 1996, artículo N° XXXVIII, tras analizarse la situación expuesta, se acordó: 

“Tener por rendido el anterior informe y someter el caso a conocimiento del Consejo Médico Forense.”

3.- En cumplimiento del anterior acuerdo, los doctores Carlos Luis Abarca Barrantes, Miguel Ángel Arguedas Piedra y la Dra. Sisy María Castillo Ramírez, Integrantes del Consejo Médico Forense, en oficio N° DML-96-1067, rindieron el correspondiente informe del que se desprende lo siguiente:

“(…) este Consejo Médico Forense, concluye que (nombre 1), si está incapacitada absoluta y permanentemente para sus labores habituales dentro del Poder Judicial.”

4.- En acta del Consejo Superior Nº 075 – 1996, de fecha 24 de setiembre del 1996, artículo N.º XLIII, se dispuso: 

“De conformidad con el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, separar de su cargo por enfermedad absoluta y permanente, a partir del 17 de octubre próximo a la señora (nombre 1), Escribiente 2 G-3 de la Agencia Fiscal de Alajuela, con derecho a jubilación y demás extremos laborales que le correspondan.

Se le dan las gracias por los servicios prestados al Poder Judicial.”

5.- A través del acta Nº 082 – 1996, de fecha 17 de octubre del 1996, artículo N.º LI, el Consejo Superior acordó: 

“Aprobar la jubilación de la Sra (nombre 1), cédula número (valor 1), cuya asignación mensual será de ¢32.330,25 (treinta y dos mil trescientos treinta colones con 25/100), equivalente al 33,33% del salario promedio, con las reservas de ley, a partir del día de hoy, 17 de octubre.”

6.- La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 001-2023 celebrada el 10 de enero de 2023, artículo XXV, tomó el siguiente acuerdo: 

“Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota del oficio N° DFOE-DEC-4357 del 08 de diciembre de 2022, suscrito por la licenciada Alejandra Azofeifa Ureña, Fiscalizadora, y la licenciada Ruth Houed Caamaño, Asistente Técnica, ambas del Área de Investigación para la Denuncia Ciudadana de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República, y trasladarlo a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, para que realice el respectivo estudio e informe a esta Junta, sobre la demanda recibida ante la Contraloría General de la República.” 

7.- Mediante correo electrónico de fecha 19 de abril del 2023, dirigido al licenciado Alonso Masís Mora, Asesor Jurídico del Área de Procedimientos Disciplinarios y Jurisdiccionales de la Dirección Jurídica, se le consultó si en esa oficina se está tramitando algún expediente contra la señora (nombre 1), jubilada judicial por incapacidad absoluta y permanente, relacionado con el cobro de dietas como regidora municipal.

8.- En fecha 21 de abril del 2023, el licenciado Masís Mora remitió, a través de un correo electrónico, el oficio N° 647-DJ/CA-2023, suscrito por la licenciada Sarita González Quirós, Asesora Jurídica -Área de Cobro Administrativo, en el cual se indica lo siguiente:

“En atención a su correo electrónico de fecha 19 de abril de 2023, adjunto se remite la certificación solicitada, la misma corresponde al expediente administrativo N° (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), seguido a la exservidora la señora (nombre 1), por ejercer como Regidora Municipal propietaria en la Municipalidad de Alajuela, siendo jubilada judicial por incapacidad absoluta y permanente y por tanto beneficiaria del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

II.- MARCO NORMATIVO: 

En primera instancia, debe advertirse que, al momento en que le fue otorgada la jubilación por incapacidad absoluta y permanente a la ex servidora judicial (nombre 1) (24 de setiembre del 1996), la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) vigente era la N. ° 7333, en consecuencia, es menester conocer lo que refería dicha reforma sobre el tema de las separaciones por incapacidad y analizarlo conjuntamente con lo que sobre ese tópico señala la Ley Orgánica en vigor. 

Al respecto, es de conocimiento general que, las personas servidoras del Poder Judicial en aquel momento, podían ser imposibilitadas para el desempeño del cargo con una jubilación vitalicia, siempre que hubieran laborado para el Estado por al menos 5 años, de conformidad con la Ley Orgánica del Poder Judicial, reforma N°. 7333. 

El artículo N. ° 228 de la citada ley indicaba lo siguiente:

“Artículo 228.- El funcionario o empleado que se imposibilitare de modo permanente para el desempeño de su cargo o empleo, siempre que hubiera laborado para el Estado por cinco años o más, será también separado de su puesto con una jubilación permanente, que se calculará de acuerdo con los años de servicio, en la forma dispuesta en el artículo 226.”

Por su parte, el artículo 226 ibídem, señalaba:

“Artículo 226.- Los servidores judiciales que sean separados de sus cargos para el mejor servicio público y los funcionarios de período fijo que no sean reelegidos, tendrán derecho a la jubilación, siempre que el tiempo servido por ellos exceda de diez años. 

La jubilación será proporcional al tiempo servido y podrá percibirse solo durante un lapso equivalente a la mitad de este tiempo, salvo que hayan laborado por más de veinte años. En este último caso, el disfrute de la jubilación será vitalicio. Para fijarla, se multiplicará el ochenta por ciento (80%) del monto del salario promedio establecido en el artículo 224 por el número de años servidos y el producto se dividirá entre treinta. El resultado será el monto de la jubilación. 

Nota: Reformado el artículo 226 por el artículo 4 de la Ley N° 7605 de 2 de mayo de 1996, publicada en La Gaceta N° 121 de 26 de junio de 1996.”

En ese mismo orden de ideas, el artículo 234 ibidem, señalaba:

“Artículo 234.- Al jubilado o pensionado, se le suspenderá del goce del beneficio, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo Estado, de sus bancos, de sus instituciones, de las municipalidades, de las juntas de educación y de las empresas de economía mixta. 

También se podrá suspender, según las circunstancias, el goce del beneficio, cuando éste hubiera sido acordado en razón de enfermedad y se tenga noticia de que la persona está desempeñando otro empleo, mientras se mantenga esta última situación.” (el subrayado es agregado)

La Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (reforma N° 9544) en lo tocante a este tema, en su artículo N. ° 227, indica lo siguiente:

“[…] Artículo 227- El servidor judicial que se incapacite de modo permanente para el desempeño de su cargo o empleo, así declarado por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social o por la instancia que esa institución designe, y hubiera laborado por cinco años o más para el Poder Judicial, será separado de su puesto con una jubilación permanente…”

El artículo 233 del mismo cuerpo normativo, plantea las pautas a seguir cuando una persona que se jubila por invalidez, inicia labores remunerativas. Este numeral literalmente indica lo siguiente:

“Artículo 233- Se le suspenderá el goce del beneficio a la persona jubilada, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, sus instituciones y de las municipalidades.

Esta limitación no se aplicará cuando imparta lecciones en las instituciones de educación superior.

Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. (el subrayado se adiciona).

Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló. (el subrayado se adiciona).

Todo jubilado que reingrese al servicio del Poder Judicial dejará de percibir su pensión por el tiempo que se mantenga la relación laboral con el Poder Judicial. Si la relación laboral se diera por terminada antes de cumplir un año ininterrumpido, se reactivará la pensión con el mismo monto con que fue suspendida, más los ajustes por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), que hayan sido otorgados durante los meses que reingresó al servicio del Poder Judicial. Si la relación laboral se diera por más de un año ininterrumpido, el exjubilado tendrá derecho a la revisión de su jubilación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 224 de esta ley”.

III.- SOBRE LA GESTIÓN PRESENTADA:
 
La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial solicita criterio jurídico en que se aclare si las dietas percibidas en calidad de regidora municipal por parte de la jubilada judicial por incapacidad absoluta y permanente, (nombre 1), representa algún conflicto con las incompatibilidades expuestas en la normativa. No obstante, teniendo conocimiento de que, en la actualidad, ante la Dirección Jurídica se tramita bajo el número de expediente (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), una causa por los mismos hechos analizados en el sub examine, considera esta unidad asesora que, lo procedente en este momento, es evitar cualquier pronunciamiento sobre el fondo del asunto, en tanto la Dirección Jurídica, en su condición de Órgano Director del Procedimiento, culmina su investigación y emita el criterio respectivo. Lo anterior, a efecto de precaver la tramitación paralela de dos causas con identidad de partes y de hechos y así evitar la emisión de criterios jurídicos que pudieran ser opuestos. 

IV.- RECOMENDACIÓN:

Una vez analizada la situación expuesta, se recomienda a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, informar a la licenciada Alejandra Azofeifa Ureña, Fiscalizadora, y a la licenciada Ruth Houed Caamaño, Asistente Técnica, ambas del Área de Investigación para la Denuncia Ciudadana de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República, que actualmente dentro de la institución, se está tramitando por parte de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, el expediente N° (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), por los mismos hechos ya denunciados relativos a la señora (nombre 1), por lo que se está a la espera de la resolución del mismo.

De esta forma, se deja rendido el informe solicitado en sesión N° 001-2023 celebrada el 10 de enero de 2023, artículo XXV, para lo que a bien estimen disponer”.

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido el tema anterior, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por recibido el criterio jurídico remitido mediante oficio N° 0073-AJ/DJA-2023 recibido el 18 de setiembre de 2023, suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, asesores jurídicos interinos de la Dirección de la JUNAFO, solicitado por este órgano colegiado en sesión N° 001-2023 celebrada el 10 de enero de 2023, artículo XXV, para determinar si una persona jubilada judicial por incapacidad absoluta y permanente tiene impedimento o no para percibir dietas por participar como Regidora Municipal. 2.) Acoger en todos sus extremos las recomendaciones emitidas en el criterio jurídico supracitado, en consecuencia, informar a la licenciada Alejandra Azofeifa Ureña, fiscalizadora, y a la licenciada Ruth Houed Caamaño, asistente técnica, ambas del Área de Investigación para la Denuncia Ciudadana de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República, que actualmente dentro de la institución, se está tramitando por parte de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, el expediente N° (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), por los mismos hechos ya denunciados relativos a la señora (nombre 1), por lo que se está a la espera de la resolución del mismo para tomar las acciones correspondientes al amparo de dicho criterio. Lo anterior, debido a que, está de por medio, un proceso de cobro administrativo que es resorte de la Dirección Jurídica del Poder Judicial.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
-o0o-
A las once horas trece minutos terminó la sesión.


 Doctor Juan Carlos Segura Solís          Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Presidente Junta Administradora         Secretario Junta Administradora

- Acta aprobada el 10 de octubre de 2023 -
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14 de setiembre del 2023

JD-6140/10



[bookmark: _Hlk103857135]Señores

Sistema Financiero Nacional 



Estimados señores:



La Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en el numeral I, artículo 10 del acta de la sesión 6140-2023, celebrada el 7 de setiembre del 2023,



En lo atinente al nivel de capital mínimo de operación para la banca privada y empresas financieras no bancarias.



considerando que:



A.	El artículo 151 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional, Ley 1644, establece que el capital de un banco privado no podrá ser menor de cien millones de colones y que esta Junta Directiva podrá elevar ese monto cuando, según su mejor criterio, lo estime conveniente.



B.	Mediante artículo 10 del acta de la sesión 6053-2022 del 23 de marzo del 2022, este Directorio estableció el nivel de capital mínimo para la banca privada para el 2022 en ₡17.121 millones, igual al aplicado para el año previo.



C.	Costa Rica muestra uno de los requerimientos más altos de capital mínimo para las entidades bancarias, en relación con los países miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE).



D.	Existe el riesgo de que este requisito se convierta en una barrera de entrada para nuevas entidades interesadas en participar en el sistema financiero nacional, lo que limitaría la competencia y la contestabilidad en el mercado y, con ello, la eficiencia y la innovación.



E.	En Costa Rica, la mayoría de las entidades sujetas al requerimiento de capital mínimo registra un capital social muy superior al mínimo regulatorio, por lo que mantener invariable este requisito no tendrá impacto en su solvencia. 



F.	El indicador de suficiencia patrimonial del sistema bancario nacional, agregado y por entidad, se encuentra por encima del mínimo regulatorio establecido por la Superintendencia General de Entidades Financieras (10%).



resolvió:



establecer el nivel del capital mínimo de los bancos privados en ₡17.121,00 millones, monto igual al aplicado para el 2022. En consecuencia, el capital mínimo para las empresas financieras no bancarias corresponde al 20% de ese monto.



Atentamente,

[image: ]

Celia Alpízar Paniagua

Secretaria General interina

2Uso Interno
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